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MINISTERIO DEL INTERIOR 
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MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 

MINISTERIO DE TURISMO 

PRESIDENCIA DE LA 
ASAMBLEA GENERAL 

Recibido a la hora ................ .. 

Fecha ... ~1:!: ... q~~--~~f: 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 

Montevideo, 1 5 MAY 2018 
Señora Presidente de la Asamblea General 

Lucía Topolanski 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese cuerpo, el adjunto proyecto de 

ley referente a modificaciones al Código del Proceso Penal y a la Ley Nº Ley Nº 19.436 

de 23 de setiembre de 2016. 

Previo a la puesta en práctica del nuevo Código del Proceso Penal, existió la 

necesidad de que se hiciera un seguimiento al nuevo sistema acusatorio que iba a 

comenzar su implementación. En este sentido, desde el Poder Ejecutivo, se entiende 

conveniente hacer ajustes que permitan una mejor coordinación y trabajo conjunto 

entre policías, fiscales y tribunales. 

Los primeros cinco artículos del proyecto, proponen dotar a la policía de una 
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mayor flexibilidad a la hora de trabajar, brindándole un fuerte respaldo legal, que le 

permita hacerlo de manera má~ eficiente. Durante el proceso de implementación del 

Código, se han generado distintas interpretaciones en cuanto al accionar policial que 

debe cumplir en su rol de auxiliar de la justicia. En este sentido, dicha función no puede 

implicar la carencia de cierto grado de autonomía a la hora de porceder a cumplir con 

ciertas competencias. 

A través del Artículo 6 del Proyecto, se modifican los requisitos para disponer la 

prisión preventiva. En este caso, se la excluye para cierto tipo de delitos en caso de 

reincidencia, reiteración o habitualidad. A su vez, el Artículo 7, busca armonizar el 

criterio de la preceptividad para la prisión preventiva, en caso de pena de penitenciaría. 

A través de los artículos 8 y 9, se proponen una serie de modificaciones al Pro

ceso Abreviado. En este sentido, se sustituye la frase "cuya tipificación por el Ministerio 

Público de lugar a la aplicación de una pena mínima no superior a seis años de peni

tenciaría" por "cuando la pena mínima prevista en el tipo penal no supere los seis años 

de penitenciaría". Apuntando de esta manera a la tipificación legal del delito en sí mis

mo y no a la tipificación del Ministerio Público. 

Por otro lado, se excluye de este proceso la aplicación de la libertad anticipada y 

las libertades vigiladas. Finalmente, en el marco del Proceso Abreviado se propone un 

criterio mínimo para la determinación de las penas por ciertos delitos que atentan 

contra la vida y la integridad sexual. 

A través del artículo 1 O, se elimina el Título de la "SUSPENSION CONDICIONAL 

DE LA PENA", porque ya no existe este instituto. 

Los artículos 11 y 12 del proyecto, proponen la inaplicabilidad del beneficio de la 
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libertad anticipada por la comisión de ciertos delitos de extrema gravedad y por la 

reiteración, reincidencia o habitualidad de otros delitos. Si bien, entendemos que esta 

última solución se encontraba vigente a través de la Ley Nº 19.436, proponemos 

ampliarlo para otras figuras delictivas creadas con posterioridad, como por ejemplo el 

"abuso sexual". Por otro lado, se salda una discusión jurídica en cuanto a si la ley 

mencionada había sido derogada, luego de la puesta en práctica del CPP. 

El Poder Ejecutivo saluda a ese cuerpo con la mayor consideración. 
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PROYECTO DE LEY 

Artículo 1°.- Sustitúyese el artículo 49 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 49 (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval 

y de la Policía Aérea Nacional en el Proceso Penal)-

49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval, la Policía Área Nacional, 

y toda otra que cumpla funciones de policía judicial, en sus respectivos ámbitos de 

competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las tareas de investigación y 

deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en este 

Código, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. 

49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que 

decreten los tribunales. 

49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público 

podrá impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales 

en la investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 

conformidad con las previsiones de este Código." 

Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 53 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 53 (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa). 

Corresponqerá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 

actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
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fiscales: 

a) prestar auxilio a la víctima; 

b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley; 

c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso 

a toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de local 

cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán que se 

alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se remuevan los 

instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga personal experto de 

la autoridad con funciones de policía que el Ministerio Público designe. Deberá también 

recoger, identificar y conservar bajo sello lo objetos, documentos o instrumentos de 

cualquier clase que se presuma hayan servido para la comisión del hecho investigado, 

sus efectos o los que pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser 

remitidos a quien corresponda, dejando constancia de la individualización completa de 

los funcionarios intervinientes; 

d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten; 

e) recibir las denuncias del público; 

f) efectuar las actuaciones que dispusiere la ley de procedimiento policial y otras 

normas legales y reglamentarias." 

Artículo 3°.- Sustitúyese el artículo 54 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 54 (Información al Ministerio Público) Recibida una denuncia o 

conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la 

autoridad administrativa, de acuerdo a la gravedad del hecho, informará 
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inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio Público. Sin perjuicio de 

ello, procederá a realizar las diligencias que correspondan a la investigación del 

hecho, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de información a la autoridad 

competente." 

Artículo 4°.- Sustitúyese el artículo 59 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 59 (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo). Se 

podrá practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 

vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 

viaje. 

También se practicará el registro personal a aquellas personas de las que 

existan indicios de que hayan cometido delito, intentado cometerlo o que se dispongan 

a cometerlo. 

Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 

personas del mismo sexo del detenido. 

Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el 

registro en caso que se pueda causar daño a la propiedad del detenido. 

Artículo 5°.- Sustitúyese el artículo 61 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 61 (Declaraciones del imputado ante la policía). Cuando el imputado 

manifieste ante la policía su disposición a declarar, se tomarán las medidas necesarias 
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para que declare ante el fiscal. Si esto no fuera posible, se podrá consignar las 

declaraciones que voluntariamente quiera prestar, previa autorización del fiscal y bajo 

su responsabilidad." 

Artículo 6°.- Sustitúyese el artículo 223 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 223 (Procedencia de la prisión preventiva). 

223.1 Toda persona tiene derecho a la libertad personal y a la seguridad 

individual. En principio, la prisión preventiva no será de aplicación preceptiva, salvo en 

las hipótesis previstas por este artículo. 

223.2 En los casos de reiteración, reincidencia o habitualidad, indistintamente, 

de los siguientes delitos, la prisión preventiva del imputado será de aplicación 

preceptiva, mientras dure el proceso y hasta que la sentencia quede ejecutoriada: 

a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

b) Abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal). 

c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código Penal). 

d) Atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal). 

e) Abuso sexual sin contacto corporal (artículo 273 - BIS del Código Penal). 

f) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 

persona ofendida (numeral 1° del artículo 317 del Código Penal). 

g) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 

h) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del 

Código Penal). 
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i) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

j) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código 

Penal). 

2006. 

k) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 

1) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

m) Homicidio y sus agravantes (artículos 31 O, 311 y 312 del Código Penal). 

n) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 

ñ) Los delitos previstos en el Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, 

y sus modificativas. 

o) Aquellos condenados a quienes se les hubiere aplicado medidas de seguridad 

eliminativas (Artículo 92 del Código Penal). 

Artículo 7°.- Sustitúyese el artículo 224 del Código del Proceso Penal, por el 

siguiente: 

ARTÍCULO 224 (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Sin perjuicio de 

lo establecido en el Artículo anterior, iniciado el proceso y a petición del Ministerio 

Público, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva del imputado si hubiera 

semiplena prueba de la existencia del hecho y de la participación del imputado y 

elementos de convicción suficientes para presumir que intentará fugarse, ocultarse o 

entorpecer de cualquier manera la investigación o que la medida es necesaria para la 

seguridad de la víctima o de la sociedad (artículo 15 de la Constitución de la 

República). 
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Artículo 8°.- Sustitúyese el artículo 272 del Código del Proceso Penal, en la 

redacción dada por el artículo 3 de la Ley Nº 19.436 de 23 de setiembre de 2016, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 272 (Procedencia). Se aplicara el proceso abreviado para el 

juzgamiento de hechos cuando la pena mínima prevista en el tipo penal no supere los 

seis años de penitenciaria o una pena de otra naturaleza, cualquiera sea su entidad. 

Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le 

atribuyen y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y 

manifieste su conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios 

imputados no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 

En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 

prueba en contra de los restantes." 

Artículo 9°.- Sustitúyese el artículo 273 del Código del Proceso Penal, en la 

redacción dada por el artículo 3 de la Ley Nº 19.436 de 23 de setiembre de 2016, por el 

siguiente: 

"ARTÍCULO 273 (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 

establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 

273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 

acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 

aplicación del proceso abreviado. 

273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por 
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el imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, 

pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso 

concreto. 

273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 

artículo 272 de este Código así como que el imputado hubiere prestado su conformidad 

con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si entendiera que el 

acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este 

caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio 

Público y la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por 

parte del imputado se tendrá por no formulada. 

273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 

condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 

Público. 

273.5 En estos procesos, no será aplicable lo dispuesto en el LIBRO 111, Título 11, 

Capítulo 111 de este Código (DE LA LIBERTAD ANTICIPADA), tampoco les será 

aplicable lo previsto el articulo 2 a 12 de la ley Nº 19.446 28 de octubre de 2016. 

273.6 La solicitud de pena disminuida por parte del Ministerio Público referida en 

el artículo 273.2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el delito correspondiente, 

en los casos de violación (artículo 272 del Código Penal), abuso sexual (artículo 272 -

BIS del Código Penal), abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del 

Código Penal), atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal), abuso sexual 

sin contacto corporal (artículo 273 - BIS del Código Penal) y Homicidio (artículo 31 O del 

Código Penal). 
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Artículo 10°.- Suprímase del Código del Proceso Penal, el "CAPITULO IV -

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA". 

Artículo 11 º.- lncorpórase al Código del Proceso Penal, la siguiente disposición: 

"ARTICULO 302 (lnaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la 

comisión de ciertos delitos) El beneficio de la libertad anticipada no será de aplicación 

para quien cometiere los siguientes delitos: 

2006. 

a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

b) Abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal). 

c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código Penal). 

d) Atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal). 

e) Abuso sexual sin contacto corporal (artículo 273 - BIS del Código Penal). 

f) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). -

g) Homicidio agravado (210 BIS, 311y312 del Código Penal). 

h) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 

i) Aquellos condenados a quienes se les hubiere aplicado medidas de seguridad 

eliminativas (Artículo 92 del Código Penal). 

Artículo 12°.- lncorpórase al Código del Proceso Peryal, la siguiente disposición: 

"ARTICULO 303 (lnaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la 

reiteración, reincidencia o habitualidad de ciertos delitos).- El beneficio de la libertad 
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anticipada no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, 

indistintamente, en los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a 

continuación: 

a) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 

persona ofendida (numeral 1° del artículo 317 del Código Penal). 

b) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 

c) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del 

Código Penal). 

d) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

e) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código 

Penal). 

f) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 

g) Homicidio (artículo 31 O del Código Penal). 

h) Los delitos previstos en el Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 197 4, 

y sus modificativas. 
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 
______  

 

SECCION II 

DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS 

CAPITULO I 

 

Artículo 15.- Nadie puede ser preso sino infraganti delito o habiendo semiplena 
prueba de él, por orden escrita de Juez competente. 
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CÓDIGO PENAL 
 

Ley Nº 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 

 
________ 

 
 

LIBRO II 
 
 

TITULO VI  
 DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 

CAPITULO I  
DE SU REGIMEN 

         

Artículo 92. (Régimen).-  

   Las medidas de seguridad son de cuatro clases: curativas, educativas, eliminativas y 
preventivas. 

   Las primeras se aplican a los enfermos, a los alcoholistas, a los intoxicados por el 
uso de estupefacientes, declarados irresponsables, (artículo 33) y a los ebrios 
habituales. 

   Las segundas a los menores de 18 años (artículo 34) y a los sordomudos 

(artículo 35). 

   Las terceras, a los delincuentes habituales (incisos segundo y tercero del artículo 
48), y a los violadores u homicidas que, por la excepcional gravedad del hecho, 
derivada de la naturaleza de los móviles, de la forma de ejecución, de los 
antecedentes y demás circunstancias afines, denuncien una gran peligrosidad.  

   Las últimas a los autores de delito imposible (artículo 5 inciso 3), y de delitos 
putativos y provocados por la autoridad (artículo 8). 

Fuente: Ley Nº 16.349, de 10 de abril de 1993, artículo 2º. 
 

 
TITULO X 

DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL  
ORDEN DE LA FAMILIA 

 
CAPITULO IV 

DE LA VIOLENCIA CARNAL, CORRUPCION DE MENORES, ULTRAJE 
PUBLICO AL PUDOR 

 

Artículo 272.  (Violación).- Comete violación el que compele a una persona del mismo 

o de distinto sexo, con violencias o amenazas, a sufrir la conjunción carnal, aunque el 
acto no llegara a consumarse.  

La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 
 
1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No obstante, se 

admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce años cumplidos.  
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2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o transitorias, 

se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de discernimiento o 
voluntad.  

 
3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 

encargado de su guarda o custodia.  
 

4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona.  
 

Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaría de dos a doce años.  
 

Fuente: Ley N° 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 9º. 

 

Artículo 272-BIS.- 

   (Abuso sexual).- El que por medio de la intimidación, presión psicológica, abuso de 
poder, amenaza, fuerza o cualquier otra circunstancia coercitiva realice un acto de 
naturaleza sexual contra una persona, del mismo o distinto sexo, será castigado con 
pena de ocho meses de prisión a seis, años de penitenciaría. La misma pena se 
aplicará cuando en iguales circunstancias se obligue a una persona a realizar un acto 
de naturaleza sexual en contra de un tercero. 

   La violencia se presume cuando el acto de naturaleza sexual se efectúa: 

1. Con una persona menor de quince años. Esta presunción no regirá si se tratare 
de relaciones consensuadas entre personas mayores de doce años y no exista 
entre ambas una diferencia mayor a diez años. 

2. Con descendiente o persona bajo su cuidado o autoridad menor de dieciocho 
años de edad. 

3. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntad. 

4. Con persona arrestada o detenida, siempre que el imputado resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia. 

        En los casos previstos en los numerales 1 a 4 precedentes, la pena mínima se 
elevará a dos años de penitenciaría. 

Fuente: Ley Nº 19.580, de 22 de diciembre de 2017,  artículo 86. 

Artículo 272-TER.- 

   (Abuso sexual especialmente agravado).- Se considerará abuso sexual 
especialmente agravado cuando se invade cualquier parte del cuerpo de la víctima o 
del autor, a través de la penetración por insignificante que fuera, vía anal o vaginal, 
con un órgano sexual, otra parte del cuerpo o un objeto, así como la penetración vía 
oral con un órgano sexual, castigándose con una pena de dos a doce años de 
penitenciaría. La pena a aplicar en caso de tentativa nunca será inferior a dos años de 
penitenciaría.  

 

Fuente: Ley Nº 19.580, de 22 de diciembre de 2017,  artículo 87. 

 

Artículo 273. (Atentado violento al pudor) 
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Comete atentado violento al pudor, el que por los medios establecidos en el artículo 
anterior, o aprovechándose de las circunstancias en él enunciadas, realizara sobre 
persona del mismo o diferente sexo, actos obscenos, diversos de la conjunción carnal, 
u obtuviera que ésta realizare dichos actos sobre sí mismo o sobre la persona del 
culpable o de un tercero.  

Este delito se castigará con la pena de ocho meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 

Si el sujeto pasivo del delito fuese un menor de doce años, la pena a aplicarse será 
de dos a seis años de penitenciaría. 

Fuente: Ley Nº 17.243, de 29 de junio de 2000, artículo 68. 

 

Artículo 273-BIS (Abuso sexual sin contacto corporal).- El que ejecutare o hiciera 
ejecutar a otra persona actos de exhibición sexual ante una persona menor de 
dieciocho años de edad, será castigado con seis meses de prisión a tres años de 
penitenciaría. 

 
   La misma pena se aplicará en caso que se hiciere practicar dichos actos a una 
persona menor de dieciocho años de edad o prevaleciéndose de la incapacidad física 
o intelectual de una víctima mayor de esa edad. 
 

Fuente: Ley Nº 19.580, de 22 de diciembre de 2017, artículo 88. 

 
 

 
TITULO XII - DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y MORAL 

DEL HOMBRE 
 

CAPITULO I 
 
Artículo 310. (Homicidio).- El que, con intención de matar, diere muerte a alguna 

persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce años de penitenciaría. 
 
Artículo 310-BIS. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se 

considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible de funcionario policial 
de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de 
sus funciones, o en razón de su calidad de tal. En este caso, el máximo de la pena se 
elevará en un tercio respecto de la prevista en el artículo anterior.  

 

Fuente: Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 17. 

 
Artículo 311.  (Circunstancias agravantes especiales).- El hecho previsto en el 

artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años de penitenciaría, en los 
siguientes casos:  

 
1º Cuando se cometiere en la persona del ascendiente o del descendiente 

legítimo o natural, del hermano legítimo o natural, del padre o del hijo adoptivo, 
del cónyuge, del concubino o concubina; y también cuando se cometiere en la 
persona del excónyuge, del exconcubino o exconcubina o de alguien con quien 
el agente tuviere o hubiere tenido una relación de afectividad e intimidad de 
índole sexual, si el vínculo anterior o actual fue la causa del delito y no se 
configurare una circunstancia agravante muy especial. 
 

Fuente: Ley Nº 19.538 de, 9 de octubre de 2017, artículo 1º.  
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2º Con premeditación.   
 
3º Por medio de veneno.  
 
4º Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 

circunstancias atenuantes.  
 

5º Si se hubiera cometido en presencia de personas menores de edad. 
 

Fuente: Ley Nº 19.538, de 9 de octubre de 2017, artículo 2º. 
 

Artículo 312 (Circunstancias agravantes muy especiales).-  Se aplicará la pena de 
penitenciaría de quince a treinta años, cuando el homicidio fuera cometido:  

1. Con impulso de brutal ferocidad, o con grave sevicia.  

2. Por precio o promesa remuneratoria.  

3. Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otros de los delitos previstos 
en el inciso 3º del artículo 47.  

4. Para preparar, facilitar o consumar otro delito, aún cuando éste no se haya 
realizado.  

5. Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el 
delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o 
procurársela a alguno de los delincuentes.  

6. La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias 
previstas en el numeral 4º del artículo precedente. 

7. Como acto de discriminación por la orientación sexual, identidad de género, 
raza u origen étnico, religión o discapacidad. 

8. (Femicidio) Contra una mujer por motivos de odio, desprecio o menosprecio, 
por su condición de tal. 

Sin perjuicio de otras manifestaciones, se considerará que son indicios que 
hacen presumir la existencia del móvil de odio, desprecio o menosprecio, 
cuando: 

a) A la muerte le hubiera precedido algún incidente de violencia física, 
psicológica, sexual, económica o de otro tipo, cometido por el autor contra 
la mujer, independientemente de que el hecho haya sido denunciado o no 
por la víctima. 

b) La víctima se hubiera negado a establecer o reanudar con el autor una 
relación de pareja, enamoramiento, afectividad o intimidad. 

c) Previo a la muerte de la mujer el autor hubiera cometido contra ella 
cualquier conducta que atente contra su libertad sexual. 

En todos los casos, las presunciones admitirán prueba en contrario.  

Fuente: Ley Nº 19.538, de 9 de octubre de 2017, artículo 3º. 
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LIBRO II 
 

TITULO XII 
DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y  

MORAL DEL HOMBRE 
 

CAPITULO II 
 

Artículo 317   (Lesiones graves) La lesión personal prevista en el artículo anterior es 
grave, y se aplicará la pena de veinte meses de prisión a seis años de penitenciaría, si 
del hecho se deriva: 

 
1. Una enfermedad que ponga en peligro la vida de la persona ofendida, o una 

incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias, por un término superior a 
veinte días.  

2. La debilitación permanente de un sentido o de un órgano.  
3. La anticipación del parto de la mujer ofendida. 

 
Artículo 318 (Lesiones gravísimas) La lesión personal es gravísima y se aplicará la 

pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría, si del hecho se deriva:  
 
1. Una enfermedad cierta o probablemente incurable.  
 
2. La pérdida de un sentido.  

 
3. La pérdida de un miembro o una mutilación que le torne inservible o la pérdida de 

un órgano, o de la capacidad de generar, o una grave y permanente dificultad de 
la palabra.  

 
4. Una deformación permanente del rostro.  

 
5. El aborto de la mujer ofendida. 

 
 

TITULO XIII 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 

 
CAPITULO I 

DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA  
EN LAS COSAS 

 
Artículo 341.  (Circunstancias agravantes).- La pena será de doce meses de prisión a 

ocho años de penitenciaría cuando concurran las siguientes agravantes: 
 
1. Si para cometer el delito el sujeto hubiera penetrado o se mantuviere en un 

edificio o en algún otro lugar destinado a habitación. 
2. Si el sujeto llevara consigo armas o narcóticos, aún cuando no hiciera uso de 

ellos. 
3. Si la sustracción se efectuara sobre persona en estado de inferioridad psíquica o 

física; o con destreza; o por sorpresa, mediante despojo de las cosas que la 
víctima llevara consigo.  

4. Si el hecho se cometiera con intervención de dos o más personas, o por sólo 
una, simulando la calidad de funcionario público o con la participación de un 
dependiente del damnificado.  
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5. Si el delito se cometiera sobre objetos o dinero de los viajeros, cualquiera fuese 
el medio de transporte, durante la conducción, así como en los depósitos y 
estaciones, albergues y cualquier otro lugar donde se suministran alimentos o 
bebidas.  

6. Si el delito se cometiera sobre cosas existentes en establecimientos públicos o 
que se hallaren bajo secuestro o expuestas al público, por la necesidad o 
costumbre o destinadas al servicio público, o de utilidad, defensa, reverencia o 
beneficencia públicas. 

7. Cuando la víctima fuere un encargado de numerario o valores. 
 

Fuente: Ley N° 17.931, de 19 de diciembre de 2005, artículo 1°. 

 
LIBRO II 

 
TITULO XIII 

DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 
 

CAPITULO II 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA  

EN LAS PERSONAS 
 

Artículo 344. (Rapiña).-  El que, con violencias o amenazas, se apoderare de cosa 
mueble, sustrayéndola a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se  
aproveche de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de penitenciaría.  

 
La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, empleará 

violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la posesión de la 
cosa sustraída, o para procurarse o procurarle a un tercero la impunidad.  

 
La pena será elevada en un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 

previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables.  
 

Fuente: Ley N° 14.068, de 10 de julio de 2005,  
artículo 15. 

 
Artículo 344-BIS. (Rapiña con privación de libertad. Copamiento).- El que, con 

violencias o amenazas, se apoderare de cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, 
para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, con privación de la libertad 
de su o sus víctimas, cualquiera fuere el lugar en que ésta se consumare, será 
castigado con ocho a veinticuatro años de penitenciaría.  

 
Fuente: Ley N° 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 20. 

 
Artículo 345.  (Extorsión).-  El que con violencias o amenazas, obligare a alguno a 

hacer, tolerar o dejar de hacer algo contra su propio derecho, para procurarse a sí 
mismo o para procurar a otro un provecho injusto, en daño del agredido o de un 
tercero, será castigado con cuatro a diez años de penitenciaría.  

 

Artículo 346.  (Secuestro).-  El que privare de su libertad a una persona para obtener 

de ella, o de un tercero, como precio de su liberación, un provecho injusto en beneficio 
propio o ajeno, consiguiere o no su objeto, será castigado con seis a doce años de 
penitenciaría. 
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CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 
 

Ley Nº 15.982,  
de 18 de octubre de 1988 

________ 
 

LIBRO II 
DESARROLLO DE LOS PROCESOS 

 
TÍTULO IX 

PROCESO DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 
 
 

Artículo 514. Suspensión de los procedimientos.- 
 
Acogido por el tribunal el planteo de la inconstitucionalidad por vía de excepción o 

defensa o planteada de oficio, se suspenderán los procedimientos y se elevarán las 
actuaciones a la Suprema Corte de Justicia. 
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CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 
 

Ley Nº 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 

________ 
 

LIBRO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
TÍTULO II 

DE LOS PROCESOS PROCESALES 
 

CAPÍTULO II 
EL MINISTERIO PÚBLICO 

 
SECCIÓN II 

DE LA POLICÍA NACIONAL, LA PREFECTURA NACIONAL NAVAL Y LA POLICÍA 
AÉREA NACIONAL (*) 

 

 
Artículo 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la 

Policía Aérea Nacional en el proceso penal).- 
 
49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval y la Policía Aérea Nacional, 

en sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en 
las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para 
cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad con las instrucciones que 
les impartan los fiscales. 

 
49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten 

los tribunales. 
 
49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 

impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 
conformidad con las previsiones de este Código. 

 
Fuente: Ley Nº 19.474, de 30 de diciembre de 2016, artículo 1º. 

 
Artículo 50. (Dirección del Ministerio Público). 
 
50.1 Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas 

bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo con las instrucciones 
que estos les impartan a los efectos de la investigación, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 

50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 

 
50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 

órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la autorización 
judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que se les exhiba antes 
de practicarla. 
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Artículo 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 

Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
fiscales: 

 
a) prestar auxilio a la víctima; 
 
b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley; 
 
c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a 

toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de 
local cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán 
que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se 
remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga 
personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio 
Público designe. 

 
Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 

documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido 
para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser 
utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, 
dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios  
intervinientes; 

 
d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten 

voluntariamente en el lugar del hecho, tratándose de los casos a que se alude en 
los literales b) y c) precedentes; 

 
e) recibir las denuncias del público;  
 
f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales. 
 
Artículo 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o conocido 

por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad 
administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio 
Público. Sin perjuicio de ello, procederá cuando corresponda a realizar las actuaciones 
previstas en el artículo precedente, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de 
información inmediata a la autoridad competente. 
 

Artículo 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- Se podrá 
practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 
vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 
viaje.  

 
Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 

personas del mismo sexo del detenido.  
 
Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro 

de tal manera que pueda causar daño a la propiedad del detenido.  
 

Artículo 61. (Declaraciones del imputado ante la policía).- La autoridad 
administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado a los efectos de 
constatar su identidad. Si el imputado manifiesta su disposición a declarar, se tomarán 
las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto no 
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fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que voluntariamente quiera 
prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad.  
 

TÍTULO VI 
DE LA PRUEBA 

 
CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES 
 

Artículo 144. (Reglas probatorias).- Podrán probarse los hechos y circunstancias de 
interés para el caso, por cualquier medio de prueba, salvo que se encuentren 
expresamente prohibidos por la Constitución de la República o la ley. 
 

La recolección de evidencias se sujetará a las siguientes reglas: 
 

a) la recolección de evidencias probatorias estará a cargo del Ministerio Público, 
que actuará bajo los principios de objetividad y buena fe; 

 
b) el imputado y su defensa podrán recolectar sus propias evidencias probatorias 

y recurrirán al Ministerio Público solo si fuese necesaria su intervención; 
 

c)  los jueces no podrán realizar actividad probatoria ni incorporar de oficio 
evidencia alguna; 

 
d) las partes podrán acordar tener por admitidos ciertos hechos, en cuyo caso 

corresponderá al juez en la audiencia de control de acusación declararlo como 
acreditado, dejando debida constancia en el auto de apertura a juicio. 

 
Fuente: Ley Nº 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 15. 

 

TÍTULO VII 

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

 

CAPÍTULO I  

 REGLA GENERAL 

 

Artículo 216. (Principio). Es atribución del tribunal adoptar las medidas cautelares 

reguladas en este Título cuando ello le fuere requerido en forma. 

 

CAPÍTULO II  

 PRIVACIÓN O LIMITACIÓN DE LA LIBERTAD FÍSICA DEL IMPUTADO 

 

SECCIÓN II 

DE LAS MEDIDAS DE COERCIÓN 

 

Artículo 221. (Medidas limitativas o privativas de la libertad ambulatoria). 
 
221.1 El fiscal podrá solicitar al juez en cualquier estado del proceso y con el fin de 

asegurar la comparecencia del imputado, su integridad o la de la víctima, o evitar el 
entorpecimiento de la investigación, la imposición de cualquiera de las medidas que se 
indican a continuación: 
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a) el deber de fijar domicilio y no modificarlo sin dar inmediato conocimiento al 
tribunal;  
 

b) la obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada, en las condiciones que se le fijen; 

  
c) la obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad 

que él designe; 
 

d) la prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se 
determine;  

 
e) la retención de documentos de viaje; 

 

f) la prohibición de concurrir a determinados sitios, de visitar o alternar en 
determinados lugares o de comunicarse con determinadas personas, siempre 
que no se afecte el derecho de defensa; 

 
g) el retiro inmediato del domicilio, cuando se trate de hechos de violencia 

doméstica y la víctima conviva con el imputado; 
 

h) la prestación por sí o por un tercero de una caución de contenido económico 
adecuada y proporcional a la gravedad del delito que se está investigando y a 
la condición económica del imputado;  

 
i) el arresto en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la 

que el juez disponga;  
 

j) la vigilancia del imputado, mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o 
de su ubicación física; 

 
k) la prohibición de abandonar el domicilio o residencia por determinados días u 

horarios, en forma que no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones 
ordinarias; 

 
l) cualquier otra medida alternativa a la prisión preventiva, en las condiciones 

previstas en la ley;  
 

m) la prisión preventiva, en el caso en que las medidas limitativas anteriormente 
descriptas no fueren suficientes para asegurar los fines indicados 
precedentemente. 

 
221.2 Las medidas de coerción enunciadas en este artículo pueden ser 

complementadas con medidas cautelares respecto de bienes del imputado o de 
terceros, dictadas por el juez a solicitud de parte. 

 

SECCIÓN III 

DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 

 

Artículo 223. (Procedencia de la prisión preventiva).- Toda persona tiene derecho a 

la libertad personal y a la seguridad individual. En ningún caso la prisión preventiva 

será de aplicación preceptiva. 

 

Artículo 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- 
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Iniciado el proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la 
prisión preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba de la existencia del hecho 
y de la participación del imputado y elementos de convicción suficientes para presumir 
que intentará fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación o 
que la medida es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad (artículo 
15 de la Constitución de la República). 

Fuente: Ley Nº 19.436, de 23 de setiembre de 2016, artículo 2º. 

 

LIBRO II 

PROCESO DE CONOCIMIENTO 

 

TÍTULO I  

DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA DE CRIMENES Y DELITOS 

 

CAPÍTULO II 

                                                      AUDIENCIAS 

 

Artículo 271. (Producción de prueba, alegatos y sentencia).- 
 
271.1 Después de las presentaciones iniciales se recibirá la prueba ofrecida por las 

partes y la víctima si correspondiere. Comenzando por la prueba de la acusación, de la 
víctima en su caso y finalizando con la prueba de la defensa. 

 
La prueba deberá producirse en la audiencia de juicio, no resultando válida la 

incorporación como prueba de actuaciones realizadas durante la investigación, salvo 
las que se hayan cumplido con las reglas de prueba anticipada o que exista un 
acuerdo de partes. 

 
271.2 Antes de declarar, los testigos, peritos e intérpretes no podrán comunicarse 

entre sí, ni podrán observar o escuchar lo que ocurre en la audiencia. Los peritos 
podrán declarar consultando sus informes para explicar las operaciones periciales 
realizadas. Los testigos, peritos e imputados declararán bajo las reglas del examen 
directo y contra examen previstas en el presente Código. 

 
271.3 Las partes podrán objetar las preguntas inadmisibles. El tribunal tratará el 

planteo de inmediato, con mínima sustanciación si fuese necesario, evitando que las 
objeciones se utilicen para alterar la continuidad del testimonio. 

 
271.4 Cuando sea necesario para demostrar o superar contradicciones o fuere 

indispensable para ayudar a recordar al testigo o perito, se podrá leer la parte 
pertinente de una declaración sin tenerla incorporada como prueba. 

 
271.5 Los documentos, informes, objetos secuestrados, grabaciones y elementos 

de prueba audiovisual solo podrán ingresar al debate previa acreditación de la parte 
que lo propuso. 

 
271.6 Terminada la recepción de pruebas, el tribunal concederá sucesivamente la 

palabra al fiscal, al abogado de la víctima si hubiera comparecido y al defensor para 
que, en ese orden, expresen sus alegatos finales. Todas las partes tendrán derecho a 
réplica. 

 
Los alegatos serán orales, solo se admitirá la lectura de notas o citas. 
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Finalmente se preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar y luego de 
ello, se declarará cerrado el debate. 

 
271.7 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en esa 

oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos.  
 
Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere pronunciar la 

decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia por un plazo no 
mayor a quince días para dictar la sentencia con sus fundamentos. 

 
Fuente: Ley Nº 19.549, de 25 de octubre de 2017,  artículo 26. 

 

TÍTULO II 

DEL PROCESO ABREVIADO  
 

 

Artículo 272 (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el juzgamiento 
de hechos cuya tipificación por el Ministerio Público de lugar a la aplicación de una 
pena mínima no superior a seis años de penitenciaría o de una pena de otra 
naturaleza, cualquiera fuere su entidad. 

Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen 
y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su 
conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados no 
impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 

En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 
prueba en contra de los restantes. 

Fuente: Ley Nº 19.436 de 23 de setiembre de 2016,  artículo 3º 

 
Artículo 273. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido en 

el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 

273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 

273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el 
imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, 
pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso 
concreto. 

273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del artículo 
272 de este Código así como que el imputado hubiere prestado su conformidad con 
conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si entendiera que el acuerdo 
no cumple con los requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este caso, la 
pena requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio Público y 
la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por parte del 
imputado se tendrá por no formulada. 

273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 

Fuente: Ley Nº 19.436 de 23 de setiembre de 2016,  artículo 3º. 
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LIBRO III 

DEL PROCESO DE EJECUCIÓN 

. 

TÍTULO II 
DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 

 
CAPÍTULO III 

DE LA LIBERTAD ANTICIPADA 
 
Artículo 298. (Presupuestos).- 
 
298.1 La libertad anticipada es un beneficio que podrá otorgarse a los penados que 

se hallaren privados de libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, 
cuando teniendo en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, se 
pueda formular un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se 
cumplirá en libertad en la forma y condiciones previstas por este Código. 

 
298.2 El liberado queda sujeto a vigilancia de la autoridad en los términos de lo 

dispuesto en el Código Penal, por el saldo de pena que resulte de la liquidación 
respectiva. 

 
298.3 Este beneficio podrá otorgarse a pedido de parte y de acuerdo con las 

siguientes condiciones: 
 
a) si la pena recaída fue de prisión, o de multa, que por defecto de cumplimiento se 

transformó en prisión, podrá solicitarse cualquiera fuere el tiempo de reclusión 
sufrido; 

 
b) si la condena fue de penitenciaría, cuando el penado haya cumplido la mitad de 

la pena impuesta; 
 
c) si se establecieran medidas de seguridad eliminativas aditivas a una pena de 

penitenciaría, el beneficio podrá otorgarse cuando el penado haya cumplido las 
dos terceras partes de la pena, disponiéndose el cese de dichas medidas. 

 
Artículo 299. (Trámite).- 
 
299.1 La petición será formulada en forma escrita por el penado o su defensor ante 

el juez competente, quien dispondrá la agregación de los siguientes recaudos: 
 
a) la planilla de antecedentes actualizada del Instituto Técnico Forense y 

reliquidación de la pena por redención de la misma por trabajo o estudio, si 
correspondiere; 

 
b) el informe de conducta carcelaria proporcionado por el director o responsable del 

establecimiento, quien deberá remitirlo a la sede judicial dentro del plazo de 
cinco días contados desde que haya recibido la solicitud, juntamente con los 
informes técnicos que se dispongan referidos a las aptitudes de resocialización 
del penado. 

 
299.2 El juez resolverá previa vista del Ministerio Público, mediante resolución 

fundada. 
 
299.3 Concedida la libertad anticipada, se efectuará la liquidación del saldo de pena 

a cumplir bajo vigilancia de la autoridad. A su término, el juez solicitará nueva planilla 
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de antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si el penado no hubiere sido condenado 
por la comisión de nuevo delito, se declarará extinguida la pena previa vista al 
Ministerio Público, efectuándose las comunicaciones pertinentes. 

 
Artículo 300. (Impugnación).- 
 
300.1 La sentencia que concede la libertad anticipada podrá ser impugnada 

mediante los recursos de reposición y apelación en subsidio con efecto suspensivo, 
para ante el Tribunal de Apelaciones que corresponda. 

 
300.2 En caso denegatorio, no podrá solicitarse nuevamente el beneficio hasta que 

hayan transcurrido seis meses de ejecutoriada la resolución respectiva. 
 
Artículo 301. (Libertad anticipada en caso de unificación de penas pendientes).- 
 
301.1 En los casos en que un encausado tenga pendiente el dictado de sentencia 

de unificación de penas y se encontrare recluido cumpliendo una sentencia de 
condena ejecutoriada, podrá impetrar el beneficio de la libertad anticipada, 
independientemente del estado de las otras causas.  

 
301.2 El juez procederá conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, 

debiendo solicitar informes sobre las causas en trámite a efectos de estimar 
provisoriamente, la posible pena de unificación a recaer. Tal estimación no implicará 
prejuzgamiento. 

 
301.3 En caso de concederse la libertad anticipada, ella comprenderá todas las 

causas pendientes de unificación y se procederá a efectuar una liquidación provisoria 
del término de vigilancia, teniendo en cuenta la estimación de la pena unificada. 

 
301.4 La sentencia que concede el beneficio se comunicará a los jueces de las 

demás causas a sus efectos. 
 

CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 

 
 
Artículo 302. Derogado por el artículo 9º de la Ley Nº 19.544, de 20 de octubre de 

2017. 
 

 
 
 
 
 
 
 

Texto Derogado-  

Artículo 302.- (Presupuestos).- Al dictar sentencia de condena, el Juez Letrado de Primera 

Instancia en lo Penal podrá otorgar en el mismo acto el beneficio de la suspensión condicional 

de la ejecución de la pena, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

a) que se trate de un primario absoluto o legal; 

b) que la pena impuesta sea de prisión o de penitenciaría hasta tres años. 
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Artículo 303. Derogado por el artículo 9º de la Ley Nº 19.544, de 20 de octubre de 

2017. 
 

 
 

LIBRO IV 

PROCESOS ESPECIALES 

. 

TÍTULO I 
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN 

 
CAPÍTULO IV 

PROCEDIMIENTO 
 

Artículo 303 (Representación del Estado requirente). 
 
341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente hasta la audiencia de debate, el 
Estado requirente deberá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos en 
la matrícula nacional. Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y 
constituirá domicilio dentro del radio del tribunal. 
 
341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, en 
interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, 
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales. 
 

Texto Derogado- 

Artículo 303.- (Efectos).- 

303.1 El condenado que obtenga el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena, permanecerá bajo vigilancia de la autoridad por el plazo de dos años. Dicho plazo se 

contará desde la fecha en que la sentencia de condena quedó ejecutoriada. 

303.2 Cumplido el referido plazo, el juez solicitará la agregación de la planilla de antecedentes 

actualizada. 

303.3 Si de ella resultare que el penado no hubiere sido condenado por nuevo delito durante el 

término de vigilancia y previa vista al Ministerio Público, se tendrá por extinguido el delito y por no 

pronunciada la sentencia, ordenándose la cancelación de la inscripción en el registro respectivo. 

45



46

procdoccss
Rectángulo



Decreto - Ley Nº 14.294,  
de 31 de octubre de 1974 

 
LEY DE ESTUPEFACIENTES 

________ 

CAPÍTULO IV 

Artículo 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir dependencia 
psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 1° de la presente ley, 
precursores químicos y otros productos químicos, contenidos en las Tablas 1 y 2 de la 
presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la facultad 
contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con pena de dos a diez 
años de penitenciaría. 

 
   Si la sustancia referida en el inciso anterior fuera cannabis de efecto psicoactivo, 

la pena será de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaría, en los términos 
establecidos por la Ley N° 19.172, de 20 de diciembre de 2013.  

 
   Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la 

plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 3° de la presente ley. El destino a que refiere el 
literal E) del artículo 3° de la presente ley será valorado, en su caso, por el juez 
competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso de que se superaren 
las cantidades allí referidas. 

Fuente: Ley Nº 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 12. 
 

Artículo 31.- El que sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere 
depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier modo 
alguna de las materias primas, sustancias, precursores químicos y otros productos 
químicos mencionados en el artículo 30 de la presente ley y de acuerdo con lo 
dispuesto en este, será castigado con pena de veinte meses de prisión a diez años de 
penitenciaría. 

 
   Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, fuere 

depositario, almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo personal, lo 
que será valorado por el juez conforme a las reglas de la sana crítica. 

 
   Sin perjuicio de ello, se entenderá como cantidad destinada al consumo personal 

hasta 40 gramos de marihuana. Asimismo, tampoco se verá alcanzado por lo 
dispuesto en el primer inciso del presente artículo el que en su hogar tuviere en su 
poder, fuere depositario, almacenare o poseyere la cosecha de hasta seis plantas de 
cannabis de efecto psicoactivo obtenidas de acuerdo con lo dispuesto en el literal E) 
del artículo 3° de la presente ley, o se tratare de la cosecha correspondiente a los 
integrantes de un club de membresía conforme con lo previsto por el literal F) del 
artículo 3° de la presente ley y la reglamentación respectiva. 

 
   La pena será de dos a diez años de penitenciaría cuando las acciones descriptas 

en el inciso primero sean cometidas por un grupo delictivo organizado. 
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   Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto estructurado de tres o 
más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el 
propósito de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o indirectamente, un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material (artículo 414 de la Ley N° 
18.362, de 6 de octubre de 2008). 

Fuente: Ley Nº 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 13. 

 
 

Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descriptas en la presente ley, aun cuando estas no se cumplieran en el territorio 
nacional, será castigado con pena de dos a dieciocho años de penitenciaría. 

 
Fuente: Ley Nº 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 14. 

 
Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a la 

introducción ilegal a países extranjeros de las sustancias mencionadas en la presente 
ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaría. 

 
Fuente: Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3º. 

 
Artículo 34.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, suministrare, 

aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente ley, o promoviere, 
indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
ocho años de penitenciaría. 

 
Fuente: Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3º. 

 
Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 

importación, exportación, producción, elaboración, comercialización o suministro de las 
sustancias y preparados contenidos en las Listas III de la Convención Unica de Nueva 
York de 1961, así como las comprendidas en las Listas II, III y IV del Convenio de 
Viena, será castigado con pena de doce meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría. 

 
Fuente: Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3º. 

 
Artículo 35 BIS.- Cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 34 

tengan por objeto material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base 
libre o fumable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de tres años de penitenciaría. 

 
Cuando las actividades delictivas descritas en el artículo 35 tengan por objeto 

material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base libre o fumable, 
incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo de dos años de 
penitenciaría. 

 
En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa, previa vista 

fiscal, podrá disponer excepcionalmente la aplicación de las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N° 17.726, de 26 de diciembre de 2003, siempre y cuando se 
cumplan, en forma acumulativa, las siguientes condiciones: 

 
A) Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido delitos a 

título de dolo. 
 

B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto de 
vista cuantitativo, una cantidad menor. 
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C) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 

 
Al dictar la sentencia de condena, previa realización de las evaluaciones 

correspondientes, tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, el 
Juez de la causa podrá disponer la continuación de las medidas mencionadas en el 
inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministerio de 
Desarrollo Social, al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y a la Oficina de 
Supervisión de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y su familia. 

 
Fuente: Ley Nº 19.007, de 16 de noviembre de 2012, artículo 4º. 

Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaría, en los casos 
siguientes: 

1º) Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las sustancias a 
que se refiere el artículo 1º se efectuaren a una persona menor de veintiún 
años o privada de discernimiento o voluntad. 
Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de 
discernimiento o voluntad sufrieren una grave enfermedad. 

2º) Si sobreviniere la muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de 
penitenciaría. 
 

3º) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de la 
víctima. 

 
4º) Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento de 

una profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o 
vigilancia en razón de salud pública. 

 
5º) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un 

establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de 
asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde 
se realicen espectáculos o reuniones de carácter público, cualquiera sea su 
finalidad. 

Artículo 37.- El delito tentado se castigará con la misma pena que corresponda al 
delito consumado. 

El acto preparatorio será castigado con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado, pero el Juez podrá elevarla hasta la mitad, 
tomando en cuenta la gravedad del hecho cometido y la personalidad del agente. 

Artículo 38.- Si el infractor ejerciera una profesión o arte que haya servido de medio 
para cometer el delito o lo haya facilitado será condenado también a la pena de 
inhabilitación especial por un término que estará comprendido entre el de la condena 
principal y diez años. 

CAPÍTULO IX 

Artículo 59.- Cuando la comisión de cualquiera de los delitos previstos por la 
presente ley se hubiere consumado mediante la participación en el o en los delitos de 
una asociación o de un grupo delictivo organizado o mediante el recurso a la violencia 
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o el empleo de armas o con utilización de menores de edad o incapaces, la pena será 
aumentada hasta la mitad. 

Fuente: Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5º. 

Artículo 60.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos previstos en la 
presente ley: 

1) Que alguna de la o las víctimas de los delitos tipificados en la presente ley 
fuere menor de dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada de 
discernimiento o voluntad. 
 

2) Cuando la sustancia fuere suministrada o aplicada sin el consentimiento de la 
víctima. 

 
3) Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o 

ilegal de una profesión sanitaria. 
 

4) Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un 
establecimiento de enseñanza o sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes e 
instalaciones de instituciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto 
o lugar donde se realicen espectáculos o reuniones de carácter público 
cualquiera sea su finalidad. 

 
5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima. 

 
Fuente: Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 5º. 
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Ley Nº 18.026,  
de 25 de setiembre de 2006 

________ 

PARTE I 

PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 1º. (Crímenes y delitos).- Sustitúyese el artículo 2º del Código Penal por el 
siguiente: 

 

"ARTÍCULO 2º. (División de los delitos).- Los delitos, atendida su gravedad, se 
dividen en crímenes, delitos y faltas. Los crímenes son los ilícitos de competencia 
de la Corte Penal Internacional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 
del Estatuto de Roma y además todos los que por su extrema gravedad se rijan por 
leyes especiales, por este Código y las normas de derecho internacional en cuanto 
le sean aplicables. Los delitos son todos los demás que no revistan la gravedad 
indicada en el párrafo anterior. Las faltas se rigen por lo dispuesto en el libro III del 
presente Código". 

Artículo 2º. (Derecho y deber de juzgar crímenes internacionales).- La República 
Oriental del Uruguay tiene el derecho y el deber de juzgar los hechos tipificados como 
delito según el derecho internacional. Especialmente tiene el derecho y el deber de 
juzgar, de conformidad con las disposiciones contenidas en esta ley, los crímenes 
reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado por 
la Ley Nº 17.510, de 27 de junio de 2002. 

Artículo 3º. (Principios de derecho penal).- Serán aplicables a los crímenes y delitos 
tipificados por esta ley los principios generales de derecho penal consagrados en el 
derecho nacional y en los tratados y convenciones de los que Uruguay es parte y, en 
particular, cuando correspondiere, los enunciados en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional y los especialmente establecidos en esta ley. 

Artículo 4º. (Ámbito de aplicación – Condiciones de extradición).- 

4.1. Los crímenes y delitos que se tipifican por esta ley se aplicarán en relación con: 

A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territorio 
de la República o en espacios sometidos a su jurisdicción. 

B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por nacionales uruguayos, sean 
o no funcionarios públicos, civiles o militares, siempre que el imputado no haya 
sido absuelto o condenado en el extranjero o, en este último caso, no haya 
cumplido la pena. 

4.2. Cuando se encontrare en territorio de la República o en lugares sometidos a su 
jurisdicción, una persona sospechada de haber cometido un crimen de los tipificados 
en los Títulos I a IV de la Parte II de la presente ley, el Estado uruguayo está obligado 
a tomar las medidas necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de dicho crimen o 
delito, si no recibiera solicitud de entrega a la Corte Penal Internacional o pedidos de 
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extradición, debiendo proceder a su enjuiciamiento como si el crimen o delito se 
hubiese cometido en territorio de la República, independientemente del lugar de su 
comisión, la nacionalidad del sospechado o de las víctimas. La sospecha referida en la 
primera parte de este párrafo debe estar basada en la existencia de la semiplena 
prueba. 

4.3. Verificada la situación prevista en el párrafo precedente: si se trata de un crimen 
o delito cuyo juzgamiento no sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional, se 
procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5º. 

4.4. La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 

A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento sea jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional: 

 
1) Se solicite la entrega por la Corte Penal Internacional. 

 

2) Se solicite la extradición por parte del Estado competente al amparo de 
tratados o convenciones internacionales vigentes para la República. 

 

3) Se solicite la extradición por parte del Estado competente no existiendo 
tratados o convenciones vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, para conceder la extradición, 
el Estado requirente debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 5º. 

B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de entrega a la Corte Penal 
Internacional y de extradición por terceros Estados, se procederá de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 60. 

C) Se trate de crímenes o delitos que no se encuentran bajo la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, cuando se conceda la extradición por parte del Estado 
competente. 

4.5. Los crímenes y delitos tipificados en esta ley no se considerarán delitos 
políticos, ni delitos comunes conexos con delitos políticos o cuya represión obedezca a 
fines políticos. 

Artículo 5º. (Actuación bajo jurisdicción nacional).- 

5.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2., encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sobre 
la que mediare semiplena prueba de haber cometido un crimen o delito que no fuese 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, conocerá el Juez competente quien, si las 
circunstancias lo justifican y con noticia al Ministerio Público, dispondrá orden de 
prisión preventiva que se notificará inmediatamente al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crímenes o delitos, al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que 
habitualmente resida. Las comunicaciones serán realizadas por el Poder Ejecutivo por 
vía diplomática y contendrán información sobre el procedimiento que dispone la 
presente ley. 
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5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, el Juez tomará 
audiencia al detenido en presencia del Ministerio Público, en la cual: 

A) Le intimará la designación de defensor de su elección, bajo apercibimiento de 
tenérsele por designado al de oficio de turno. 

B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traducciones que sean necesarias para 
su defensa. 

C) Le informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen o delito 
tipificado en la presente ley y que se le presume inocente mientras no se pruebe 
su culpabilidad. 

D) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 

5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo quien lo notificará 
al Estado en cuyo territorio se presume que la persona ha cometido los crímenes o 
delitos, y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese 
apátrida, al Estado en que habitualmente resida. La persona detenida tendrá 
facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente 
del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un 
apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida. 

5.4. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de notificación a los Estados 
prevista en el párrafo 1 de este artículo no se hubiese recibido ningún pedido de 
extradición, dentro de los diez días corridos siguientes se dispondrá la libertad del 
indagado o, si hubiese mérito, se iniciará el procedimiento penal. 

Artículo 6º. (Improcedencia de asilo y refugio).- No corresponderá conceder asilo ni 
refugio cuando existan motivos fundados para considerar que la persona ha cometido 
un crimen o delito de los tipificados en la presente ley, aun cuando reuniera las demás 
condiciones para ser asilado o solicitar refugio. 

Artículo 7º. (Imprescriptibilidad).- Los crímenes y penas tipificados en los Títulos I a 
III de la Parte II de la presente ley son imprescriptibles. 

Artículo 8º. (Improcedencia de amnistía y similares).- Los crímenes y penas 
tipificados en los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, no podrán declararse 
extinguidos por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro instituto de clemencia, 
soberana o similar, que en los hechos impida el juzgamiento de los sospechosos o el 
efectivo cumplimiento de la pena por los condenados. 

Artículo 9º. (Obediencia debida y otros eximentes).- No podrá invocarse la orden de 
un superior, ni la existencia de circunstancias excepcionales (como, por ejemplo, 
amenaza o estado de guerra, inestabilidad política o cualquier otra emergencia pública 
real o presunta) como justificación de los crímenes tipificados en los Títulos I a III de la 
Parte II de la presente ley. 

Por consiguiente, ni haber actuado bajo órdenes superiores, ni la invocación de 
circunstancias excepcionales, eximirán de responsabilidad penal a quienes cometan, 
en cualquiera de sus modalidades, los crímenes o delitos referidos. 
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Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica).- El superior jerárquico, funcionario civil o 
militar, cualquiera sea su cargo oficial o de gobierno, será penalmente responsable por 
los crímenes establecidos en los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley que 
fuesen cometidos por quienes estén bajo su autoridad, mando o control efectivo, 
cuando en razón de su investidura, cargo o función, hubiere sabido que estaban 
participando de cualquier manera en la comisión de los crímenes o delitos referidos y 
no hubiere adoptado, estando posibilitado para ello, todas las medidas razonables y 
necesarias a su alcance para impedir, denunciar o reprimir la comisión de dichos 
crímenes o delitos. 

Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial).- Los crímenes y delitos tipificados en 
la presente ley no podrán considerarse como cometidos en el ejercicio de funciones 
militares, no serán considerados delitos militares y quedará excluida la jurisdicción 
militar para su juzgamiento. 

Artículo 12. (Inhabilitación absoluta).- 

12.1. A los ciudadanos uruguayos condenados por los crímenes previstos en 
los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, se les impondrá pena accesoria de 
inhabilitación absoluta para ocupar cargos, oficios públicos y derechos políticos, por el 
tiempo de la condena. 

12.2. Si el condenado fuese un profesional o idóneo en oficios de la medicina 
condenado por crímenes previstos en los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, 
se le impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión u 
oficio por el tiempo de la condena. 

12.3. Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los numerales precedentes. 

Artículo 13. (Intervención de la víctima).- 

13.1. En los casos de los crímenes previstos en los Títulos I a III de la Parte II de la 
presente ley, el denunciante, la víctima o sus familiares podrán acceder a la totalidad 
de las actuaciones, proponer pruebas, poner a su disposición las que tengan en su 
poder y participar de todas las diligencias judiciales. A dichos efectos, constituirán 
domicilio y serán notificadas de todas las resoluciones que se adopten. 

Asimismo, si se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes o si luego de 
transcurridos sesenta días desde la formulación de la denuncia aún continúa la etapa 
de instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus familiares 
podrán formular ante el Juez competente petición fundada de reexamen del caso o 
solicitud de información sobre el estado del trámite. 

13.2. Si la petición de reexamen del caso se presenta por haberse dispuesto el 
archivo de los antecedentes, se dará intervención al Fiscal subrogante quien 
reexaminará las actuaciones en un plazo de veinte días. 

13.3. La resolución judicial será comunicada al peticionante, al Fiscal y al Fiscal de 
Corte. 

13.4. Durante el proceso, a solicitud del Fiscal o de oficio, el Juez adoptará cualquier 
medida que considere adecuada y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar 
físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos. A tal fin, 
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tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, 
así como las características del delito, en particular cuando éste entrañe violencia 
sexual, violencia en razón del género o violencia contra niñas, niños y adolescentes. 

En casos de violencia sexual no se requerirá la corroboración del testimonio de la 
víctima, no se admitirá ninguna evidencia relacionada con la conducta sexual anterior 
de la víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el argumento del 
consentimiento. 

Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los testigos o el indagado, el 
Juez podrá disponer por resolución fundada la presentación de pruebas por medios 
electrónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a prevenir la victimización 
secundaria. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso de víctimas de 
agresión sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de aplicación en lo 
pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Nº 17.514, de 2 de julio de 2002. 

Se procurarán todos los medios posibles para que el Fiscal cuente con asesores 
jurídicos especialistas en determinados temas, entre ellos violencia sexual, violencia 
por razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, se procurará que el 
tribunal cuente con personal especializado para atender a las víctimas de traumas, 
incluidos los relacionados con la violencia sexual y de género. 

Artículo 14. (Reparación de las víctimas).- 

14.1. El Estado será responsable de la reparación de las víctimas de los crímenes 
tipificados en los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley que se cometan en 
territorio de la República o que se cometan en el extranjero por agentes del Estado o 
por quienes sin serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
agentes del Estado. 

14.2. La reparación de la víctima deberá ser integral comprensiva de indemnización, 
restitución y rehabilitación y se extenderá también a sus familiares, grupo o comunidad 
a la cual pertenezca. Se entenderá por "familiares", el conjunto de personas unidas por 
un lazo de matrimonio o parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 

Artículo 15. (Circunstancias agravantes).- Agravan especialmente los crímenes y 
delitos previstos en la presente ley, cuando no sean elementos constitutivos de los 
mismos y sin perjuicio de otras circunstancias agravantes que sean de aplicación, 
cuando el crimen o delito se cometa respecto de niños, adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con limitaciones en su salud física o mental a causa de su 
edad o enfermedad o de cualquier otra causa; o grupos familiares. Se entenderá por 
"grupos familiares" el conjunto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener una forma de vida en 
común. 

 

 

 

PARTE II 
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CRÍMENES Y PENAS 

TÍTULO I 

CRIMEN DE GENOCIDIO 

Artículo 16. (Genocidio).- El que con la intención de destruir total o parcialmente a un 
grupo nacional, étnico, racial, religioso, político, sindical, o a un grupo con identidad 
propia fundada en razones de género, orientación sexual, culturales, sociales, edad, 
discapacidad o salud, perpetrare alguno de los actos mencionados a continuación, 
será castigado con quince a treinta años de penitenciaría: 

A) Homicidio intencional de una o más personas del grupo. 

B) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, agresión sexual, embarazo 
forzoso, sometimiento a tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves contra 
la integridad física o mental de una o más personas del grupo. 

C) Sometimiento intencional de una o más personas del grupo, a privaciones de 
recursos indispensables para su supervivencia; a una perturbación grave de 
salud; a la expulsión sistemática de sus hogares o a condiciones de existencia 
que puedan impedir su género de vida o acarrear su destrucción física, total o 
parcial o del grupo. 

D) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 

E) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más miembros del grupo a otro 
grupo, o el desplazamiento del grupo del lugar donde está asentado. 

Artículo 17. (Instigación al genocidio).- El que instigare públicamente a cometer 
crimen de genocidio, será castigado con dos a cuatro años de penitenciaría. 

TÍTULO II 

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 

CAPÍTULO 1 

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ESTATUTO DE ROMA 

Artículo 18. (Crimen internacional de lesa humanidad).- El que cometiera cualquiera 
de los crímenes de lesa humanidad previstos en el artículo 7 del Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional aprobado por Ley Nº 17.510, de 27 de junio de 2002, será 
castigado con quince a treinta años de penitenciaría. 

 

 

CAPÍTULO 2 
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CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ACTOS AISLADOS 

Artículo 19. (Extensión de principios generales).- Se consideran crímenes de lesa 
humanidad los delitos que se tipifican en el presente Capítulo 2 y será de aplicación lo 
dispuesto en la Parte I de esta ley. A los efectos de lo dispuesto en los artículos 
siguientes, se entenderá por "agente del Estado" a una persona que actúa en ejercicio 
de una función pública, revista o no la calidad de funcionario público. 

Artículo 20. (Homicidio político).- El que siendo agente del Estado, o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado, 
diere muerte a alguna persona en virtud de sus actividades u opiniones políticas, 
sindicales, religiosas, culturales, de género, reales o presuntas; o en razón de su real o 
presunta pertenencia a una colectividad política, sindical, religiosa o a un grupo con 
identidad propia fundada en motivos de sexo o a un sector social, será castigado con 
quince a treinta años de penitenciaría. 

Artículo 21. (Desaparición forzada de personas).- 

21.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o 
sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, seguido de la negativa a 
informar sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la persona privada 
de libertad; o que omita y se niegue a brindar información sobre el hecho de la 
privación de libertad de una persona desaparecida, su paradero o suerte, será 
castigado con dos a veinticinco años de penitenciaría. 

21.2. El delito de desaparición forzada será considerado como delito permanente, 
mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 

21.3. El juez podrá considerar como atenuantes del delito de desaparición forzada 
de personas las siguientes circunstancias: a) Que la víctima sea puesta en libertad 
indemne en un plazo menor a diez días; b) que se informe o actúe para posibilitar o 
facilitar la aparición con vida del desaparecido. 

Artículo 22. (Tortura). - 

22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o 
sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una persona privada de libertad o 
bajo su custodia o control o a una persona que comparezca ante la autoridad en 
calidad de testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de prisión a ocho 
años de penitenciaría. 

22.2. Se entenderá por "tortura": 

A) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos graves, físicos, mentales o 
morales. 

B) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

C) Todo acto tendiente a anular la personalidad o disminuir la capacidad física o 
mental aunque no cause dolor ni angustia física o cualquier acto de los previstos 

57



en el artículo 291 del Código Penal realizado con fines indagatorios, de castigo o 
intimidación. 

22.3. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas. 

Artículo 23. (Privación grave de la libertad).- El que cometiera el delito previsto en el 
artículo 281 del Código Penal siendo agente del Estado o que sin serlo hubiera 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado, 
será castigado con seis a doce años de penitenciaría. 

Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada de libertad).- El que siendo 
agente del Estado o sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
uno o más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de agresión sexual contra una 
persona privada de libertad o bajo su custodia o control o contra una persona que 
comparezca ante la autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito o similar, será 
castigado con dos a quince años de penitenciaría. 

Artículo 25. (Asociación para cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad o 
crímenes de guerra).- Los que se asociaren para cometer uno o más crímenes de los 
tipificados en la presente ley, serán castigados por el simple hecho de la asociación, 
con la pena de ocho meses de prisión a seis años de penitenciaría. 

TÍTULO III 

CRÍMENES DE GUERRA 

Artículo 26. (Crimen de guerra).- 

26.1. El que en un conflicto armado de carácter internacional o interno, conforme los 
términos en que dichos conflictos son definidos por el derecho internacional, cometa 
cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican a continuación, en forma aislada 
o a gran escala, o como parte de un plan o política, será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaría. 

26.2. A los efectos de los crímenes de guerra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes protegidos, a quienes el derecho internacional ampara 
como tales en el marco de los conflictos armados internacionales o internos. 

26.3. Serán crímenes de guerra: 

1. El homicidio intencional. 

2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos. 

3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente 
contra la integridad física o la salud. 

4. La destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades militares 
o del conflicto armado, y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente. 
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5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un combatiente adversario 
detenido o a cualquier persona protegida a servir en las fuerzas de una potencia 
enemiga o del adversario. 

6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a un combatiente 
adversario detenido o a otra persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e 
imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin previo juicio ante un 
Tribunal regularmente constituido con todas las garantías judiciales generalmente 
reconocidas como indispensables. 

7. La deportación o el traslado, confinamiento o detención ilegales. 

8. La toma de rehenes. 

9. Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra 
personas civiles o protegidas que no participen directamente en las hostilidades. 

10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles o bienes protegidos, es 
decir, bienes que no son objetivos militares. 

11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, 
unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de 
asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre 
que tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles o a personas o 
bienes protegidos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados. 

12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de prever que causará 
pérdidas de vidas, lesiones a civiles o personas protegidas o daños a bienes de 
carácter civil o protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente 
natural que serían manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto que se prevea. 

13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o 
edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares. 

14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o combatiente adversario que haya 
depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a 
discreción, o que se encuentra en poder de la parte adversaria por cualquier motivo. 

15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias 
militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales y causar así la 
muerte o lesiones graves. 

16. El traslado, directa o indirectamente, por la potencia ocupante de parte de su 
población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o 
parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio; u ordenar 
cualquier otro desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el 
conflicto armado, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por razones militares imperativas. 

17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la 
instrucción, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los 
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hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean 
objetivos militares. 

18. Someter a personas que estén en poder de otra parte en el conflicto, a 
mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no 
estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven 
a cabo en su interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su 
salud. 

19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación, al ejército enemigo 
o a los combatientes adversarios. 

20. Declarar que no se dará cuartel. 

21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemigo o del combatiente 
adversario, a menos que las necesidades del conflicto armado lo hagan imperativo. 

22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y 
acciones de los nacionales de la parte enemiga o del combatiente adversario. 

23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas 
dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra. 

24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto. 

25. Emplear veneno o armas envenenadas. 

26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o 
dispositivo análogos. 

27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, 
como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga 
incisiones. 

28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia 
naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos 
armados. 

29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad personal, especialmente los 
tratos humillantes y degradantes; y las prácticas de apartheid y demás basadas en la 
discriminación racial, de género o por la pertenencia a un grupo con identidad propia. 

30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, esterilización forzada comprendidos en el artículo 24 y referidos al artículo 7, 
literal g) del Estatuto de Roma y, cualquier otra forma de violencia sexual que 
constituya una infracción grave de los Convenios de Ginebra. 

31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner 
ciertos puntos, zonas o fuerzas militares o combatientes a cubierto de operaciones 
militares o de combate armado. 
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32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de 
transporte sanitarios, y contra personal que utilice los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales de conformidad con el derecho 
internacional. 

33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la población civil como método 
de hacer la guerra o de combate, privándola de los objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de 
socorro, la acción humanitaria o el acceso a las víctimas, de conformidad con los 
Convenios de Ginebra y las normas del derecho internacional humanitario. 

34. Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las fuerzas armadas nacionales 
o grupos combatientes o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades. 

35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar a los prisioneros de guerra o 
a los combatientes enemigos detenidos o a la población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades. 

36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los bienes indispensables para la 
supervivencia o subsistencia de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, etc.). 

37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amenazas que tengan por objeto 
aterrorizar a la población civil. 

38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de combate que no permitan 
hacer distinción entre objetivos militares y no militares o entre combatientes y 
personas protegidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en ciudades, los 
bombardeos masivos, el recurrir a un método o medio de lanzamiento que no pueda 
ser dirigido contra un objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente lesiones o muerte a 
personas protegidas o daños a bienes protegidos. 

39. Dirigir intencionalmente ataques contra: a) bienes culturales protegidos por el 
derecho internacional o utilizar dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos 
en apoyo de acciones militares o cometer hurtos, daños u otros actos de vandalismo 
contra los mismos; b) patrimonio cultural de gran importancia para la humanidad, 
comprendido el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimonio natural, esté o no 
incluido en las listas mantenidas por la UNESCO o de otra organización internacional. 

40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas 
a sabiendas de que ese ataque causará muertos o heridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, diques, centrales nucleares, 
etc.). 

41. Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas. 

42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar mediante fragmentos que no 
puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano. 

43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales toda munición colocada 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otro lugar, concebida para 
explosionar por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona y que 
pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una persona. 
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44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos similares, contra la población 
civil o personas protegidas o bienes protegidos o en contravención de las 
disposiciones del derecho internacional. 

45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo por tales toda arma, 
munición o trampa concebida primordialmente para incendiar objetos o causar 
quemaduras a las personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una 
combinación de ambos, producidos por reacciones químicas. 

46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas o toxínicas) u otras armas 
de destrucción masivas, cualquiera fuese su naturaleza. 

47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras permanentes. 

48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines militares, de combate u 
otros fines hostiles que tengan efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
"técnicas de modificación ambiental" todas las técnicas que tienen por objeto alterar, 
mediante la manipulación deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la 
composición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su litósfera, su hidrósfera y 
su atmósfera o el espacio ultraterrestre. 

49. Omitir en forma intencional: a) señalizar, vallar y vigilar, durante la vigencia de un 
conflicto armado o luego de finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de población civil en dichas 
zonas; b) la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un conflicto armado, cuando sea posible la señalación o 
ubicación de dichos restos explosivos de guerra. Se entenderá por "restos explosivos 
de guerra" los definidos como tales por el derecho internacional. 

50. A los efectos de las conductas descriptas en los numerales precedentes, se 
entenderá por objetivos militares en lo que respecta a bienes, aquellos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuyan eficazmente a la acción militar 
y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las 
circunstancias del momento, una clara ventaja militar, con exclusión de los bienes 
protegidos y de bienes destinados a fines civiles. Se tendrá presente que en caso de 
duda de si un objeto que normalmente se destina a fines civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una acción militar, se presumirá que se utiliza para fines 
civiles. No se considerarán como un solo objetivo militar, diversos objetivos militares 
claramente separados e individualizados que se encuentren en una ciudad, pueblo, 
aldea u otra zona en que haya una concentración análoga de personas o bienes 
protegidos. 

TÍTULO IV 

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

POR LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

Artículo 27. (Delitos contra la administración de justicia).- El que cometiera 
cualquiera de los delitos previstos en el artículo 70 del Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional aprobado por Ley Nº 17.510, de 27 de junio de 2002, será 
castigado con dos a diez años de penitenciaría. 
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TÍTULO V 

DELITOS ESPECIALES 

Artículo 28. Derogado por: Ley Nº 18.494, de 5 de junio de 2009, artículo 14. 

  

Artículo 29. (Apología de hechos pasados).- El que hiciere, públicamente, la apología 
de hechos anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, que hubieran 
calificado como crímenes o delitos de haber estado vigente la misma, será castigado 
con tres a veinticuatro meses de prisión. 

TÍTULO VI 

PREVENCIÓN – PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN 

Artículo 30. (Difusión y programas de formación).- El Estado se obliga a informar y 
difundir, de la forma más amplia posible, las normas de derecho interno e internacional 
que regulan los crímenes y delitos que se tipifican. Se implementarán programas de 
formación y capacitación continua en la materia destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente, a todos los niveles del personal docente, judicial, policial, militar y de 
relaciones exteriores. Se diseñarán programas especiales de formación continua y 
completa en derecho internacional humanitario destinados especialmente al personal 
militar. 

 

 

 

Texto derogado: (Lavado de activos y financiación de los crímenes de genocidio, de lesa 

humanidad y de guerra).- Sustitúyese el artículo 8º de la Ley Nº 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
por el siguiente: 

 

"ARTÍCULO 8º.- Los delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 
de octubre de 1974, -incorporados por el artículo 5º de la Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 
1998– se configurarán también cuando su objeto material sean los bienes, productos o 
instrumentos provenientes de delitos tipificados por nuestra legislación vinculados a las siguientes 
actividades: crimen de genocidio, crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad, terrorismo; 
contrabando superior a US$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América); tráfico 
ilícito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su producción; tráfico ilícito de 
órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ilícito de personas; extorsión; secuestro; proxenetismo; 
tráfico ilícito de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos; 
estafa, cuando es cometida por personas físicas o representantes o empleados de las personas 
jurídicas sujetas al control del Banco Central del Uruguay en el ejercicio de sus funciones; y todos 
los delitos comprendidos en la Ley Nº 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 
 
  En los casos previstos en el presente artículo serán aplicables las disposiciones contenidas en 
los artículos 58 a 67 y 71 a 80 del Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, incorporados 
por el artículo 5º de la Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998. 
 
  Las disposiciones del presente artículo regirán aun cuando el hecho antecedente origen de los 
bienes, productos o instrumentos, hubiera sido cometido en el extranjero, en tanto el mismo 
hubiera estado penado en el lugar de su comisión y en la República Oriental del Uruguay". 
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PARTE III 

COOPERACIÓN Y RELACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE COOPERACIÓN 

Artículo 31. (Cooperación plena).- 

31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará plenamente con la Corte Penal 
Internacional y cumplirá con las solicitudes de cooperación y asistencia que se le 
formulen, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado por Ley Nº 17.510, de 27 de junio de 2002, y el ordenamiento 
jurídico interno de la República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al "Estatuto de Roma" se entenderá realizada al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional aprobado por Ley Nº 17.510, de 27 de junio de 2002. 

31.2. No podrá invocarse la inexistencia de procedimientos en el orden interno para 
denegar el cumplimiento de solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 

31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los hechos que la Corte Penal 
Internacional impute a una persona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 

Artículo 32. (Órganos competentes).- 

32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representación ante la Corte Penal 
Internacional, actuando a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, y será 
competente para entender en todos los asuntos que determina la presente ley. 

32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la Suprema Corte de Justicia 
y de los órganos jurisdiccionales que correspondan, según lo dispuesto por la presente 
ley para los asuntos que deban someterse a su jurisdicción. 

32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibidas de la Corte Penal 
Internacional se remitirán a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad central. 

32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en las instancias ante la 
Suprema Corte de Justicia. Sin perjuicio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba 
efectuar comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en procesos de asistencia 
o cooperación, lo hará a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que hubiese 
comparecido en el proceso de asistencia o cooperación de que se trate. 

Artículo 33. (Comunicaciones con la Corte Penal Internacional).- 

33.1. Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal Internacional se realizarán 
por vía diplomática y estarán eximidas del requisito de legalización. 
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33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la Corte Penal Internacional o 
que se envían a ésta, lo serán en idioma español o en su caso, deberán ser 
acompañadas de la respectiva traducción al idioma español. 

Artículo 34. (Solicitud de cooperación a la Corte Penal Internacional).- El Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial podrán solicitar a la Corte Penal Internacional o a 
cualquiera de sus órganos, las solicitudes de cooperación que consideren necesarias 
para una investigación o proceso penal que se siga en nuestro país, conforme a lo 
previsto en el artículo 93 párrafo 10 del Estatuto de Roma. 

Artículo 35. (Obligación de reserva y medidas de protección).- 

35.1. Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal Internacional, los documentos 
que las fundamenten, las actuaciones que se realicen en función de dichas solicitudes 
de cooperación, incluidos los procedimientos ante la Suprema Corte de Justicia u otros 
órganos jurisdiccionales previstos en la presente ley y toda la información que se 
transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas solicitudes, actuaciones o 
procedimientos, tendrán carácter reservado, salvo que se disponga su dispensa por 
resolución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 

35.2. Sin perjuicio, se adoptarán especialmente medidas efectivas que aseguren la 
protección de la seguridad y bienestar físico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar a las especiales 
recomendaciones o medidas que al respecto hubiese expresamente solicitado o 
adoptado la Corte Penal Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas en 
el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento de acuerdo con los medios 
que se dispongan. 

Artículo 36. (Sesiones de la Corte Penal Internacional en el Uruguay).- Cuando se 
trate de la investigación o enjuiciamiento de crímenes cometidos en el Uruguay o 
cuando se encuentren en nuestro país las personas indagadas, testigos o víctimas de 
crímenes que fueron cometidos en otra jurisdicción, se autoriza sin restricciones, 
previa noticia a la Suprema Corte de Justicia, que la Corte Penal Internacional sesione 
en el Uruguay o establezca una oficina especial, facilitando que así lo haga también 
cuando ésta entienda que redundaría en interés de la justicia. 

Artículo 37. (Privilegios e inmunidades).- El personal de la Corte Penal Internacional 
gozará en el territorio del Estado de los privilegios e inmunidades que sean necesarios 
para cumplir con sus funciones, en los términos del artículo 48 del Estatuto de Roma. 

Artículo 38. (Autorización transitoria de víctimas o testigos).- En acuerdo con la Corte 
Penal Internacional y con noticia de la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo 
podrá autorizar la residencia transitoria en Uruguay de víctimas traumatizadas o 
amenazadas, testigos u otras personas que estén en peligro a causa del testimonio 
dado por otros testigos, siempre y cuando el costo de su manutención y protección sea 
de cargo de la Corte Penal Internacional. 
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TÍTULO II 

PROCEDIMIENTOS GENERALES, OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 

Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema Corte de Justicia).- La Suprema 
Corte de Justicia intervendrá preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, 
en las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban de la Corte Penal 
Internacional o de cualquiera de sus órganos. 

En todos los casos funcionará de conformidad con el Capítulo V, Sección II de la Ley 
Nº 15.750, de 24 de junio de 1985, atento a lo previsto en el artículo 88 del Estatuto de 
Roma. 

Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia).- 
Será competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de otras que 
se determinan, resolver si se constatan o no las causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 

A) Solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia 
a favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma). 

B) Impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma). 

C) No dar curso a una solicitud de asistencia o cooperación recibida de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos por las causas previstas en el Estatuto de 
Roma si: 

 

1) Se tratare de divulgación de información o documentos que pudiera afectar 
intereses de la seguridad nacional (artículo 72 del Estatuto de Roma). 

 

2) Se contraviniera un principio jurídico fundamental de aplicación general 
(artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma). 

 

3) El cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia pudiera interferir con 
una investigación o enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la solicitud 
(artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma). 

 
4) Se configurare otra causa prevista en el Estatuto de Roma. 

Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de Justicia para formular 
oposiciones, impugnaciones o denegar solicitudes de Cooperación).- 

41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la Suprema Corte de Justicia, 
para proceder frente a la Corte Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las 
situaciones previstas en el artículo anterior. 

41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante el trámite de cooperación 
(con excepción de la causal prevista en el artículo 40literal c) numeral 1) o a pedido del 
Poder Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento establecido en 
el artículo 43. 
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41.3. La Suprema Corte de Justicia solo podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c) numeral 1), cuando exista expresa y previa 
solicitud del Poder Ejecutivo en tal sentido. 

41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia adoptadas en los 
procedimientos previstos en la presente ley sólo serán susceptibles de recurso de 
reposición (artículos 245 a 247 del Código  General del Proceso). 

Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema Corte de Justicia).- 

42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus órganos 
habilitados al efecto una solicitud de asistencia o cooperación, la misma será remitida 
a la Suprema Corte de Justicia dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 

42.2. El control de los requisitos formales de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La 
resolución definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema Corte de Justicia. 

42.3. El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Dirección de Cooperación Jurídica 
Internacional del Ministerio de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
o cooperación, podrán observar el incumplimiento de requisitos formales previstos por 
el Estatuto de Roma para la solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, realizarán las consultas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 

42.4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Justicia, ésta examinará de 
inmediato o en los plazos establecidos en la presente ley para el tipo de solicitud o 
asistencia de que se trate: 

A) Si la orden de solicitud de cooperación o asistencia cumple con los requisitos 
formales previstos por el Estatuto de Roma y en su caso, si son procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo. 

B) Si se verifica cualquiera de los supuestos previstos en el artículo 40, a excepción 
del establecido en el literal C) numeral 1), para cuyo análisis requerirá expresa 
petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.3. 

42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la solicitud de cooperación o 
asistencia no reúne los requisitos formales, siendo procedentes las observaciones que 
al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber mediado dichas 
observaciones igualmente constata que la solicitud adolece de vicios formales, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos. 

42.6. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo sobre los requisitos formales de la solicitud, se 
estará a su resolución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, si ya hubiese formulado consultas al respecto. 

42.7. Si la solicitud de cooperación o asistencia reúne los requisitos formales, no se 
constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 que puedan ser 
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resueltas de oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo al amparo de 
la facultad prevista en el artículo 43.1, la Suprema Corte de Justicia dispondrá lo 
pertinente para el cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. 

42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se verifica alguna de las causales 
previstas en el artículo 40 que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder Ejecutivo, quien en 
cumplimiento de dicha resolución procederá frente a la Corte Penal Internacional o a 
sus órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma y en la presente 
ley, de acuerdo con el caso de que se trate. 

42.9. La Suprema Corte de Justicia podrá requerir todos los informes que entienda 
pertinente a cualquier órgano del Estado. 

42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de comparecer de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 43.1, podrá en cualquier estado del trámite formular las 
observaciones o recomendaciones convenientes a su interés. 

Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de Justicia ante solicitud del 
Poder Ejecutivo).- 

43.1. Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo proceder frente a la Corte 
Penal Internacional o a cualquiera de sus órganos de acuerdo con las situaciones 
previstas en el artículo 40 literales A) a C), podrá solicitar, en cualquier momento, que 
la Suprema Corte de Justicia adopte resolución al respecto. A estos efectos, el Poder 
Ejecutivo solicitará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se celebrará 
dentro de las veinticuatro horas siguientes y en la cual comparecerá verbalmente o por 
escrito, presentando toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. De lo actuado en la audiencia se labrará acta. 

43.2. La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspenso el trámite de 
cooperación o asistencia que estuviese en curso, si lo hubiere, hasta que adopte 
resolución, pudiendo mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o posteriormente, previo a dictar 
resolución, toda la información complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en la audiencia se labrará acta 
resumida. 

43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince días siguientes a la 
audiencia y previa vista al Fiscal de Corte, resolverá si surge suficientemente 
acreditada conforme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal invocada por 
el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las causales contenidas en 
el artículo 40 respecto de las cuales estuviese habilitada para resolver de oficio. 

43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán en audiencia especialmente 
convocada al efecto y se dará por notificada en la misma. Si la resolución deniega la 
solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterarla invocando la existencia 
de hechos nuevos. 

Artículo 44. (Impugnación de admisibilidad o competencia).- 

44.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se verifican las causales para 
solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia a 
favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma) o para 
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impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o la admisibilidad de la causa 
(artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de acuerdo con 
la resolución de la Suprema Corte de Justicia y a lo previsto en el Estatuto de 
Roma para el caso de que se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
Internacional o sus órganos, las oposiciones, impugnaciones, apelaciones o recursos 
que correspondan. 

44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal Internacional o a sus órganos, 
toda la información relativa al estado de las actuaciones que se llevan a cabo en la 
República. 

44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la Suprema Corte de Justicia, 
en los plazos y forma en que ésta solicite, sobre el estado de los procedimientos ante 
la Corte Penal Internacional o sus órganos. 

44.4. Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Internacional una impugnación de 
admisibilidad o competencia, si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
alguno de sus órganos, solicitudes de información, cooperación o de asistencia para la 
investigación u obtención de pruebas que la Corte Penal Internacional estime 
importantes o presuma que existe un riesgo cierto de que las mismas no estarán 
disponibles ulteriormente (artículo 18 párrafo 6 del Estatuto de Roma) o se tratare de 
declaraciones de testigos o diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (artículo 19 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma) o 
de medidas tendientes a impedir que una persona respecto de la cual se hubiera 
pedido su detención eluda la acción de la justicia (artículo 19 párrafo 8 literal c) 
del Estatuto de Roma), la Suprema Corte de Justicia dará curso a su diligenciamiento, 
en cuanto dichas solicitudes de cooperación resulten ajustadas a derecho. 

44.5. Si la Corte Penal Internacional resuelve en definitiva que la causa es admisible 
o que es competente, se aceptará dicha competencia o admisibilidad y se procederá a 
dar trámite a los requerimientos de cooperación y asistencia. 

Artículo 45. (Afectación de intereses de seguridad nacional).- 

45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder Ejecutivo y tramitado el 
procedimiento previsto en el artículo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar 
ante un caso en que la divulgación de información o de documentos pudiera afectar 
los intereses de la seguridad nacional, podrá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
las medidas razonables y pertinentes que se sugerirá adoptar por medio de la 
cooperación con la Corte Penal Internacional para salvaguardar los intereses 
afectados. 

45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional la 
oposición del Estado a la divulgación de la información o de los documentos, 
procurando acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las medidas 
razonables sugeridas para el caso. 

45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas medidas, se aceptarán y 
cumplirán las mismas cesando la oposición deducida. Si, por el contrario, la Corte 
Penal Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Estado mantendrá la 
oposición, comunicándolo de inmediato a la Corte Penal Internacional y a la Suprema 
Corte de Justicia. 
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45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de la Corte Penal Internacional 
de cualquier otra nueva medida razonable alternativa, tendiente a contemplar los 
intereses que motivaron la oposición del Estado, diferente o complementaria de las 
sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, podrá ser aceptada por el Poder Ejecutivo 
en cuanto éste entienda que quedan salvaguardados los intereses de la seguridad 
nacional, en cuyo caso cesará la oposición deducida. 

45.5. Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia entiende que de ningún modo 
se afecta la seguridad nacional, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para oponerse 
a la divulgación de información o documentos invocando intereses de seguridad 
nacional y, si correspondiere por tratarse del supuesto previsto en el artículo 73 
del Estatuto de Roma, recabará el consentimiento del autor del documento o de la 
información. 

Artículo 46. (Contravención de un principio jurídico fundamental o violación de 
obligaciones internacionales del Estado).- 

46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se contraviene un principio 
jurídico fundamental de aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) 
o que se viola una obligación preexistente del Estado en virtud de Tratados 
Internacionales o la inmunidad de un Estado o de un bien de un Estado o la inmunidad 
diplomática de una persona (artículos 97 literal C) y 98 del Estatuto de Roma), se 
suspenderá el trámite de cooperación o asistencia y el Poder Ejecutivo lo comunicará 
y realizará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional o sus órganos, 
quien resolverá de conformidad con el Estatuto de Roma. 

46.2. La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las condiciones especiales a las 
cuales podría adecuarse la solicitud de cooperación o asistencia para que su 
cumplimiento resulte conforme a derecho. 

El Poder Ejecutivo comunicará dichas condiciones en las consultas que realice a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos. Si se acordara con la Corte Penal 
Internacional el cumplimiento de la solicitud en las condiciones especiales que hubiera 
establecido la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, 
quien dispondrá lo pertinente para dar curso a la solicitud de cooperación de acuerdo 
con las condiciones establecidas. 

Artículo 47. (Aplazamiento de la solicitud de asistencia por existir una investigación o 
enjuiciamiento en curso).- 

47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el cumplimiento inmediato de la 
solicitud de asistencia puede interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma), deberá 
estimar el plazo razonable para concluir la investigación o la finalización del 
enjuiciamiento en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia solicitada 
por la Corte Penal Internacional o sus órganos, puede igualmente cumplirse sujeta a 
condiciones especiales de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 

47.2. El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la resolución a la Corte Penal 
Internacional y coordinará las condiciones especiales en las cuales se cumpliría la 
solicitud de asistencia o cooperación sin interferir con la investigación o enjuiciamiento 
en curso o, en su caso, acordará con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en 
el cumplimiento de la medida, por un término que no será inferior al establecido por la 
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Suprema Corte de Justicia. Todo sin perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 

47.3. Si se acordara con la Corte Penal Internacional el cumplimiento de la solicitud 
bajo las condiciones especiales que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, 
el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo pertinente para dar trámite 
a la solicitud de cooperación de acuerdo con las condiciones establecidas. 

TÍTULO III 

MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 

CAPÍTULO 1 

DETENCIÓN Y ENTREGA DE PERSONAS 

Artículo 48. (Solicitud de detención y entrega).- 

48.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención y entrega de una persona que ya estuviese bajo 
prisión preventiva, la Suprema Corte de Justicia resolverá expresamente sobre la 
admisibilidad de la solicitud dentro del plazo de diez días de su recepción, previa vista 
de cuarenta y ocho horas al Fiscal de Corte, de conformidad con el procedimiento 
previsto en el artículo 42. 

48.2. Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus defectos han sido 
subsanados y no se constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 o 
las mismas han sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la medida, la 
Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la orden de detención de la persona 
requerida. 

48.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto o de haberse resuelto 
procedente la medida si la persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 

A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 

B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 

C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención y los detalles de la 
solicitud de entrega. 

D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 

E) Informará al detenido del procedimiento de entrega a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 

F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto del contenido de la solicitud 
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de entrega, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 

G) Interrogará al detenido, previa consulta con su defensor, si desea prestar 
conformidad a la entrega, informándole que de así hacerlo se pondrá fin al trámite 
judicial. El detenido podrá reservarse la respuesta para más adelante. 

48.4. Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada la audiencia o luego de 
resueltas las excepciones de cosa juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen 
interpuesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, quien, dentro de los 
cinco días siguientes, se pronunciará sobre la solicitud de entrega. Devuelto el 
expediente, dentro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia dictará 
sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión acerca de los puntos contenidos 
en el artículo 59 párrafo 2 del Estatuto de Roma. 

48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el proceso no se llevó a cabo 
conforme a derecho o que no se respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio 
de disponer de oficio las investigaciones o denuncias que correspondan, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo para que éste efectúe las consultas pertinentes con la 
Corte Penal Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará hasta conocer el 
resultado de las consultas con la Corte Penal Internacional. 

48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entrega, lo notificará al detenido y 
al Poder Ejecutivo, quien comunicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de la entrega, la 
que se efectuará lo antes posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la persona estuvo privada 
de libertad. 

48.7. La Corte Penal Internacional comunicará al Poder Ejecutivo y éste a la 
Suprema Corte de Justicia, la sentencia que hubiera recaído en el enjuiciamiento de 
toda persona que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacional por la 
República. 

Artículo 49. (Detención de persona sospechosa).- 

49.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2, encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona 
sospechosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el Estatuto de Roma: 

A) Se notificará inmediatamente a la Corte Penal Internacional, al Estado en cuyo 
territorio se sospecha que la persona ha cometido el crimen o delito, al Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en 
que habitualmente resida. 

B) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de Justicia quien dispondrá, si las 
circunstancias lo justifican, orden de prisión preventiva. 

49.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 

A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
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apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 

B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 

C) Informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de 
competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a tomarle 
declaración. 

D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad y que no está obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 

E) Informará al detenido sobre el procedimiento que se tramita y lo establecido en 
el Estatuto de Roma. 

F) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 

49.3. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer que la 
persona continúe bajo prisión preventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo 
actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien lo notificará a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos, al Estado en cuyo territorio se sospecha 
que la persona ha cometido los crímenes o delitos y al Estado de su nacionalidad que 
se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente resida. 
La persona detenida tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en que 
habitualmente resida. 

49.4. Si dentro de un plazo de veinte días corridos desde la fecha de comunicación 
prevista en el párrafo 1 literal A), no se recibiera de la Corte Penal Internacional una 
solicitud de entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran pedidos de 
extradición de otros Estados, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de 
Corte, remitirá las actuaciones al Juzgado Letrado competente, quien dentro de los 
diez días corridos siguientes dispondrá la libertad del indagado o, si existiera mérito, la 
iniciación del procedimiento penal. 

49.5. Si la Corte Penal Internacional o sus órganos hubieran solicitado la entrega u 
otra medida de asistencia, se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
se recibieran solicitudes de extradición de terceros Estados, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 4.4 y 60 en cuanto sean aplicables. 

Artículo 50. (Solicitud de detención provisional).- 

50.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención provisional formulada por la Corte Penal 
Internacional de conformidad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y actuando de acuerdo con lo previsto 
en los artículos 48.1 y 48.2 de la presente ley, librará inmediatamente la orden de 
arresto solicitada. 
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50.2. Si la solicitud de detención preventiva se realiza por vía de la Organización 
Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) u otra organización regional 
competente, ella deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia 
para que se proceda de acuerdo con el párrafo precedente. 

50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 

A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 

B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 

C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención. 

D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 

E) Informará al detenido del procedimiento de detención provisional y entrega a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 

F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de preventiva, las 
que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 

50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la justifican no es recibida por 
el Poder Ejecutivo en el plazo de sesenta días contados desde la fecha de la 
detención provisional, se dispondrá la libertad de la persona detenida, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 92 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 

Artículo 51. (Excarcelamiento por error en la persona requerida).- 

51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad de la persona detenida en 
cumplimiento de una solicitud de detención y entrega o de prisión preventiva, si se 
comprueba que el detenido no es la persona reclamada, lo que será notificado 
inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará y realizará las consultas 
pertinentes con la Corte Penal Internacional. 

51.2. La excarcelación se podrá disponer bajo caución u otras medidas sustitutivas a 
la prisión preventiva hasta tanto se reciba el resultado de las consultas que se 
celebren con la Corte Penal Internacional. 

51.3. La Suprema Corte de Justicia ordenará que se procure localizar a la persona 
requerida y comprobar si la misma se encuentra en territorio del Estado. El resultado 
de dichas investigaciones será informado por el Poder Ejecutivo a la Corte Penal 
Internacional. 

Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 
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52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, de prisión preventiva, podrá 
extenderse al secuestro de objetos o de documentos que estén en poder de la 
persona requerida y sean instrumentos probatorios del delito, instrumentos del delito o 
efectos provenientes de él. 

52.2. La entrega de estos objetos a la Corte Penal Internacional será ordenada por la 
resolución que conceda la entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 

Artículo 53. (Impugnación de la solicitud de entrega por cosa juzgada o 
litispendencia).- 

53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte Penal Internacional, tendrá 
derecho a impugnar la solicitud de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de 
Justicia, únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de litispendencia ante un 
tribunal nacional. 

53.2. Las excepciones podrán interponerse en cualquier momento del trámite, hasta 
las cuarenta y ocho horas siguientes de celebrada la audiencia prevista en 
el artículo 48.3. 

53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia suspenderá el trámite de 
entrega y con noticia al Fiscal de Corte, comunicará de inmediato la impugnación al 
Poder Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal Internacional para 
determinar, conforme al artículo 89 párrafo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una 
decisión sobre la admisibilidad de la causa. 

53.4. Si la causa ha sido admitida, continuará el procedimiento de entrega. Si está 
pendiente la decisión sobre admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta 
que la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. Las resoluciones 
respectivas serán notificadas al impugnante. 

Artículo 54. (Solicitud de libertad provisional).- 

54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad provisional. En caso de que así lo 
solicite, la Suprema Corte de Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte Penal Internacional sobre la 
solicitud presentada. 

54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el pedido de libertad provisional 
considerando la gravedad de los presuntos crímenes, la existencia o no de 
circunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provisional y la 
existencia de garantías que aseguren el cumplimiento de la obligación de entregar la 
persona requerida a la Corte Penal Internacional. A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte Penal Internacional, incluidas 
las relativas a las medidas para impedir la evasión de la persona. 

54.3. La Suprema Corte de Justicia adoptará resolución sobre el pedido de libertad 
provisional, previa opinión del Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes al 
día en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal Internacional y, para el 
caso en que accediera a conceder la excarcelación, adoptará todas las medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega de la 
persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta los informes periódicos que 
requiera. 
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Artículo 55. (Consentimiento de la persona detenida).- 

55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de detención y entrega o de 
prisión preventiva, la persona detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su 
consentimiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal Internacional. 

55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más trámite y notificará a la 
persona detenida y al Poder Ejecutivo, quien comunicará la decisión a la Corte Penal 
Internacional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de 
la entrega. 

Artículo 56. (Plazo máximo de detención de persona requerida).- La persona 
requerida por la Corte Penal Internacional no podrá estar privada de libertad por un 
término superior a los ciento veinte días. 

Artículo 57. (Solicitud de entrega temporal).- 

57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal Internacional esté detenida en 
territorio uruguayo, siendo enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente por 
el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta podrá solicitar el traslado 
provisional o temporal a su sede, con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia. 

57.2. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud en tal sentido, la 
Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y 
con noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor de la persona 
requerida, del Juez y del Fiscal del proceso que se tramita en territorio uruguayo, 
realizará una audiencia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de entrega 
temporal y lo interrogará, en presencia de su defensor, si brinda o no el consentimiento 
para el traslado provisional a la Corte Penal Internacional. 

57.3. Si la persona brinda su consentimiento, la Suprema Corte de Justicia, previa 
vista al Fiscal de Corte, al Poder Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se 
tramita en territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días sobre las condiciones 
a que estará sujeto el traslado temporal, notificándolo a los órganos mencionados y al 
detenido. 

57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en consulta con la Corte Penal 
Internacional, las condiciones para el traslado temporal que hubiese resuelto la 
Suprema Corte de Justicia. 

57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se procederá al traslado 
temporal. La Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo 
comunicará inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 

Artículo 58. (Solicitud de orden de comparecencia).- 

58.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una orden de comparecencia de 
una persona en los términos del artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como 
alternativa a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia procederá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 42 de esta ley y con noticia al Fiscal de 
Corte: 
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A) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias alternativas a la prisión 
preventiva para asegurar la ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la obligación de no abandonar el 
país realizando las comunicaciones pertinentes; la obligación de permanecer 
dentro de determinados límites territoriales; la obligación de presentarse 
periódicamente a una Seccional Policial o cualquier otra medida que se estime 
adecuada, sin perjuicio de las que recomiende la Corte Penal Internacional. No se 
adoptará ninguna medida alternativa a la prisión preventiva, cuando la orden de 
comparecencia a la Corte Penal Internacional disponga expresamente que éstas 
no serán necesarias. 

B) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes, indicando que deberá comparecer acompañada de 
defensor de su elección bajo apercibimiento de tenerlo por designado al defensor 
de oficio de turno. La citación se efectuará de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 66.2. y 66.3. 

C) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o no hubiera podido ser 
ubicada, se librará orden de arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional. Arrestada la 
persona, se procederá a tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 

58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 

A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 

B) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara en idioma español. 

C) Notificarle personalmente la orden de comparecencia a la Corte Penal 
Internacional y las medidas dispuestas si las hubiere. 

D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 

E) Informar del procedimiento de comparecencia a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 

F) Se dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de 
comparecencia, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 

58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento de la notificación de la orden de comparecencia y las medidas 
adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 

Artículo 59. (Solicitud de dispensa del principio de especialidad).- 
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59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa del principio de especialidad 
previsto en el artículo 101 párrafo 1 del Estatuto de Roma, por haber confirmado 
contra una persona que hubiese sido entregada por el Estado a la Corte Penal 
Internacional, la existencia de nuevos cargos por crímenes bajo su jurisdicción en 
función de hechos diferentes de los que fundamentaron la solicitud de entrega y 
anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia resolverá de acuerdo con el 
procedimiento previsto en al artículo 42, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 

59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se formulan nuevos cargos y se 
fundamenta la dispensa, existieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso 
en la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferidas, la Suprema Corte de 
Justicia informará de las mismas a la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su 
disposición y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no podrá negar la 
dispensa al amparo de lo previsto en el artículo 40 literal c) numeral 3) (artículo 94 
del Estatuto de Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien la 
comunicará a la Corte Penal Internacional. 

Artículo 60. (Solicitudes concurrentes).- 

60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega a la Corte Penal Internacional 
y de extradición por terceros Estados, se notificará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, quien resolverá, en el plazo de quince días con noticia del Fiscal de Corte y 
del Poder Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando en consideración lo 
dispuesto en el artículo 90 del Estatuto de Roma. La resolución se notificará al Poder 
Ejecutivo, quien la comunicará a la Corte Penal Internacional y al Estado requirente. 

60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre admisibilidad de la causa ante la 
Corte Penal Internacional, el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 

60.3. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene prioridad la extradición, con 
noticia del Fiscal de Corte y del Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado 
competente para sustanciar el trámite de extradición. Si sustanciado el proceso de 
extradición la misma se hubiese denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quedando el requerido a disposición de la Suprema Corte de Justicia y a 
la espera de la ratificación de la requisitoria por un plazo máximo de sesenta días 
(artículo 50.4.). 

Artículo 61. (Imposibilidad de localizar a la persona requerida).- Si la persona 
requerida no pudiese ser localizada pese a los intentos realizados o si en la 
investigación se hubiera determinado que la persona no es la indicada en la solicitud 
de la Corte Penal Internacional, la Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder 
Ejecutivo, quien efectuará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional. 

Artículo 62. (Autorización en tránsito de persona detenida).- 

62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte de Justicia, autorizará el 
tránsito por el territorio uruguayo de cualquier persona que se encuentre detenida a 
disposición de la Corte Penal Internacional, para ser transportada de un país a otro, 
cuando reciba de la Corte Penal Internacional una solicitud de autorización de tránsito 
de conformidad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 
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62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar 
los derechos de la persona transportada, a quien, si no se expresara en idioma 
español, se le asignará un intérprete. 

62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se permitirá el tránsito por el 
territorio uruguayo, cuando la persona sea transportada por vía aérea y no se prevea 
que deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje imprevisto, la 
persona será detenida y se informará de inmediato de esta situación a la Suprema 
Corte de Justicia y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última la 
remisión de la solicitud de autorización de tránsito correspondiente, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 

62.4. La persona transportada permanecerá detenida hasta tanto se reciba la 
solicitud de autorización de tránsito. 

62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se recibiera antes de las noventa y 
seis horas, la persona será puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema Corte 
de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará a que se produzca un 
pedido de detención y entrega o un pedido de prisión preventiva ulterior. 

62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera recibida dentro de las noventa y 
seis horas, se prolongará la detención de la persona hasta tanto continúe su transporte 
sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal Internacional. 

CAPÍTULO 2 

OTRAS MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 

Artículo 63. (Otras solicitudes de cooperación).- 

63.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional cualquier otro tipo de solicitud de 
asistencia o cooperación al amparo de lo previsto en el artículo 93 párrafo 1 
del Estatuto de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 42 de la presente ley. 

63.2. El diligenciamiento de las medidas requeridas se ajustará a los procedimientos 
del ordenamiento jurídico interno. 

Artículo 64. (Divulgación e información de documentos confidenciales 
proporcionados por terceros o en poder de otros Estados).- 

64.1. Si la medida de asistencia o cooperación solicitada por la Corte Penal 
Internacional implicara la divulgación de informaciones o documentos que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización intergubernamental o una 
organización internacional a título confidencial, se deberá recabar el consentimiento 
expreso del autor. Se considerará confidencial todo documento o información que 
hubiese sido calificado expresamente como tal por su autor al momento de entregarlo. 

64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a recabar el mismo, el Poder 
Ejecutivo entendiera que la divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podrá proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 
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64.3. El consentimiento al autor del documento se solicitará por el Poder Ejecutivo, y 
para el caso en que no se fuese otorgado en un plazo razonable, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la Corte Penal Internacional 
de conformidad con lo previsto en el artículo 73 del Estatuto de Roma. 

64.4. Si se plantearan dudas sobre el carácter de confidencialidad, será competencia 
exclusiva de la Suprema Corte de Justicia resolverlo conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 42. 

Artículo 65. (Entrega de documentación o información confidencial para reunir 
nuevas pruebas).- El Poder Ejecutivo estará habilitado, con noticia a la Suprema Corte 
de Justicia, a entregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional, documentos o 
información confidencial, con la condición de que mantengan su carácter confidencial y 
que únicamente puedan ser utilizados para reunir nuevas pruebas, de conformidad 
con lo previsto por el artículo 93 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma. 

Artículo 66. (Citaciones a testigos o peritos).- 

66.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que una persona comparezca a 
la Corte Penal Internacional en carácter de testigo o perito, se dispondrán todas las 
medidas de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto en el artículo 35. 

66.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibidas en forma personal por su 
destinatario, hecho del que se dejará constancia en el acto de la notificación, hubiera o 
no el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 

66.3. Las notificaciones serán efectuadas por cualquier medio idóneo que habilite la 
Suprema Corte de Justicia, quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al 
órgano jurisdiccional que determine, en función del lugar donde se domicilie la persona 
que deba ser citada o notificada. 

66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se expresara en idioma 
español, se le proporcionará un traductor en cuya presencia se practicará la diligencia. 

66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en cuanto fuese citado como 
testigo o se presuma su calidad de víctima, de la existencia de la Dependencia 
Víctimas y Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona, con la Dependencia Víctimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 

Artículo 67. (Solicitud para interrogar a persona sospechosa).- 

67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declaración a una persona que se 
sospecha cometió un delito de la competencia de la Corte Penal Internacional, sin que 
hubiese mediado orden de comparecencia, detención o entrega, la Suprema Corte de 
Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 58.1. convocando a 
audiencia. 

67.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
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A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 

B) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones que sean necesarias para su 
defensa. 

C) Informar a la persona de que existen motivos para creer que ha cometido un 
crimen de competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 

D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 

E) Interrogar a la persona en presencia de su defensor conforme lo hubiera dispuesto 
la Corte Penal Internacional o sus órganos. 

67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en libertad, sin perjuicio de las 
medidas alternativas a la prisión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose a lo que disponga la 
Corte Penal Internacional. 

67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento del interrogatorio y las medidas adoptadas si las hubiere. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá realizar las 
recomendaciones y observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de Justicia. 

Artículo 68. (Declaraciones testimoniales o interrogatorios en territorio del Estado).- 

68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de la Corte Penal Internacional 
deban ser recabadas en territorio del Estado, se sujetarán a lo que hubiese dispuesto 
para el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en audiencia ante la 
Suprema Corte de Justicia o ante el órgano jurisdiccional que ésta disponga. 

68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presencia de su abogado, lo que se 
hará saber en la citación correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará a 
estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos o de personas sospechosas 
(artículo 67) a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional y al abogado defensor. 

68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona interrogada en audiencia serán 
consignados en acta escrita, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin perjuicio, la audiencia será íntegramente grabada en audio y video, 
quedando su custodia a resguardo de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de 
la Corte Penal Internacional. 

68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un traductor público y el acta 
consignará la traducción del intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la 
declaración en su idioma original. 

Artículo 69. (Autorización al Fiscal para realizar diligencias en territorio uruguayo).- 
La Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de proceder conforme a lo previsto en 

81

https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp1675647.htm#art67


el artículo 42, autorizará al Fiscal de la Corte Penal Internacional a ejecutar 
directamente en territorio uruguayo y sin la presencia de autoridades competentes, 
una solicitud de asistencia que no requiera medidas coercitivas en los supuestos 
contemplados en el artículo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 

Artículo 70. (Presentación de testigos voluntarios).- 

70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse ante las oficinas de la 
Suprema Corte de Justicia y solicitar audiencia confidencial invocando la presente 
norma, si conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la Corte Penal 
Internacional ofreciéndose en calidad de testigo en relación con hechos que estén 
siendo enjuiciados por ésta o investigados por la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional. 

70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para atender a la 
persona por funcionario idóneo y de forma que se garantice reserva sobre sus dichos, 
identidad y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las medidas de 
salvaguarda que estime pertinentes al amparo de lo previsto en el artículo 35.2. 

70.3. Se le informará a la persona de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de Procedimiento 
y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona con la Dependencia Víctimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 

70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta a comparecer voluntariamente 
ante la Sede de la Corte Penal Internacional y si tiene medios para hacerlo por su 
propia cuenta. 

70.5. Si por las circunstancias que la persona invoca, ésta quisiera adelantar su 
declaración y formularla en forma urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le 
informará que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor probatorio conforme 
al Estatuto de Roma, sin perjuicio de asegurarle que serán puestos en conocimiento 
de la Corte Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de Justicia 
recibirá la declaración de conformidad con lo dispuesto en los artículos 68.3 y 68.4. 

70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la comparecencia voluntaria de 
la persona al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional. Si la persona hubiese manifestado querer brindar testimonio o 
comparecer ante la Sede de la Corte Penal Internacional y no tuviese medios para 
trasladarse, se informará esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se 
procurará, en consulta con ésta, que se le tome declaración en territorio del Estado o 
se faciliten los medios para su traslado. 

CAPÍTULO 3 

COOPERACIÓN EN EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 

Artículo 71. (Ejecución de penas de prisión adoptadas por la Corte Penal 
Internacional).- 

71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 103 
párrafo 1 literal a) del Estatuto de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena 
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definitiva de privación de libertad de una persona condenada por la Corte Penal 
Internacional, siempre y cuando: 

A) Se trate de un ciudadano uruguayo. 

B) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de tiempo de condena por el 
orden jurídico nacional. 

71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad será competencia del Poder 
Ejecutivo y se regirá por lo establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de 
Roma y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo pertinente. 

Artículo 72. (Ejecución de otras penas adoptadas por la Corte Penal Internacional).- 

72.1. Si la Corte Penal Internacional dictara una sentencia o resolución, definitiva o 
cautelar, por la que se dispusiera una multa, decomiso o reparación, que debiera 
ejecutarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la misma sin modificar su 
alcance y sin procedimiento de exequátur. 

72.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la ejecución se tramite ante el 
órgano jurisdiccional competente que correspondiera. 

72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los terceros de buena fe. 

TÍTULO IV 

PROPOSICIÓN DE CANDIDATOS 

Artículo 73. (Ejercicio del derecho a proponer candidatos).- El Estado uruguayo 
podrá ejercer el derecho que le confiere el Estatuto de Romaa proponer candidatos, 
cuando la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional. 

Artículo 74. (Requisitos para ser candidato). El candidato a la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía, deberá reunir las 
condiciones previstas en el artículo 235 de la Constitución de la República y en el 
artículo 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 

Artículo 75. (Designación de candidatos).- 

75.1. Se designará un solo candidato para el cargo vacante de que se trate por la 
Asamblea General especialmente convocada al efecto, por mayoría simple de votos. 
Si resultara que más de un candidato propuesto superase la mayoría de votos exigida, 
se nominará como candidato aquel que hubiese obtenido mayor número. 

75.2. Podrán proponer candidatos a la Asamblea General: el Poder Ejecutivo, el 
Poder Judicial, la Cámara de Senadores, la Cámara de Representantes, las 
Universidades, el Colegio de Abogados del Uruguay y cualquier organización no 
gubernamental con personería jurídica cuyo objeto fuese la promoción, defensa y 
estudio de los derechos humanos. 
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TÍTULO V 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

Artículo 76. (Comunicación a la Corte Penal Internacional).- El Poder Ejecutivo, 
dentro de los diez días de la entrada en vigencia de la presente ley, comunicará a la 
Corte Penal Internacional: 

A) La sanción de la presente ley. 

B) La aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de lo previsto en el 
artículo 103.1 del Estatuto de Roma, de ejecutar penas privativas de libertad bajo 
las condiciones establecidas en el artículo 71 de la presente ley. 

Artículo 77. (Codificación de crímenes internacionales).- El Poder Ejecutivo 
dispondrá, dentro de los ciento ochenta días de entrada en vigencia de la presente ley, 
la formación de una comisión de juristas que tendrá como cometido la elaboración de 
un proyecto de "Código de Crímenes y Delitos Internacionales". 

84

https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/aresuelveref.aspx?DOCUMENTOINT,1314/art103/HTM/
https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp1675647.htm#art71


Ley Nº 18.315,  
de 5 de julio de 2008 

 
Ley de Procedimiento Policial 

________ 

TÍTULO I - PARTE GENERAL 

CAPÍTULO I - PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 1º.- (Del alcance de la presente ley).- Las disposiciones incorporadas a la 
presente ley se aplicarán al personal policial que cumple funciones ejecutivas, 
conforme al marco establecido por la Constitución de la República, los Tratados 
Internacionales sobre la materia ratificados por la República, la Ley Orgánica Policial y 
demás normas cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la Policía 
Nacional. 

Artículo 2º. (Atribuciones).- El servicio policial ejercerá, en forma permanente e 
indivisible, las actividades de observación, información, prevención, disuasión y 
represión. 

El objetivo de las actividades referidas es impedir y, en su caso, reprimir, la comisión 
de delitos, faltas o infracciones, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la Justicia competente en los plazos y condiciones 
legalmente establecidos, acompañando las pruebas correspondientes. 

El servicio policial también cumplirá las órdenes de libertad emitidas por la Justicia 
competente, y remitirá a los establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo estudio técnico, determine la 
autoridad penitenciaria. 

Artículo 3º. (Fases de la actuación policial).- Las fases del accionar de la policía son 
la observación, la prevención, la disuasión y, excepcionalmente, la represión cuando 
sea necesario para garantizar los derechos individuales de todos los habitantes de la 
República consagrados en el marco jurídico constitucional y legal vigente. 

A los efectos de esta ley: 

A) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva que tiene por finalidad 
detectar, analizar, procesar y utilizar información sobre situaciones que, 
eventualmente, puedan constituir actividades presuntamente ilícitas, incidir en la 
iniciación del proceso delictivo o alterar la seguridad ciudadana. 

B) Prevención policial es el conjunto de medidas técnico operativas para incidir en 
forma temprana sobre los factores que favorecen la violencia interpersonal y social y 
constituyen delitos, infracciones o faltas, disminuyendo los riesgos y posibilidades de 
ocurrencia de los mismos. 

C) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa que ejerce la policía cuando 
ya se ha instalado una situación que afecta la seguridad ciudadana que puede derivar 
en acciones ilícitas que generen daños mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la 
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policía deberá agotar los medios disuasivos adecuados que estén a su alcance, como 
el diálogo y la negociación con las personas involucradas. 

D) Represión es la acción policial que implica el uso de la fuerza física y las armas 
de fuego o cualquier otro medio material de coacción, en forma racional, progresiva y 
proporcional, a los efectos de restablecer el estado de cosas anterior a la conducta 
ilícita que lo ha alterado. 

E) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe cesar de inmediato, una 
vez que el orden haya sido restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. A partir de ese momento, se aplicarán las 
medidas de seguridad necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica o de otro 
tipo, a quien la necesite. 

Artículo 4º. (Principios de actuación policial).- 

1) En el cumplimiento de su deber, y como encargados de hacer cumplir la ley, el 
personal policial respetará y protegerá los derechos humanos de todas las personas. 

2) El personal policial tratará a todas las personas que requieran sus servicios de 
manera diligente, correcta y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por razones 
de edad, género, etnia, religión, posición económica o social, o de cualquier otra 
índole. 

3) En todo momento, el personal policial debe cumplir las obligaciones que le 
impone el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (Resolución 34/169, de 17 
de diciembre de 1979). 

Artículo 5º. (Procedimientos con niños, niñas o adolescentes).- 

A) En procedimientos con adolescentes infractores o, niños o niñas que vulneren 
derechos de terceros, la policía aplicará en su totalidad las normas de actuación 
contenidas en la presente ley, con excepción de los procedimientos especiales que 
disponga el Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley Nº 17.823, de 7 de setiembre 
de 2004) y de lo que expresamente se establezca sobre la materia en la presente ley. 

B) En procedimientos con niños, niñas o adolescentes con derechos vulnerados 
se actuará conforme a lo dispuesto por el referido Código, en estrecha coordinación 
con el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). 

C) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) dará cuenta de 
inmediato a la policía de las fugas de adolescentes infractores de la ley penal de los 
establecimientos a su cargo. 

Artículo 6º. (Comunicación inmediata al Juez competente).- En los casos señalados 
expresamente en esta ley, se entiende por comunicación inmediata aquella que 
contiene la información imprescindible para que el Juez pueda obtener una clara 
representación de lo actuado, contando con los elementos primarios necesarios para 
tomar la decisión que a su juicio corresponda. 

El plazo para la comunicación inmediata al Juez competente en estos casos, no 
podrá ser superior a las dos horas, contadas a partir del momento en que se produce 
la actuación policial. 
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CAPÍTULO II - EL MANDO POLICIAL 

Artículo 7º. (Concepto de disciplina).- La disciplina es la relación jurídica que vincula 
el derecho de mandar y el deber de obedecer. Es la base imprescindible para el 
cumplimiento orgánico profesional de las atribuciones de la Policía Nacional. 

Artículo 8º. (Manifestación de la disciplina y límites a la obediencia debida).- La 
disciplina policial se manifiesta en la subordinación de grado a grado y por el respeto y 
la obediencia sin dilaciones a la orden legítima del superior. 

El personal policial tiene especialmente prohibido cumplir órdenes manifiestamente 
ilegales o que atenten contra los derechos humanos o el sistema republicano 
democrático de gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden superior nunca 
será considerada como eximente o atenuante de responsabilidad. 

Artículo 9º. (Concepto de mando).- El mando es la facultad reglamentaria que tiene 
el superior sobre sus subordinados e implica la capacidad de tomar las decisiones 
adecuadas, desde el punto de vista técnico profesional, frente a cada circunstancia, 
con rapidez y seguridad. 

Artículo 10. (La autoridad del superior).- La autoridad del superior emana de la 
aceptación del deber y de su propio valor como profesional que aplica su autoridad en 
el marco y para el cumplimiento de la Constitución y de la ley. 

Artículo 11. (Concepto de subordinación).- La subordinación es la sujeción jurídica 
marcada por la dependencia orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es 
la primera obligación y cualidad del personal policial. 

Artículo 12. (Obediencia al superior en grado).- Todo integrante del personal policial 
debe obediencia al superior en el marco del artículo 8º de esta ley. A igualdad de 
grado, existe subordinación del policía de menor antigüedad hacia el funcionario más 
antiguo en lo que concierne al servicio. 

Artículo 13. (Relaciones de superioridad y dependencia).- 

A) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por la autoridad competente, 
de acuerdo a lo establecido en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la Ley 
Orgánica Policial. 

B) Jerarquía accidental o de destino: Se constituye por la superioridad que, en 
ciertos casos, corresponde a un integrante del personal policial sobre sus iguales en 
grado ordinario. La misma se ejerce por razón del lugar en que se encuentre y de las 
funciones que desempeñe. 

C) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al integrante del personal 
policial que ejerce la dirección de lo concerniente al desempeño de una diligencia o al 
servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, de autoridad sobre sus iguales en grado 
ordinario o accidental. 
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TÍTULO II - PARTE ESPECIAL 

CAPÍTULO I - DEL USO DE LA FUERZA FÍSICA, LAS ARMAS U OTROS MEDIOS 
DE COACCIÓN 

Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria).- El personal policial tendrá 
presente en todo momento que solamente se adoptarán las medidas de seguridad 
defensivas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumplimiento de su función, 
de acuerdo a la normativa vigente. 

Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes).- El personal 
policial tiene especialmente prohibido inflingir, instigar o tolerar torturas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el marco del artículo 8º 
de la presente ley, en ningún caso podrá invocar la orden de un superior o 
circunstancias especiales, como amenazas a la seguridad interna o inestabilidad 
política o social para justificar tales conductas, propias o de terceros. 

Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia policial).- El personal policial 
asegurará la plena protección de la salud e integridad física de quienes estén 
eventualmente bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas para 
proporcionar atención médica y/o psicológica cuando sea necesario. 

Artículo 17. (Uso de la fuerza).- El personal policial solamente podrá usar la fuerza 
legítima cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el 
desempeño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley. 

Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza).- El uso de la fuerza, incluyendo 
los distintos tipos de armas, debe ser moderado, racional, progresivo y proporcional, 
considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que se persiga. 

Artículo 19. (Uso de medios no violentos).- La policía en el desempeño de sus 
funciones utilizará medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, 
medios de coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente cuando los 
primeros resulten ineficaces o no garanticen el logro del resultado previsto mediante la 
acción policial. 

Artículo 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza).- La policía hará uso de la fuerza 
legítima para cumplir con sus cometidos cuando: 

A) No sea posible proteger por otros medios los derechos de los habitantes 
establecidos en la Constitución de la República. 

B) Se ejerza contra el personal policial o terceras personas violencia por la vía de 
los hechos o amenazas por persona armada, poniéndose en peligro su integridad 
física. 

C) Se oponga resistencia al accionar policial en allanamientos, lanzamientos y 
otras diligencias dispuestas por las autoridades competentes. 

D) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma los vehículos u otros 
medios de transporte, cuyos conductores no obedecieren la orden de detenerse dada 
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por un policía uniformado o de particular debidamente identificado, o cuando se violare 
una barrera o valla previamente establecida por la policía. 

E) No se pueda defender de otro modo la posición que ocupa, las instalaciones 
que proteja o las personas a las que deba detener o conducir o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 

F) Deba disolver reuniones o manifestaciones públicas que no sean pacíficas y 
cuando en las mismas participen personas armadas o que esgriman objetos de forma 
tal que puedan ser utilizados para agredir. 

En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se regirá estrictamente por lo 
dispuesto en los artículos 22 y 23 de la presente ley. 

Artículo 21. (Identificación y advertencia policial).- En las circunstancias establecidas 
en los artículos precedentes, el personal policial se identificará como tal y dará una 
clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, con tiempo suficiente para que 
los involucrados depongan su actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida o 
integridad física o para la de terceras personas. 

Artículo 22. (Límites para el empleo de las armas de fuego).- En el marco 
establecido por el artículo 20 de la presente ley, el uso de armas de fuego es una 
medida extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando una persona 
ofrezca resistencia armada al accionar policial o ponga en peligro la integridad física o 
la vida del personal policial actuante o de terceros y no se la pueda reducir o detener 
utilizando medios no letales. 

Artículo 23. (Empleo de armas de fuego).- Cuando el empleo de armas de fuego sea 
inevitable, conforme con lo dispuesto por el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 

A) Actuará con moderación y en proporción a la gravedad de la agresión o la 
conducta ilícita que se trate de reprimir. 

B) Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran causar al agresor. 

C) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y servicio médico a las 
personas heridas o afectadas. 

D) Procurará que los familiares de las personas heridas o afectadas tomen 
conocimiento de lo sucedido en el plazo más breve posible. 

Artículo 24. (Deber de informar).- Toda vez que un policía dispare su arma de fuego 
deberá informar de inmediato y por escrito a su superior. 

Se exceptúan de la presente disposición los disparos que se realicen con fines de 
instrucción en establecimientos policiales autorizados y equipados a esos efectos. 

Artículo 25. (Comunicación al Juez).- El superior responsable del servicio deberá 
enterar en forma inmediata al Juez competente (artículo 6º de la presente ley) del 
resultado de la labor desarrollada por la policía según lo dispuesto en el presente 
Capítulo. 
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CAPÍTULO II - DE LA COMUNICACIÓN A LA JUSTICIA 

Artículo 26. (Comunicaciones regulares a la Justicia).- Fuera de los casos 
expresamente establecidos en los que se aplica el mecanismo de comunicación 
inmediata dispuesto por el artículo 6º de la presente ley, las comunicaciones policiales 
regulares a la Justicia se realizarán según lo preceptuado por los artículos siguientes. 

Artículo 27. (Comunicación judicial. Procedimiento).- La comunicación con el Juez 
competente se hará a través del superior responsable del servicio, en principio en 
forma telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará en forma personal, ya sea 
por la relevancia de la noticia, porque así lo ordene el Juez o por cualquier otra 
circunstancia que razonablemente así lo amerite. 

Artículo 28. (Forma de documentar la comunicación judicial).- En todas las 
dependencias policiales que tengan contacto con la Justicia, habrá un libro de 
comunicaciones judiciales debidamente foliado. Una vez completado el mismo, se 
dispondrá su archivo para eventuales consultas futuras. 

Artículo 29. (Contenido de la comunicación).- Cada comunicación deberá contar con 
la siguiente información: fecha y hora de la misma, nombre y turno del magistrado 
receptor, breve y específica reseña del hecho que se comunica y resolución judicial 
con el correspondiente número si éste es proporcionado. Similar procedimiento se 
realizará cuando la comunicación proceda de la sede judicial, la que será consignada 
a los registros que a esos efectos se lleven. 

TÍTULO III - LA POLICÍA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 

CAPÍTULO I - DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 

Artículo 30. (Ponderación de los efectos de la intervención policial).- En toda 
circunstancia, el personal policial debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite 
generar un daño mayor al que pretende impedir. 

Artículo 31. (Alcances del concepto).- A los efectos de dar cumplimiento a lo 
estipulado en el artículo anterior, el personal policial está exento de responsabilidad 
cuando actúa en legítima defensa propia o de terceros; o en cumplimiento de la ley 
(artículos 26, 27 y 28 del Código Penal). 

CAPÍTULO II - DE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS, 
TESTIGOS Y PERSONAS QUE BRINDEN INFORMACIÓN CALIFICADA 

Artículo 32. (Derecho a recibir la adecuada protección).- Toda víctima, testigo o 
persona que brinde información calificada a la policía, tiene derecho a recibir la 
adecuada protección por parte de las instituciones competentes del Estado. 

Artículo 33. (Registro y archivo de información).- La policía deberá llevar un registro 
y archivo sobre la información a que se refiere el artículo anterior, procesándola y 
utilizándola para la prevención e investigación de hechos ilícitos. 

Artículo 34. (Información anónima).- La policía registrará también la información que 
tenga el carácter de anónima, lo que se deberá consignar como tal. 
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Artículo 35. (Carácter confidencial).- Toda información o denuncia de víctima, testigo 
o persona que brinde información calificada cuya identidad esté comprobada, se 
asentará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y secreta, sólo pudiéndose 
revelar la misma por orden de la Justicia competente. 

Artículo 36. (Derecho a la información).- La víctima tiene derecho a ser informada 
por la policía de todo lo actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de la Justicia competente. 

Cuando el denunciado o el denunciante sea funcionario policial, las autoridades 
competentes habrán de extremar las medidas de supervisión para garantizar el 
adecuado manejo de la información y de todo el proceso de intervención policial. 

Artículo 37. (Responsabilidad del personal policial).- El personal policial será 
responsable de las medidas que se le ordenen para la protección de víctimas, testigos 
y personas que brinden información calificada. 

CAPÍTULO III – DETENCIONES 

Artículo 38. (Concepto de detención).- Por detención se entiende privar de la libertad 
ambulatoria a una persona, haciéndose responsable de ella, conforme con lo 
establecido por el artículo 15 de la Constitución de la República y las leyes vigentes. 

Artículo 39. (Justificación de las medidas de seguridad policiales).- Las medidas de 
seguridad policiales son aquellas que impiden o limitan la libertad de movimientos de 
una persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán la integridad física o la 
dignidad de la persona detenida. 

Las medidas de seguridad se impondrán a una persona detenida exclusivamente por 
su propia seguridad, la del personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 

Artículo 40. (Seguridad del personal policial).- El personal policial debe llevar a cabo 
cualquier detención en forma eficiente y con el menor riesgo posible para su vida o 
integridad física o la de los efectivos que participen en el procedimiento, sin aplicar la 
fuerza en forma innecesaria u ostentosa. 

Artículo 41. (Seguridad de terceros).- En todas las detenciones se debe tener en 
cuenta la seguridad de personas ajenas al hecho que se encuentren presentes. 

Artículo 42. (Seguridad de las personas detenidas).- La fuerza física, medios de 
coacción o armas de fuego deben utilizarse por la policía tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles y deben cesar en forma inmediata una vez que la o las personas 
objeto del procedimiento de detención dejen de ofrecer resistencia, conforme con lo 
dispuesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley. 

Sección I - Identificación e identidad 

Artículo 43. (Solicitud de identificación).- En el marco de procedimientos que tienen 
por objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente o fugadas, 
la policía puede solicitar la identificación correspondiente a personas que 
razonablemente puedan coincidir con la requerida. A los efectos de confirmar la 
identidad manifestada por una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su 
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cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de 
documento idóneo para tal fin. 

En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona se niegue a identificarse 
(numeral 6º del artículo 360 del Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia 
policial y se dará cuenta de inmediato al Juez competente en los términos establecidos 
en el artículo 6º de la presente ley. 

En caso que la persona declare su identidad pero se tengan dudas fundadas sobre 
la veracidad de su declaración, o presente documentos o testimonios sobre los que la 
policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, ni se pueda, en 
el lugar, establecer la identidad por otros métodos alternativos, podrá ser conducida a 
la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, 
enterándose de ello, de inmediato, al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 6º de la presente ley. 

Sección II - Registro personal 

Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policía podrá realizar registros personales 
únicamente cuando de acuerdo a los criterios del numeral 1) del artículo 47 de la 
presente ley, exista flagrante actividad delictiva de la persona sometida a registro, o 
cuando, en el curso de un operativo policial debidamente dispuesto, existan motivos 
suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles 
para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, 
incluida la del personal policial interviniente o de terceros. El registro personal debe 
respetar en todo lo posible las limitaciones previstas en el artículo 55 de la presente 
ley, incluida la de ser realizado por persona del mismo sexo que la persona registrada, 
exceptuándose de este requisito sólo los casos, cuando no haya personal policial de 
dicho sexo en el lugar y resulte indispensable proceder al registro. En los casos del 
primer inciso de este artículo y con el mismo objetivo, podrá registrar bultos, bolsos, 
valijas, portafolios o similares que la persona transporte. 

Artículo 45. (Registros de vehículos).- La policía podrá registrar cualquier tipo de 
vehículo de transporte de personas o de carga en procura de elementos que puedan 
poner en riesgo la seguridad propia, la de terceros o la de objetos relacionados con la 
comisión de hechos ilícitos. 

Artículo 46. (Incautación de efectos).- Cuando en los procedimientos referidos en los 
artículos anteriores se incaute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas involucradas en el 
procedimiento, extendiéndose a estas últimas copia de la actuación correspondiente y 
enterando de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste resuelva. 

Sección III - Detención sin orden judicial y conducción policial 

Artículo 47. (Detención sin orden judicial).- La policía deberá detener, aun sin orden 
judicial: 

1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (artículo 111 del Código del 
Proceso Penal). Se entiende que hay delito flagrante: 

A) Cuando se sorprendiere a una persona en el mismo acto de cometerlo. 
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B) Cuando, inmediatamente después de la comisión de un delito, se sorprendiere 
a una persona huyendo, ocultándose, o en cualquier otra situación o estado que haga 
presumir su participación y, al mismo tiempo, fuere designada por la persona ofendida 
o damnificada o testigos presenciales hábiles, como partícipe en el hecho delictivo. 

C) Cuando, en tiempo inmediato a la comisión del delito, se encontrare a una 
persona con efectos u objetos procedentes del mismo, con las armas o instrumentos 
utilizados para cometerlo, o presentando rastros o señales que hagan presumir 
firmemente que acaba de participar en un delito. 

2) A toda persona que fugare estando legalmente detenida. 

Artículo 48. (Conducción de personas eventualmente responsables de un hecho 
delictivo).- 

1) La policía deberá conducir a dependencias policiales a cualquier persona si 
cuenta con motivos suficientes o fundados sobre su responsabilidad en un hecho con 
apariencia delictiva recientemente acaecido y exista riesgo de que pueda fugarse del 
lugar donde el mismo se ha cometido o incidir sobre eventuales elementos 
probatorios. En todo caso, se dará cuenta de inmediato al Juez competente, conforme 
con lo dispuesto por el artículo 6º de la presente ley. 

2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al numeral anterior, en 
procedimientos de investigación de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a 
ninguna persona ni testigos aun cuando se nieguen a concurrir voluntariamente a 
dependencias policiales sin la correspondiente orden del Juez competente. 

Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o conducida a ser informada).- Toda 
persona conducida o detenida deberá ser informada de inmediato del motivo de su 
detención o conducción. 

En la dependencia policial se documentará por escrito de dicha información, 
labrando el acta correspondiente que será firmada por la persona detenida o 
conducida. En caso que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 

Toda persona detenida o conducida tiene derecho a comunicar inmediatamente su 
situación a sus familiares, allegados o a un abogado. 

Artículo 50. (Familiares del detenido).- Los familiares del detenido incomunicado 
deberán ser informados por la policía respecto al lugar y la hora de detención, el 
Juzgado que interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro tipo de información 
requerida podrá proporcionarse, siempre y cuando lo autorice la Justicia competente, 
fuera de las hipótesis contenidas en los artículos 75 y 76 de la presente ley. 

CAPÍTULO IV - PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 

Sección I - Registro de personas detenidas y conducidas 

Artículo 51. (Constatación del estado de salud de la persona detenida o conducida).- 
En caso que una persona que registre ingreso como detenida o conducida en 
dependencias policiales se encuentre herida o en presunto estado de intoxicación por 
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alcohol u otro tipo de sustancia, la policía deberá solicitar apoyo médico para brindarle 
inmediata atención (artículo 16 de la presente ley). 

Artículo 52. (Libreta de personas detenidas y conducidas).- En las dependencias 
policiales se llevará una Libreta de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y 
foliada, donde se harán constar todos los datos filiatorios de las mismas, hora de 
entrada, motivo de la detención o conducción, antecedentes, requisitorias y señas 
físicas particulares que puedan ser útiles para su identificación. Posteriormente, si así 
correspondiere, se incluirán las resoluciones judiciales referentes a la situación de la 
persona detenida o conducida, hora de su puesta en libertad y autoridad judicial que la 
ordena o motivo de su procesamiento por dicha autoridad o cualquier otra derivación 
ordenada. 

Artículo 53. (Registro de valores).- A toda persona que registra entrada como 
conducida o detenida en una dependencia policial, se le debe solicitar que entregue 
sus pertenencias personales y todo aquello con lo cual se puede causar daño físico o 
causarlo a terceros, como cintos, cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros 
objetos similares. 

Artículo 54. (Registro personal).- Una vez cumplida con la actividad reseñada en el 
artículo anterior, la policía puede realizarle un registro personal a la persona detenida 
o conducida para contribuir a preservar la medida de seguridad establecida en dicho 
artículo. El procedimiento deberá realizarse exclusivamente en la dependencia policial. 

Artículo 55. (Limitaciones al registro de personas detenidas o conducidas).- El 
registro personal deberá practicarse con el mayor cuidado y respeto hacia la dignidad 
de la persona y realizarse exclusivamente por personal policial del mismo sexo de la 
persona. 

La policía no puede desnudar a una persona detenida o conducida ni revisar sus 
partes íntimas, salvo cuando se trate de una situación excepcional en que esté en 
riesgo la vida o la integridad física de la misma, enterando de inmediato al Juez 
competente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 6º de la presente ley. 

Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá realizarse exclusivamente por 
personal médico previa orden judicial y siempre que resulte estrictamente necesario y 
no exista medida alternativa alguna. 

Artículo 56. (Documentación de los valores y orden de entrada y registro).- Cada 
dependencia policial llevará una libreta como registro de valores, empastada y foliada. 
Se le extenderá copia de la constancia de los valores entregados a la persona 
detenida o conducida, donde constarán: sus nombres y apellidos completos, relación 
de valores y de efectos personales y su firma junto a la del personal policial actuante. 

Artículo 57. (Alojamiento de personas detenidas o conducidas).- El superior a cargo 
del servicio dispondrá del alojamiento adecuado para cada persona detenida o 
conducida, valorando su decisión según criterios técnico profesionales fundados, 
evitando la permanencia conjunta. 

El personal policial no debe permitir el contacto entre personas detenidas o 
conducidas mayores y menores de edad, como tampoco entre personas detenidas o 
conducidas de diferentes sexos. 
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Artículo 58. (Dependencias policiales especializadas en familia, mujer, niñez y 
adolescencia).- Las dependencias policiales especializadas adoptarán similares 
medidas de seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, sin perjuicio de lo 
que pueda disponer la Justicia competente. 

Artículo 59. (Limitaciones en el manejo de personas detenidas o conducidas).- El 
superior a cargo del servicio no permitirá el contacto de ningún tipo con personas 
detenidas o conducidas por parte de personal policial que no esté debidamente 
autorizado o supervisado. 

Artículo 60. (Trato con la persona detenida o conducida).- Está prohibido al personal 
policial utilizar palabras agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 

Artículo 61. (Actitudes prohibidas con personas detenidas o conducidas).- Está 
prohibido al personal policial utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o 
maltrato psicológico con las personas detenidas o conducidas. 

Artículo 62. (Orden de libertad).- Ninguna persona detenida por orden del Juez 
competente o con conocimiento de él, podrá ser puesta en libertad sin mediar orden 
judicial, la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que figurará la fecha, hora 
de salida y el magistrado de turno que la ordena. 

En caso de personas conducidas a dependencias policiales, se estará a lo que 
disponga el Juez competente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 6º 
de la presente ley. 

Sección II - Procedimientos de averiguación en dependencias policiales 

Artículo 63. (Interrogatorio en dependencia policial).- Se puede interrogar en 
dependencia policial a personas detenidas y conducidas, testigos, víctimas y 
denunciantes, para consignar el resultado en el parte policial que se eleva a la Justicia 
competente. 

El resultado del interrogatorio policial no tiene valor probatorio, sino que es indicativo 
de la actividad probatoria. 

Artículo 64. (Intervención de la defensa en dependencia policial).- La intervención de 
la defensa en dependencia policial se regirá por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal. 

En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la hora y motivo de la 
detención y sobre la hora de comunicación de la misma al Juez competente. 

Cuando se trate de procedimientos que involucren a adolescentes presuntamente 
infractores de la ley penal, se estará a lo dispuesto por el literal F) del artículo 74 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley Nº 17.823, de 7 de setiembre de 2004). 

Artículo 65. (Labrado de actas).- En toda circunstancia, el interrogatorio policial 
deberá ser recogido bajo acta firmada. 
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Artículo 66. (De los reconocimientos).- El Juez competente puede ordenar la 
realización de reconocimientos en dependencia policial. En ese caso, se seguirán las 
siguientes reglas: 

1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá previamente a la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se investiga, debiendo reconocerla desde 
un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 

2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar en una fila de varias 
personas de aspecto semejante. 

3) El testigo o la víctima, dirá si en la fila está la persona presuntamente 
involucrada en el hecho que se investiga y la señalará, manifestando las diferencias 
que encuentre con su percepción anterior. 

4) El personal policial actuante consignará en el parte el procedimiento seguido en 
el reconocimiento, enterando a la Justicia del resultado del mismo. 

5) En todos los casos, el personal policial deberá evitar cualquier tipo de contacto 
físico y/o visual entre la persona sometida a reconocimiento y el testigo o víctima. 

Artículo 67. (Limitaciones al reconocimiento).- No se podrán efectuar 
reconocimientos en la vía pública o fuera de la dependencia policial. 

Artículo 68. (Otras formas de reconocimiento).- Si no fuera posible efectuar el 
reconocimiento en forma personal, podrá solicitarse la colaboración de personal de 
Policía Técnica. 

Artículo 69. (Otros objetos de reconocimiento).- Para reconocer objetos vinculados al 
hecho ilícito investigado, como armas o ropa, entre otros, se procederá de la misma 
forma que la establecida en los artículos anteriores. 

Artículo 70. (Galería de fotos).- La policía podrá exhibir a los testigos, víctimas y/o 
denunciantes, una galería de fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho que se investiga. 

Artículo 71. (Solicitud de información por los medios de comunicación).- La policía 
podrá solicitar información al público, a través de los medios de comunicación, 
referente a personas extraviadas, fugadas o requeridas por la Justicia competente. 
Asimismo, podrá solicitar por los mismos medios cualquier otro tipo de información que 
pueda ser útil para esclarecer hechos que se investigan. 

El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o víctimas de delitos deberá ser 
autorizado por el Juez competente. 

Artículo 72. (Solicitud de cierre de fronteras, requisitorias y capturas).- Previa orden 
judicial, la policía podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias y órdenes 
de capturas, departamentales y nacionales, de aquellas personas presuntamente 
autoras de delitos o fugadas. 

Artículo 73. (Información e inteligencia policial).- La policía podrá realizar actividades 
de información e inteligencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 
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actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los artículos 1º a 4º de la 
presente ley. 

Artículo 74. (Archivo de antecedentes).- Exclusivamente a los efectos del 
cumplimiento de sus funciones de información e inteligencia, la policía podrá llevar un 
archivo de antecedentes de las personas que se encuentren vinculadas a actividades 
ilícitas, o que las practiquen o las hayan practicado en nuestro país o en el exterior, 
contando para ello con los mecanismos correspondientes de cooperación policial 
internacional. 

Sección III - La incomunicación 

Artículo 75. (Procedencia de la incomunicación).- Estrictamente como medida de 
urgencia, a los solos efectos de preservar la escena del hecho, la policía podrá 
disponer la incomunicación de la persona presuntamente responsable en el hecho 
investigado, como forma de evitar que se afecte la indagatoria o se incida sobre los 
elementos probatorios, enterando de inmediato al Juez competente, de acuerdo con el 
artículo 6º de la presente ley. 

Cuando se trate de procedimientos que involucren a adolescentes presuntamente 
infractores de la ley penal, se estará a lo dispuesto por los literales D) y G) del artículo 
74 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley Nº 17.823, de 7 de setiembre de 
2004). 

Artículo 76. (Concepto de la incomunicación).- La incomunicación de las personas 
presuntamente responsables en el hecho implica una medida de coerción personal por 
la que se les impide mantener contacto de cualquier tipo con terceros (incluidos sus 
familiares, otros testigos, abogados defensores, víctimas o allegados, entre otros), con 
la finalidad establecida en el artículo anterior. 

Artículo 77. (Régimen general).- Fuera de la hipótesis contenida en los artículos 75 y 
76 de la presente ley, serán de aplicación las normas pertinentes del Código del 
Proceso Penal. 

Sección IV - Detenidos en centros asistenciales 

Artículo 78. (Desempeño de la custodia).- El personal policial encargado de la 
custodia procurará armonizar su accionar con la actividad del centro asistencial, sin 
desmedro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad que le sean 
ordenadas respecto a la persona detenida que se encuentra custodiando. 

El personal policial asignado a la tarea no podrá abandonar la custodia bajo ninguna 
circunstancia, debiendo mantener contacto visual permanente con la persona 
detenida, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 84 de la presente ley. 

Artículo 79. (Equipo de custodia).- En el caso de que participen dos policías en la 
custodia, uno deberá permanecer constantemente en contacto con la persona 
detenida y otro se colocará fuera del recinto donde éste se encuentre. Los integrantes 
del equipo de custodia se mantendrán en permanente contacto radial y, 
eventualmente, lo harán con sus superiores. El relevo se hará en presencia de ambos, 
controlando debidamente los aspectos del servicio y su seguridad. 

Artículo 80. (Medidas de seguridad policiales).- Las medidas de seguridad respecto a 
una persona detenida en centro asistencial deberán disponerse por el superior a cargo 
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del operativo de conformidad con la autoridad del centro asistencial, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 84 de la presente ley. 

El personal policial está obligado a brindar a la persona detenida un trato adecuado y 
respetuoso de su dignidad. 

En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres detenidas en el trabajo de 
parto ni en el momento del mismo. 

Artículo 81. (Precauciones del personal asignado a la custodia).- En ninguna 
circunstancia el personal policial asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar 
abandonado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento quede al alcance 
del custodiado. 

Artículo 82. (Obligación de respetar la consigna).- El personal policial de servicio no 
deberá cumplir ninguna otra tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar la conversación con ésta. 

Artículo 83. (Discreción y reserva en el servicio).- El personal policial no deberá 
confraternizar con terceros ni brindar ningún tipo de información a médicos, visitas o 
personal del centro de asistencia sobre forma de traslado, horario, itinerario, operativo 
y demás, respecto a la persona detenida. 

Artículo 84. (Excepciones a las medidas de seguridad).- A pedido y bajo la 
responsabilidad de la autoridad del centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con 
un acto médico, el personal policial asignado a la custodia deberá liberar al detenido 
de las medidas de seguridad, previa autorización del superior a cargo del servicio. En 
ese momento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, al personal médico 
sobre el posible grado de peligrosidad de la persona custodiada. 

En caso de discrepancia del superior se dará cuenta inmediata al Juez competente, 
quien resolverá. 

Artículo 85. (Coordinación de las medidas de seguridad).- En el caso de que el acto 
médico sea coordinado con antelación, el personal policial asignado a la custodia 
enterará a sus superiores de inmediato, a los efectos de que se implementen las 
medidas de seguridad que correspondan. 

Artículo 86. (Relación con personal técnico o médico).- El personal policial asignado 
a la custodia no aceptará órdenes del personal técnico o médico en la medida que 
éstas comprometan el cumplimiento de su misión, excepto en lo dispuesto por el 
artículo 84 de la presente ley. En todo caso, se relacionará con dicho personal en 
forma respetuosa, enterando de inmediato al superior a cargo del servicio de 
producirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la tarea. 

Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, el superior a cargo del 
servicio dará cuenta de inmediato al Juez competente, quien resolverá en definitiva y 
bajo su más seria responsabilidad. 

Sección V - Traslado de personas detenidas 

Artículo 87. (Medidas de seguridad).- Toda persona detenida deberá ser trasladada 
con las medidas de seguridad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 
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Artículo 88. (Incomunicación).- Cuando se trate del traslado de dos o más personas 
detenidas, las mismas serán mantenidas en régimen de incomunicación. A estos 
efectos se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis definida en el artículo 
75 de la presente ley. 

Artículo 89. (Otras medidas de seguridad).- Cuando el traslado se realice en 
cualquier tipo de vehículo, deberá previamente procederse al exhaustivo registro del 
mismo para verificar que no se encuentren objetos que puedan facilitar la fuga de la 
persona detenida. 

Artículo 90. (Limitaciones a las medidas de seguridad).- En los traslados en 
vehículos las personas detenidas nunca serán esposadas a partes fijas de los mismos, 
a los efectos de preservar su integridad física en caso de que se produzca un 
accidente de tránsito. 

Artículo 91. (Traslado específico).- El vehículo para el traslado debe estar 
debidamente identificado como móvil policial, con excepción del utilizado para el 
traslado de personas detenidas que, por orden superior, requieran medidas 
excepcionales de seguridad. En todo caso, se deberá coordinar con la Justicia el 
procedimiento correspondiente. 

CAPÍTULO V - PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACIÓN DE DELITOS 

Sección I – Denuncia 

Artículo 92. (Concepto de denuncia). A los efectos de la presente ley, se entenderá 
por denuncia la mera toma de conocimiento por parte de la autoridad policial, a través 
de cualquier medio, de un hecho que determine su intervención, sin perjuicio de la 
actuación de oficio que procede en caso de in fraganti delito o toda vez que lo 
requieran las circunstancias del caso. 

En caso de denuncia anónima, previo a cualquier tipo de actuación, la policía deberá 
ponderar razonablemente todos los elementos de juicio a su disposición sobre los 
hechos denunciados, a los efectos de no causar ningún tipo de perjuicio a las 
personas indebidamente involucradas en los mismos. 

Artículo 93. (Carácter de denunciante).- Cualquier persona puede realizar una 
denuncia, incluso si es menor de dieciocho años de edad o no es la persona 
damnificada. 

Artículo 94. (Puesta en conocimiento).- Basta la simple mera puesta en conocimiento 
del hecho denunciado para que la policía deba actuar. 

Artículo 95. (Formalidad administrativa).- La formalidad administrativa de la denuncia 
puede ser previa, simultánea o posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 

La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor diligencia para impedir o 
reprimir cualquier hecho ilícito y luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la actuación primaria no 
debe impedir, bajo ninguna circunstancia, la actuación policial. 

Artículo 96. (Atención a la persona denunciante).- El personal policial no desestimará 
ninguna denuncia, aunque el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. En 
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todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al denunciante, tomando 
conocimiento del hecho y enterando a su superior, a los efectos que éste disponga el 
trámite que corresponda. 

Artículo 97. (Denuncia escrita).- Si el compareciente presenta denuncia escrita, la 
policía debe recibirla con las formalidades del caso y, oportunamente, enterar al Juez 
competente. 

Artículo 98. (No exigencia de denuncia escrita).- El personal policial no puede exigir 
en ningún caso una denuncia escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante enterará al superior a cargo del 
servicio, quien, en su caso, podrá enterar y/o consultar al Juez competente. 

Artículo 99. (Resolución de situaciones).- De plantearse algún conflicto o 
cuestionamiento con o por parte del denunciante, el personal policial actuante enterará 
de inmediato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las decisiones 
pertinentes, previa comunicación al Juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva en definitiva. 

Artículo 100. (Abstención de comentarios).- El personal policial se abstendrá de 
hacer comentarios sobre aspectos de la denuncia, presuntos autores u otro tipo de 
información relativa a la misma. 

Artículo 101. (Prioridades de actuación).- El personal policial no dispensará ningún 
tipo de tratamiento discriminatorio ni dará prioridad a los procedimientos sobre la base 
de la condición social, económica o de cualquier otra índole de la persona 
denunciante. 

El personal policial atenderá en forma inmediata los hechos denunciados que, por su 
gravedad, impliquen tomar medidas urgentes para asistir a la víctima, impedir la 
continuación de la actividad delictiva, preservar elementos probatorios o perseguir a 
los presuntos autores del ilícito. 

Artículo 102. (Identificación del personal policial actuante).- El personal policial 
actuante, a requerimiento de la persona denunciante, debe proceder a identificarse, 
proporcionando su grado, nombre y apellido y número de funcionario, así como 
exhibiendo la identificación que lo acredita como tal cuando le sea solicitada. 

Artículo 103. (Constancia).- La policía debe extender a toda persona que realiza una 
denuncia una constancia escrita de la misma. 

Artículo 104. (De la reserva de la denuncia).- La policía mantendrá absoluta reserva 
del desarrollo de la investigación a que diere lugar la denuncia y de la identidad de la 
persona denunciante, víctimas, testigos y otras personas presuntamente involucradas 
en los hechos denunciados. 

En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de la persona denunciante para 
realizar cualquier diligencia referida a los hechos denunciados. En caso que sea 
necesario convocar a la misma a la dependencia policial para ampliar o aclarar 
cualquier aspecto de la denuncia, la citación deberá realizarse por personal policial de 
particular o a través de comunicación telefónica si ello fuera posible, de forma tal que 
se garantice la máxima reserva para la seguridad de la persona denunciante y de su 
familia. 
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Artículo 105. (Denuncias que no determinen intervención policial).- En caso de 
denuncias que, prima facie, por su naturaleza no determinen la intervención policial, el 
policía actuante informará al superior a cargo del servicio. En caso de duda, se dará 
cuenta de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste disponga. 

Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a la persona denunciante la 
información necesaria respecto al organismo público o institución privada donde puede 
dirigir la denuncia referida. 

Artículo 106. (Falta de documento de identidad).- La falta de documento que permita 
identificar a la persona denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto al 
hecho denunciado. 

Artículo 107. (Responsabilidad de la policía).- Por los dichos y testimonios del 
denunciante, incluso indocumentado, se realizará el procedimiento correspondiente. 
En caso que los hechos denunciados sean falsos, no se configurará ningún tipo de 
responsabilidad respecto del personal policial actuante. 

Artículo 108. (Identificación de la persona denunciante indocumentada).- Cuando la 
persona denunciante esté indocumentada y no exista ningún otro medio de comprobar 
su identidad, deberá requerírsele, junto a su firma, la impresión dígito pulgar. 

Artículo 109. (Falta de documentación de los efectos involucrados en hechos 
denunciados).- No será impedimento para el accionar policial el hecho de que la 
persona denunciante carezca de la documentación de los bienes involucrados en los 
hechos denunciados. 

En estos casos, de producirse la recuperación de bienes involucrados en la 
denuncia, si la persona denunciante reconoce los mismos como de su propiedad, se 
enterará a la Justicia competente. 

De igual forma se procederá cuando exista toda la documentación necesaria de los 
bienes mencionados. 

Artículo 110. (Entrega bajo recibo).- Todas las devoluciones de bienes involucrados 
en los hechos denunciados que sean recuperados por la policía, se harán a su 
propietario bajo recibo. 

Artículo 111. (Formalidades administrativas del recibo).- En los recibos deberá 
hacerse constar el detalle de los bienes que se devuelven, la autoridad judicial que 
dispuso la devolución y las firmas del superior responsable del servicio y de la persona 
denunciante. 

Los recibos se confeccionarán en cuatro copias: original para el denunciante, copia 
para la Justicia competente y las restantes para archivo en la dependencia policial. 

Sección II - La escena del hecho 

Artículo 112. (Concepto de escena del hecho).- Se entiende por escena del hecho a 
los efectos de esta ley, el lugar físico donde ha ocurrido un hecho que determine la 
intervención policial. 
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Artículo 113. (Preservación de la escena del hecho).- La policía debe disponer las 
medidas necesarias para la preservación de la escena del hecho, enterando de 
inmediato al Juez competente. 

Artículo 114. (Intervención de la defensa en la escena del hecho y en las pericias 
realizadas por la Policía Técnica).- La intervención de abogados defensores en la 
escena del hecho y en las pericias a cargo de la Policía Técnica puede ser ordenada 
exclusivamente por el Juez competente. 

Artículo 115. (Personal policial responsable de la preservación de la escena del 
hecho).- El personal policial que llegue primero a la escena del hecho será 
responsable de su preservación. De inmediato enterará a sus superiores y solicitará el 
apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus primeras observaciones. 

Una vez constituido el Juez competente en la escena del hecho, éste dirigirá el 
cumplimiento de las diligencias respectivas. 

Artículo 116. (Primeras diligencias).- El personal policial deberá, antes que cualquier 
otra diligencia, prestar atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los primeros auxilios. De tener 
que movilizar el cuerpo, anotará la posición en que se encontraba el mismo y otros 
detalles que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 

Artículo 117. (Asistencia a la víctima y responsabilidad de la policía).- La policía no 
será responsable por la fuga del presunto autor del hecho que determine su 
intervención si debe asistir a la víctima en el caso de que no haya quien le preste 
auxilio o colaboración. 

Artículo 118. (Persecución del autor).- En caso de que la víctima cuente con auxilio 
de terceros o no lo necesite, sin descuidar la escena del hecho, la policía procederá a 
la detención del presunto autor del ilícito o a su persecución. 

Artículo 119. (Protección de los indicios).- El personal policial tomará los recaudos 
para impedir el deterioro de la escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. Para ello, deberá aislar la 
escena en un radio mayor al de la misma, mientras se produce la llegada al lugar de 
sus superiores, Policía Técnica y demás autoridades competentes. 

Artículo 120. (Facultades para detener o conducir).- Los procedimientos de 
detención y/o conducción de personas en la escena del hecho se regirán por lo 
dispuesto en los artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 

Artículo 121. (Incomunicación en la escena del hecho).- De ser necesario, el 
personal policial procederá a la incomunicación, como medida de urgencia (artículo 75 
de la presente ley), de los presuntos responsables a quienes identificará debidamente, 
procurando, en lo posible, mantenerlo en el lugar hasta la llegada del superior a cargo 
del servicio o del Juez competente. 

Artículo 122. (Intervención de peritos criminalísticos policiales).- Los peritos 
criminalísticos de la Policía Nacional podrán estar presentes en las pericias que se 
ordenen por la Justicia competente para el esclarecimiento de los hechos 
investigados. 
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Sección III - Allanamiento y registro domiciliario 

Artículo 123. (Principio general).- Entre la salida y la puesta del sol, solamente se 
podrá ingresar a una morada con orden escrita del Juez competente. En horas de la 
noche, se requiere el consentimiento de la persona adulta jefe o jefa de hogar (artículo 
11 de la Constitución de la República), sin perjuicio de la comunicación inmediata al 
Juez competente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 6º de la presente ley. 

Artículo 124. (Facultades de la orden de allanamiento).- La policía deberá conducir a 
dependencias policiales a las personas flagrantemente responsables de hechos 
delictivos que se encuentren en la morada allanada aunque la orden de allanamiento, 
no incluya la orden de detención, dando cuenta de inmediato al Juez competente, 
conforme al artículo 6º de la presente ley. 

Artículo 125. (Allanamiento sin presencia de personas mayores de edad o en 
ausencia de moradores).- Si el Juez ordena el allanamiento en una vivienda y no se 
encuentran personas mayores de edad en la misma, o en caso de ausencia total de 
sus moradores, la diligencia se realizará por el personal superior a cargo del servicio, 
dándose cuenta previamente al Juez competente. En todo caso se dejará constancia 
en acta de lo actuado con la firma de dos testigos, disponiéndose de un cerrajero para 
las diligencias del caso cuya actuación quedará documentada en el acta. 

Artículo 126. (Limitaciones y medidas de seguridad).- En todos los casos, se velará 
por la seguridad de las personas involucradas y se procurará ocasionar el menor daño 
posible a bienes u objetos que se encuentren en la morada allanada. Del resultado de 
lo actuado se enterará al Juez competente. 

Artículo 127. (Incautación en un allanamiento).- La orden de allanamiento debe 
autorizar la incautación de cualquier objeto o artículo vinculado a los hechos 
investigados que se encuentre en la morada o como resultado del registro personal de 
quienes se encuentren en el lugar, o sobre los cuales la policía cuente con motivos 
suficientes o fundados respecto a su origen ilícito. 

Artículo 128. (Acta de actuación e incautación).- En ocasión del procedimiento 
policial al que se refiere el artículo anterior se deberá labrar acta de lo actuado e 
incautado. 

Artículo 129. (Formas de documentar el procedimiento).- La policía puede utilizar 
equipos de grabación, videos, cámaras fotográficas u otros, sin obviar la intervención 
de Policía Técnica y solicitar el apoyo de grupos especiales, de ser necesario. 

Artículo 130. (Responsabilidad del superior).- Sin perjuicio de lo ya expuesto, será 
responsabilidad del superior a cargo del servicio: 

A) Planificar y comandar los allanamientos. 

B) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándoles cometidos específicos y 
señalándoles claramente los límites de su accionar. 

C) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más personal que el necesario. 

D) Prever el armamento y otros medios de intervención convenientes. 
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E) Asegurar los medios de comunicación. 

F) Velar por la seguridad de las personas involucradas, el personal policial y los 
terceros circundantes. 

Artículo 131. (Limitaciones al uso de la fuerza).- El superior a cargo del servicio 
también deberá actuar de acuerdo a las siguientes disposiciones: 

A) No permitirá que se esgriman armas sin causa justificada, ni que se exagere el 
uso de la fuerza o que el personal subalterno tenga actitudes violentas o 
inconvenientes. 

B) Extremará su control cuando hayan menores de edad en el lugar. 

C) En todo momento el personal subalterno actuará mediante sus órdenes. 

Artículo 132. (Límites de tiempo. Vigencia).- Las limitaciones establecidas en el 
artículo 202 del Código del Proceso Penal no regirán cuando el registro o inspección 
se efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 del Código del 
Proceso Penal). 

Artículo 133. (Control y prevención).- Los lugares comerciales, de reunión o de 
recreo con acceso público, podrán ser inspeccionados sin orden judicial. Cumplida la 
diligencia, se informará de inmediato al Juez competente. 

Artículo 134. (Inspecciones oculares).- La policía está facultada a efectuar 
inspecciones oculares en los locales destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles 
y afines, con el fin de comprobar los movimientos de población flotante y verificar la 
identidad de los pasajeros. El ingreso a las habitaciones de los huéspedes se regirá 
por lo dispuesto en la Sección III del Capítulo V de la presente ley. 

Sección IV - Prestación de garantías 

Artículo 135. (Concepto).- Por prestación de garantías se entiende el apoyo que 
presta la policía a requerimiento de autoridades públicas nacionales o 
departamentales para el cumplimiento de diligencias específicas. 

Del mismo modo, integra el concepto de prestación de garantías el apoyo que presta 
la policía a solicitud de cualquier persona física o jurídica con la anuencia del Juez 
competente. 

Artículo 136. (Orden del superior a cargo del servicio).- Si la prestación de garantías 
la realiza el personal subalterno, la cumplirá siempre a partir de la orden del superior a 
cargo del servicio, el que deberá proporcionarle directivas precisas y concretas para su 
cumplimiento, asignándole el apoyo que fuere necesario. 

Artículo 137. (Tipos de prestación de garantías).- El superior a cargo del servicio 
ordenará una prestación de garantías: 

A) De oficio, para evitar un daño superior al que se pretende evitar. 

B) A requerimiento de autoridades públicas nacionales o departamentales. 
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C) Por orden de la Justicia competente. 

D) A iniciativa de la policía y con autorización de la Justicia competente. 

E) A requerimiento de una o más personas físicas o jurídicas, siempre que medie 
autorización judicial. 

Artículo 138. (Responsabilidad de las operaciones).- En los casos que la prestación 
de garantías obedezca a las causales identificadas en los literales B), C), D) y E) del 
artículo 137 de la presente ley, una vez solicitada la misma el personal policial 
solamente cumplirá las órdenes operativas emitidas por el superior a cargo del 
servicio. 

El superior a cargo del servicio asumirá la responsabilidad exclusiva de la 
planificación y operación de las acciones que estime adecuadas disponer de acuerdo 
a las circunstancias del caso. 

Artículo 139. (Actuación de la policía).- El superior a cargo del servicio advertirá al 
personal actuante que no debe tomar posición a favor de una de las partes en 
conflicto, indicándole con claridad los límites de su accionar. 

Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe ser imparcial. Ello implica 
actuar en forma objetiva, ajustado a las directivas que le fueran impartidas, no 
involucrándose en la problemática del procedimiento. 

Artículo 140. (Control del superior a cargo del servicio).- El superior a cargo del 
servicio controlará lo actuado dejando debida constancia en el parte policial y 
enterando a la Justicia competente. 

CAPÍTULO VI - PROCEDIMIENTOS DE PREVENCIÓN Y CONTROL EN 
VEHÍCULOS Y CONDUCTORES 

Sección I - Control de vehículos y conductores 

Artículo 141. (Facultades de la policía).- La policía puede realizar los controles, 
registros y detención de vehículos, en cumplimiento de sus funciones de prevención, 
como encargada de hacer cumplir la ley y como auxiliar de la Justicia. 

Artículo 142. (Espirometría).- Se puede investigar a cualquier persona que conduzca 
un vehículo ante la eventual presencia y concentración de alcohol u otras drogas en su 
organismo a través del procedimiento de espirometría. Al conductor que se rehusare a 
los exámenes antes referidos se le retendrá la licencia de conducir y se le advertirá 
que la negativa supone presunción de responsabilidad en la violación de las normas 
de reglamentación de tránsito. 

Artículo 143. (Casos de accidentes graves o fatales).- Cuando ocurran accidentes de 
tránsito con víctimas o fallecidos, se someterá preceptivamente a los conductores de 
los vehículos involucrados a los exámenes mencionados en el artículo anterior. 

Artículo 144. (De las pruebas corporales).- De ser necesarias pruebas corporales 
(sangre, orina, semen, cabello, piel, ADN u otras), las mismas deben ser ordenadas 
por el Juez competente y practicadas por los peritos que éste designe. 

105



Artículo 145. (Aliento alcohólico).- Constatada la existencia de aliento alcohólico en 
el conductor de un vehículo, la policía puede impedirle reanudar la marcha y 
conducirlo a la dependencia policial para someterlo a la prueba de espirometría, 
enterando al Juez competente del resultado de la misma y estándose a lo que éste 
disponga. 

Artículo 146. (Controles de rutina).- La policía podrá llevar a cabo la prueba de 
espirometría en el lugar de la detención del conductor. En caso que el mismo no 
supere los límites permitidos según las normas vigentes, se autorizará al conductor 
intervenido a reanudar la marcha, debiéndose dejar constancia de lo actuado. 

Artículo 147. (Casos de presunta ebriedad del conductor).- En los casos que se 
presuma la ebriedad de un conductor, la policía podrá detenerlo y someterlo al 
procedimiento antes reseñado, enterando de inmediato al Juez competente, y 
estándose a lo que éste disponga. 

 

Sección II - Persecución y detención de vehículos sospechosos 

Artículo 148. (Responsabilidad del superior responsable del servicio).- El superior 
responsable del servicio deberá instruir adecuadamente al personal subalterno 
respecto a que las acciones a que se refiere la presente sección se desarrollarán en el 
marco de lo dispuesto por el artículo 40 de la presente ley. 

Artículo 149. (Actitudes prohibidas del personal policial).- Conforme con lo dispuesto 
por el artículo anterior, el personal policial no debe asumir este tipo de procedimiento a 
partir de impulsos personales, fuera del marco de cumplimiento de las órdenes 
recibidas. En todo caso debe asumir su obligación de evitar daños mayores a los que 
pretende evitar y tener presente que siempre deberá rendir cuenta del resultado de su 
accionar. 

Artículo 150. (Uso del arma de fuego y de otros medios).- Sólo se podrá usar el arma 
de fuego, la fuerza física u otros medios de coacción, estrictamente de acuerdo con lo 
dispuesto por el Capítulo I del Título II de la presente ley. 

Artículo 151. (Responsabilidad del superior a cargo del procedimiento).- El superior a 
cargo del procedimiento deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponiendo 
del apoyo armado pertinente al personal que tomará contacto directo con los 
presuntos infractores. Será responsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 

Artículo 152. (Advertencia policial).- La policía procurará, en todos los casos, advertir 
al conductor del vehículo que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policía del personal actuante. 

Artículo 153. (Precaución).- En el momento de disponerse a la persecución de un 
vehículo, es indispensable que la policía se asegure que el mismo está requerido o 
que existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en un hecho delictivo. 

Artículo 154. (Mesa Central de Operaciones).- En todos los casos de persecución se 
informará inmediatamente a la Mesa Central de Operaciones, proporcionando la 
mayor cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se procurará no perder de vista el 
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vehículo involucrado para, con el apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la 
detención de la manera menos riesgosa posible. 

Artículo 155. (Límites de velocidad).- El personal policial que participa en el 
procedimiento no debe exceder los límites razonables de velocidad en la persecución 
de un vehículo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo policial. 

Artículo 156. (Responsabilidad en el procedimiento).- Si se pierde de vista el 
vehículo perseguido se informará de ello a la Mesa Central de Operaciones. El 
personal policial actuante no será responsable si dicho resultado es la consecuencia 
de un accionar que haya priorizado evitar un daño mayor al que se pretende evitar. 

Artículo 157. (Uso del sistema de emergencias).- Previa comunicación y autorización 
de la Mesa Central de Operaciones, se hará uso discrecional de los sistemas de 
emergencias, recordando siempre que ello no exime al personal policial actuante de 
responsabilidad en caso de accidentes o daños, conforme a la normativa de tránsito 
vigente. 

CAPÍTULO VII - ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS U OTROS MEDIOS 

Artículo 158. (Concepto de equipo reglamentario).- Por equipo reglamentario, a los 
efectos de esta ley, se entiende todo aquel que está expresamente establecido y 
ordenado en un reglamento orgánico. 

Artículo 159. (Armas de fuego de uso reglamentario en la policía).- Las armas de 
fuego de uso reglamentario son exclusivamente aquellas que las autoridades 
competentes del Estado proveen al personal policial según su jerarquía y especialidad 
operativa. Pueden distinguirse en armas cortas o largas, automáticas o no. 

Artículo 160. (Armas de fuego prohibidas).- Está expresamente prohibido el uso de 
armas de fuego que no sean las que proveen las autoridades competentes del Estado, 
ni aquellas cuyo calibre y munición no esté debidamente reglamentado para el 
servicio, salvo expresa y fundada autorización por escrito del comando policial 
respectivo. 

Artículo 161. (Otras armas de uso reglamentario).- Está autorizado el uso del bastón 
policial o "tonfa", conforme a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y uso. 

Artículo 162. (Otras armas prohibidas).- Queda prohibido terminantemente el uso de 
cualquier otro tipo de arma contundente, como ser: cachiporras de metal (de las 
llamadas extensibles), con bola de metal en su extremo, y otras. Tampoco se permite 
el uso de cualquier otra arma que no esté reglamentada o autorizada por el comando 
policial respectivo, aun en los casos que su venta sea libre al público. 

Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo de arma para el servicio, 
como cuchillos, hachas o similares, salvo en aquellas unidades policiales especiales 
(bomberos, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser autorizados a ello 
por el comando policial respectivo. 

Artículo 163. (Uso de gas químico u orgánico).- Se autoriza el uso de gas químico u 
orgánico en la medida que sea provisto al personal por las autoridades competentes 
del Estado y esté autorizado su uso por el comando policial respectivo. 
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Artículo 164. (Uso racional y responsable).- Del uso racional, necesario y 
proporcional del gas químico u orgánico será responsable el personal policial actuante, 
el que deberá recibir instrucción previa al respecto. 

Artículo 165. (Uso de equipamiento neutralizante no letal).- El personal policial está 
autorizado para la utilización del equipamiento neutralizante no letal denominado "stun 
guns" y "stun baton", con función de disuasión, defensa y protección. 

Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el personal policial, previa capacitación, 
y en aquellos casos o situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a un 
individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin de evitar un daño propio o 
ajeno. 

Los distintos servicios, en particular los establecimientos carcelarios y centros de 
reclusión del país y las correspondientes unidades ejecutoras, instruirán al personal 
sobre la forma y condiciones de la utilización de los mismos, así como también 
dispondrán quiénes están autorizados a emplearlos. 

Artículo 166. (Uso de esposas como medio de contención y defensa).- Está 
autorizado el uso de esposas. Las mismas no se consideran un arma sino un medio de 
contención. 

En caso de ser necesario para evitar daños al personal policial o terceros, podrán 
utilizarse esposas en adolescentes detenidos por su participación en hechos 
tipificados como infracciones a la ley penal. 

Artículo 167. (Otros medios de protección).- Está autorizado el uso de cascos, 
escudos, chalecos y todo otro tipo de protección no agresiva para la seguridad de los 
policías actuantes. 

Artículo 168. (Uniformes, insignias, distintivos jerárquicos y otros).- Su uso se regirá 
por el reglamento de uniformes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades 
policiales. 

Artículo 169. (Uso de otros uniformes).- Se autoriza el uso de uniformes "orgánicos", 
"de tareas" o "internos" para unidades especiales o centros docentes policiales. 

CAPÍTULO VIII - APLICACIÓN Y OBSERVANCIA DE LA PRESENTE LEY 

Artículo 170. (Responsabilidades por incumplimiento).- El incumplimiento de las 
normas establecidas en la presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las responsabilidades 
penales y/o civiles que puedan determinarse por la Justicia. 

Específicamente, el incumplimiento de las normas de naturaleza prohibitiva 
constituye falta grave a los efectos disciplinarios. 

Artículo 171. (Capacitación e información).- El Ministerio del Interior tiene la 
obligación de capacitar e informar adecuadamente al personal policial para el 
cumplimiento de las responsabilidades que le impone la presente ley. 

Artículo 172. (Denuncias por mal funcionamiento del servicio policial).- El Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento de presentación, recepción e investigación de 
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denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Ministerio del Interior, en cualquier 
caso de mal funcionamiento del servicio policial por acción u omisión del personal 
actuante. 

CAPÍTULO IX - DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 

Artículo 173. (Derogaciones).- Se derogan todas las disposiciones legales y 
reglamentarias que se opongan a lo dispuesto en la presente ley. 
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Ley Nº 19.436, 
de 28 de octubre de 2016 

________ 

Artículo 1º.- lncorpórase al artículo 266 de la Ley Nº 19.293, de 19 de diciembre de 
2014, Código del Proceso Penal, los siguientes numerales: 

  

“266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de 

formalización, el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que 

deberá celebrarse en un plazo no mayor a veinte días”.          

  
“266.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la víctima si 

hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 

  a) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 

  

b) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima de 

acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los artículos 216 y 

siguientes de este Código. 

  

La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al proceso y 

dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la República). Cuando 

se produzca en causa en la que pueda recaer pena de penitenciaría, tendrá el 

efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la República”. 

Artículo 2º.- Sustitúyense los artículos 79.4, 97, 127, 160, 166, 224, 266.1, 268 a 270 
y 271.2 de la Ley Nº 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, 
los que quedarán redactados de la siguiente forma: 

  

“79.4 A las víctimas carentes de recursos que así lo soliciten, se les proporcionará 

asistencia letrada mediante defensor público o a través de consultorios jurídicos de 

universidades públicas o privadas. 

  
El Poder Judicial podrá realizar convenios con las universidades públicas y privadas 

a tales efectos”. 

  

“ARTÍCULO 97. (Procedimiento de oficio).- En los delitos de violación, atentado 

violento al pudor, corrupción, estupro, rapto, traumatismo y lesiones ordinarias 

intencionales, se procederá de oficio en los siguientes casos cuando: 

  

a) el hecho haya sido acompañado por otro delito en que deba procederse de 

oficio; 

  

  
b) la persona agraviada careciere de capacidad para actuar por sí en juicio y no 

hubiere persona legitimada para instar; 
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c) el delito fuere cometido por los padres, tutores, curadores, guardadores o 

tenedores de hecho o de derecho o con abuso de las relaciones domésticas o 

de la cohabitación; 

  d) la persona agraviada fuere menor de dieciocho años; 

  
e) el delito fuere cometido por quien tuviere respecto de la persona agraviada 

responsabilidad en la atención de su salud o educación; 

  
f) la persona agraviada estuviere respecto de quien cometió el delito en una 

relación de dependencia laboral; 

  g) la persona agraviada estuviere internada en un establecimiento público”. 

  
“ARTÍCULO 127. (De la acusación).- La acusación se ajustará formalmente a las 

prescriptas para la sentencia, en lo pertinente. 

  Deberá contener: 

  a) la identificación del enjuiciado; 

  b) la relación circunstanciada de los hechos; 

  c) los medios de prueba a emplear; 

  d) la calificación legal de tales hechos; 

  
e) la participación atribuida al enjuiciado o cada uno de ellos, en caso de 

corresponder; 

  
f) las circunstancias atenuantes y agravantes que existan en favor o en contra de 

ellos; 

  
g) el pedido de la pena a recaer y, en su caso, las medidas de seguridad que 

correspondieren. 

  

  La acusación solo podrá referirse a hechos y personas incluidos en la 

formalización de la investigación, aunque se efectuare una distinta calificación 

jurídica”. 

  “ARTÍCULO 160. (Testigos menores de dieciocho años de edad).- 

  

160.1 El interrogatorio de los testigos menores de dieciocho años, será conducido 

por el tribunal sobre la base de las preguntas presentadas por el fiscal y la defensa. 

Podrá recurrirse al asesoramiento de un psicólogo forense u otro profesional 

especializado. Por regla general no podrán ser interrogados directamente por las 

partes. 

  160.2 A los efectos de contemplar sus derechos y brindar su testimonio en el 
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proceso, deberán adoptarse una o más de las siguientes medidas: 

  
a) pantallas de cristal para ocultar al testigo del imputado u otros elementos que 

constituyan barrera física con el mismo efecto; 

  
b) prestar testimonio desde una sala adyacente al tribunal a través de un circuito 

cerrado de televisión u otra tecnología con similar efecto; 

  
c) recepción en privado, excluyéndose al público y a los medios de prensa de la 

sala del tribunal; 

  

d) examen del testigo a través de un intermediario designado por el tribunal, con la 

función de ayudarlo a comprender el interrogatorio. Esta medida será tenida 

especialmente en cuenta tratándose de menores de doce años de edad; 

  

e) presencia de un acompañante como apoyo emocional, mientras el testigo presta 

testimonio. Este puede ser cualquier adulto en quien él confíe, siempre que no 

sea parte, testigo u otro sujeto del proceso”. 

  “ARTÍCULO 166. (Procedencia).- 

  

166.1 Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieren 

discrepado sobre hechos o circunstancias importantes. El imputado también podrá 

solicitarlo, pero no podrá ser obligado a carearse. 

  

166.2 No procederá el careo entre el imputado y la víctima, así como tampoco el 

careo entre el imputado y los testigos referidos en los artículos 161 a 163 de este 

Código”. 

  

“ARTÍCULO 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Iniciado el 

proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la prisión 

preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba de la existencia del hecho y de 

la participación del imputado y elementos de convicción suficientes para presumir 

que intentará fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación o 

que la medida es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad 

(artículo 15 de la Constitución de la República)”. 

  

“266.1 Concluida la indagatoria preliminar, si de ella resulta que se ha cometido un 

delito y que están identificados sus presuntos autores, coautores o cómplices, el 

fiscal deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la 

convocatoria a audiencia de formalización”. 

  

“ARTÍCULO 268. (Acusación o sobreseimiento).- Desde la notificación del auto que 

admite la solicitud fiscal de formalización de la investigación, el Ministerio Público 

tendrá un plazo de treinta días, perentorio e improrrogable, para deducir acusación 

o solicitar el sobreseimiento. 

  
Si se solicitara el sobreseimiento será aplicable lo dispuesto en los artículos 129, 

130 y 132 de este Código”. 
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“ARTÍCULO 269. (Traslado de la acusación).- Deducida acusación por parte del 

Ministerio Público, se conferirá traslado al defensor. 

  
El defensor deberá evacuarlo en un plazo de treinta días, perentorio e 

improrrogable. 

  
Si hubiere varios enjuiciados con diversos defensores, el plazo para evacuar el 

traslado será común a todos ellos”. 

  “ARTÍCULO 270. (Audiencia de juicio).- 

  

270.1 Recibida la contestación de la acusación o vencido el plazo para hacerlo, el 

tribunal admitirá los medios de prueba propuestos y dispondrá su diligenciamiento 

en los casos que correspondan, rechazando aquellos manifiestamente innecesarios, 

inadmisibles o inconducentes. 

  

270.2 La prueba ofrecida será recibida en audiencia, a la que serán citadas las 

partes y la víctima si hubiere comparecido a la audiencia de formalización. Dicha 

audiencia deberá celebrarse en un plazo no mayor a treinta días, desde recibida la 

contestación o vencido el plazo para hacerlo. En la misma el tribunal solo podrá 

formular preguntas aclaratorias o ampliatorias. 

  

Esta audiencia podrá prorrogarse de oficio o a petición de parte, si faltare diligenciar 

alguna prueba que deba ser cumplida fuera de la audiencia, siempre que el tribunal 

la considere indispensable, en cuyo caso arbitrará los medios necesarios para que 

esté diligenciada en la fecha fijada para la reanudación de la audiencia. 

  

270.3 El Ministerio Público podrá ampliar la acusación, por inclusión de hechos 

nuevos que no hubieren sido mencionados en aquella y que resulten relevantes 

para la calificación legal. 

  

En tal caso, se hará conocer al imputado los nuevos hechos que se le atribuyen y el 

juez dará vista a la defensa quien tiene derecho a pedir la suspensión de la 

audiencia para ofrecer nuevas pruebas, otorgándole un plazo de tres días. 

  

Cuando este derecho sea ejercido, el tribunal podrá suspender la misma por un 

plazo de hasta quince días, según la complejidad de los nuevos hechos y la 

necesidad de la defensa. 

  
La corrección de simples errores materiales se podrá realizar durante la audiencia 

sin que sea considerada una ampliación. 

  
270.4 Concluida la recepción de pruebas, el juez mandará alegar por su orden al 

Ministerio Público y a la defensa. 

  
270.5 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en esa 

oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 

  Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere pronunciar la 

decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia por un plazo no 
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mayor a quince días para dictar la sentencia con sus fundamentos”. 

  

“271.2 La sentencia interlocutoria dictada conforme a lo dispuesto en el 

artículo 266.6 de este Código, admite el recurso de apelación sin efecto suspensivo. 

Si se dispone el archivo de las actuaciones, la resolución será apelable con efecto 

suspensivo”. 

Artículo 3º.- Sustitúyese el Título II del Libro II de la Ley Nº 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 

  “TÍTULO II 

  
DEL PROCESO ABREVIADO 

 

 

ARTÍCULO 272. (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el 

juzgamiento de hechos cuya tipificación por el Ministerio Público dé lugar a la 

aplicación de una pena mínima no superior a seis años de penitenciaría o de una 

pena de otra naturaleza, cualquiera fuere su entidad. 

  

Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen 

y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su 

conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados 

no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 

  
En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 

prueba en contra de los restantes. 

  
ARTÍCULO 273. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido 

en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 

  

273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 

acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 

aplicación del proceso abreviado. 

  

273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el 

imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la 

pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable 

al caso concreto. 

  

273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 

artículo 272 de este Código así como que el imputado hubiere prestado su 

conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si 

entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su 

inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será 

vinculante para el Ministerio Público y la aceptación de los hechos y de los 

antecedentes de la investigación por parte del imputado se tendrá por no formulada. 
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273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 

condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 

Público”. 

Artículo 4º.- Sustitúyense los artículos 274 y 275 del Título III del Libro II “Del 
Proceso en Materia de Faltas” de la Ley Nº 19.293, de 19 de diciembre de 2014, 
Código del Proceso Penal, los que quedarán redactados de la siguiente forma: 

  

“ARTÍCULO 274. (Ámbito de aplicación).- Las faltas se rigen por lo dispuesto en el 

Libro III del Código Penal y sus modificaciones consagradas por la Ley Nº 19.120, 

de 20 de agosto de 2013”. 

  
“ARTÍCULO 275. Será de aplicación al proceso en materia de faltas lo dispuesto en 

la Ley Nº 19.120, de 20 de agosto de 2013”. 

Artículo 5º.- Dispónese que las referencias efectuadas en la Ley Nº 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, a la audiencia preliminar deberán 
entenderse realizadas a la audiencia de formalización o a la audiencia de juicio, según 
corresponda. 

Artículo 6º.- Incorpórase a la Ley Nº 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del 
Proceso Penal, el Libro VI, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
“LIBRO VI  

 
VÍAS ALTERNATIVAS DE RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO 

 
TÍTULO I 

 
MEDIACIÓN EXTRAPROCESAL 

  ARTÍCULO 382. (Mediación extraprocesal).- 

  

382.1 Cuando se trate de conductas con apariencia delictiva que no revistan 

gravedad, el Ministerio Público puede derivar el caso a formas extraprocesales de 

resolución de ese conflicto. 

  
382.2 El Poder Judicial tendrá competencia en la resolución del caso, a través de la 

mediación extraprocesal. 

  

382.3 Para dar inicio al proceso restaurativo se requiere de la conformidad 

manifiesta del presunto autor y de la presunta víctima, quienes deben ser preceptiva 

y oportunamente informados por el funcionario a cargo. 

  
382.4 En caso de llegar a un acuerdo de reparación el Poder Judicial controlará su 

cumplimiento. 

  382.5 El Poder Judicial llevará un registro que especificará los acuerdos no 

alcanzados, los acuerdos alcanzados, los acuerdos alcanzados y cumplidos, así 
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como los acuerdos alcanzados e incumplidos. 

  
382.6 Las partes del proceso restaurativo están eximidas de concurrir con 

asistencia letrada. 

 
TÍTULO II 

 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO  

  

ARTÍCULO 383. (Oportunidad).- Desde la formalización y hasta el vencimiento del 

plazo para deducir acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal, con el acuerdo del 

imputado, podrá solicitar al tribunal en forma fundada y bajo su responsabilidad 

funcional (artículos 24 y 25 de la Constitución de la República), la suspensión 

condicional del proceso a cambio de condiciones u obligaciones. La suspensión 

procederá cuando no exista interés público en la persecución y cuando la gravedad 

de la culpabilidad no se oponga a ello. 

  
ARTÍCULO 384. (Procedencia).- La suspensión condicional del proceso no 

procederá en los siguientes casos: 

  
a) cuando la pena mínima prevista en el tipo penal supere los tres años de 

penitenciaría; 

  b) cuando el imputado se encuentre cumpliendo una condena; 

  c) cuando el imputado tuviera otro proceso con suspensión condicional en trámite. 

  

ARTÍCULO 385. (Procedimiento).- Una vez convenida la suspensión condicional del 

proceso, el fiscal en audiencia informará de forma fundada al juez competente sobre 

las condiciones del acuerdo. En lo que refiere al acuerdo alcanzado, el juez 

controlará que el imputado haya prestado su consentimiento en forma libre, 

voluntaria y que haya sido debidamente instruido del alcance del instituto y de las 

obligaciones que asume. 

  El juez podrá rechazar la suspensión propuesta cuando: 

  a) concurra alguno de los impedimentos establecidos en el artículo anterior; 

  

b) cuando las condiciones u obligaciones acordadas atenten contra los derechos 

humanos o menoscaben la dignidad del imputado. 

  

  
Al decretar la suspensión condicional del proceso, el juez no podrá modificar las 

condiciones u obligaciones acordadas entre el Ministerio Público y el imputado. 

  
ARTÍCULO 386. (Condiciones y obligaciones).- Pueden acordarse de forma 

conjunta o subsidiaria, entre otras, las siguientes condiciones u obligaciones: 

  a) residir en un lugar específico; 
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b) no acercarse a determinadas personas o lugares, o someterse a un régimen de 

vigilancia; 

  
c) llegar a un acuerdo de reparación material o simbólica con la víctima, a través 

de conciliación o mediación; 

  d) realizar prestaciones en beneficio de la comunidad; 

  e) someterse a tratamientos médicos o psicológicos; 

  
f) someterse a tratamientos de desintoxicación relativos al alcohol u otras drogas 

legales o ilegales; 

  
g) comprometerse a finalizar el ciclo de educación básica o incorporarse a un 

curso de capacitación, que debe ser cumplido efectivamente; 

  
h) prestar determinados servicios en favor del Estado u otra institución pública o 

privada; 

  i) no poseer ni portar armas; 

  j) no conducir vehículos por un tiempo determinado; 

  k) cumplir efectivamente con las obligaciones alimentarias que correspondan; 

  
l) colaborar de forma seria y comprometida en un eventual tratamiento psicológico 

para la recuperación de las víctimas como consecuencia del delito; 

  
m) otras de carácter análogo que resulten adecuadas en consideración al caso 

concreto. 

  

ARTÍCULO 387. (Plazo de cumplimiento de las condiciones).- El plazo de 

cumplimiento de las condiciones u obligaciones no podrá ser superior a dos años. 

Excepcionalmente podrá ampliarse por razones fundadas.  

  

ARTÍCULO 388. (Modificación del régimen).- Durante el período de suspensión, las 

partes podrán modificar las condiciones u obligaciones acordadas, dando noticia al 

juez competente. 

  

ARTÍCULO 389. (Carga del imputado).- El imputado tiene la carga de comunicar al 

fiscal cualquier inconveniente, causa de fuerza mayor o caso fortuito que dificulte o 

impida el cumplimiento del acuerdo. 

  

ARTÍCULO 390. (Órgano de contralor).- El Ministerio Público estará encargado del 

control, monitoreo y supervisión del cumplimiento de las condiciones u obligaciones 

establecidas en el acuerdo celebrado. 

  
ARTÍCULO 391. (Revocación).- Cuando el imputado incumpliere las condiciones u 

obligaciones convenidas sin efectivizar la comunicación prevista en el artículo 389 

de este Código, el juez, a petición fiscal y previo traslado al imputado (artículo 279.1 
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de este Código), podrá revocar la suspensión del proceso. 

  

La revocación determinará la continuación del proceso a partir del momento 

procesal en que fue suspendido. La resolución que se dictare será recurrible con 

efecto suspensivo. 

  

Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación, el 

proceso continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. Si por el 

contrario, desestimara la solicitud de revocación, el acuerdo se mantendrá en los 

términos originalmente convenidos. 

  

ARTÍCULO 392.- La suspensión condicional del proceso no obstaculiza la 

posibilidad de alcanzar acuerdos en procesos ulteriores, a excepción de lo previsto 

en el literal c) del artículo 384 de este Código. 

 
TÍTULO III 

 
ACUERDOS REPARATORIOS  

  

ARTÍCULO 393. (Oportunidad).- El imputado y la víctima desde el momento de la 

formalización de la investigación y durante todo el proceso, podrán suscribir un 

acuerdo reparatorio material o simbólico, que será puesto a consideración del juez 

de la causa en audiencia, con intervención del Ministerio Público, cuando no exista 

interés público en la persecución y cuando la gravedad de la culpabilidad no se 

oponga a ello. 

  
ARTÍCULO 394. (Procedencia).- El acuerdo reparatorio procederá en los siguientes 

casos: 

  a) delitos culposos; 

  b) delitos castigados con pena de multa; 

  

c) delitos de lesiones personales y delitos de lesiones graves cuando provoquen 

una incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias por un término 

superior a veinte días y no pongan en peligro la vida de la persona ofendida; 

  d) delitos de contenido patrimonial  

  
f) delitos perseguibles a instancia de parte, excepto delitos contra la libertad 

sexual; 

  g) delitos contra el honor. 

  

ARTÍCULO 395. (Procedimiento).- El Ministerio Público debe instruir a las partes 

involucradas en el delito sobre la posibilidad de llegar a un acuerdo reparatorio, 

cuando en el caso concreto se dieran las condiciones para su procedencia. 

  Las partes pueden llegar al acuerdo reparatorio material o simbólico a través de 
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mediación o conciliación. 

  

Una vez alcanzado el acuerdo el tribunal controlará en audiencia que la víctima y el 

indagado hayan prestado su consentimiento en forma libre y voluntaria y que hayan 

sido debidamente instruidos del alcance del instituto y de las obligaciones que ello 

implica. 

  

Si el juez entendiere que no se dan los requisitos anteriores o los supuestos del 

artículo anterior, podrá negar de oficio o a petición del Ministerio Público la 

homologación del acuerdo. Esta resolución será apelable con efecto suspensivo. 

  
Una vez cumplido el acuerdo o transcurridos seis meses desde el vencimiento del 

plazo acordado entre las partes, el tribunal declarará la extinción del delito. 

  

ARTÍCULO 396. (Revocación).- Si el imputado incumpliere las condiciones u 

obligaciones pactadas dentro del término fijado por los intervinientes, la víctima 

podrá solicitar al juez que revoque el acuerdo. En caso de revocación el 

procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. La 

resolución será apelable con efecto suspensivo. 

  
Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación el 

procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. 

  
En caso de que la solicitud de revocación sea desestimada, el acuerdo se mantiene 

en los términos convenidos. 

 
TÍTULO IV 

 

ASPECTOS GENERALES DE LAS VÍAS ALTERNATIVAS 

   DE RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO 

  

ARTÍCULO 397. (Efectos).- Una vez cumplidas las obligaciones o condiciones, 

asumidas para que proceda la suspensión condicional del proceso, quedará 

extinguida la acción penal. Cumplido el acuerdo reparatorio y declarado 

judicialmente dicho cumplimiento, quedará extinguido el delito. 

  

ARTÍCULO 398. (Prescripción).- La prescripción se interrumpe por la suspensión 

condicional del proceso o el acuerdo reparatorio aprobado por el juez, comenzando 

a correr nuevamente el plazo desde su revocación. 

  

ARTÍCULO 399. (Prohibición de traslado de prueba).- La información que se genere 

durante la proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o revocación de 

la suspensión condicional del proceso o de un acuerdo reparatorio, no podrá ser 

invocada, leída, ni incorporada como medio de prueba a juicio alguno. 

  

ARTÍCULO 400. (Conservación de la investigación).- En los asuntos objeto de 

suspensión condicional del proceso o acuerdos reparatorios, el Ministerio Público 

tomará las medidas necesarias para evitar la pérdida, destrucción o ineficacia de la 

investigación realizada, hasta la extinción de la acción penal o del delito. 

120



  
ARTÍCULO 401. (Registro).- El Ministerio Público llevará los registros 

correspondientes de todas las formas alternativas que ponen fin al conflicto penal”. 

Artículo 7º.- Sustitúyese el Título III “Derogaciones, Observancia del Código y 
Disposiciones Transitorias” de la Ley  Nº 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código 
del Proceso Penal, por el siguiente: 

 
“LIBRO VII 

 

DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO Y DISPOSICIONES 

TRANSITORIAS    

  

ARTÍCULO 402.- Deróganse a partir de la vigencia de este Código, el Código del 

Proceso Penal (Decreto-Ley Nº 15.032, de 7 de julio de 1980), sus modificaciones y 

todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente. 

  
ARTÍCULO 403. (Vigencia).- El presente Código entrará en vigencia el 16 de julio 

de 2017”. 
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Ley Nº 19.446,  
de 28 de octubre de 2016 

________ 

Artículo 1º.- El beneficio de libertad provisional, condicional o anticipada no será de 
aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, indistintamente, en los 
siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a continuación: 

A) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

B) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 

persona ofendida (numeral 1º del artículo 317 del Código Penal). 

C) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 

D) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del Código 

Penal). 

E) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

F) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código Penal). 

G) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 

H) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

I) Homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código Penal). 

J) Los delitos previstos en el Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, y 

sus modificativas. 

K) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 

2006. 

CAPÍTULO II 

DE LAS PENAS ALTERNATIVAS A LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD 

Artículo 2º.- El cumplimiento de las penas privativas de libertad podrá sustituirse por 
alguna de las siguientes penas: 

A) Libertad vigilada. 

B) Libertad vigilada intensiva. 
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Artículo 3º.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de 
libertad a prueba, tendiente a su reinserción social, a través de una intervención 
individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del Interior. 

Artículo 4º.- La libertad vigilada intensiva consiste en someter al penado al 
cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el 
ámbito personal, comunitario y laboral a través de una intervención individualizada y 
bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y orientación 
permanentes de lo establecido en este artículo estará a cargo de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida. 

Artículo 5º.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa de 
libertad sea de prisión o no supere los tres años de penitenciaría. 

Artículo 6º.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse si la pena privativa de 
libertad fuere superior a tres años y menor a cinco años. 

Artículo 7º.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la libertad vigilada intensiva 
en casos de reincidencia, reiteración o habitualidad. 

Artículo 8º.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, 
según correspondiere, el tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al que 
correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 

La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo de 
cuarenta y cinco días, desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el 
tribunal, el plan de intervención correspondiente. 

Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades tendientes 
a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos perseguidos con 
las actividades programadas y los resultados esperados. 

Artículo 9º.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva, el tribunal impondrá al condenado, por lo menos, las siguientes condiciones: 

A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión por la 

Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 

B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida Oficina. 

C) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio bajo las 

modalidades que se determinen en el plan de intervención. 

D) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial correspondiente al 

domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal A) de este artículo. 

E) Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, se 

impondrá la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de 

dichas sustancias. 
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Artículo 10.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, el tribunal dispondrá 
además, una o más de las siguientes medidas: 

A) Prohibición de acudir a determinados lugares. 

B) Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras personas que 

determine el tribunal o mantener algún tipo de comunicación con ellas. 

C) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal determine por 

espacio de hasta ocho horas diarias continuas. 

D) Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de educación 

vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 

Artículo 11.- El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al régimen 
de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva deba portar un dispositivo de monitoreo 
electrónico. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de penado por 
violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 

Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 
dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento. 

Artículo 12.- En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, el 
tribunal podrá, valorando las circunstancias del caso, intensificar las condiciones de la 
pena sustitutiva. 

De persistir los incumplimientos a las condiciones o medidas impuestas el tribunal, 
previo informe de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, podrá revocar la 
libertad vigilada o vigilada intensiva, privando de la libertad al individuo por el saldo 
restante de la pena. 

La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva 
deberá dar lugar a su revocación inmediata. Se considerará violación grave la 
existencia de un procesamiento posterior. 
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Ley Nº 19.574,  
de 20 de diciembre de 2017 

________ 

CAPÍTULO V 

DE LOS DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS 

Artículo 30. (Conversión y transferencia).- El que convierta o transfiera bienes, 
productos o instrumentos que procedan de cualquiera de las actividades delictivas 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley será castigado con pena de dos a 
quince años de penitenciaría. 

Artículo 31. (Posesión y tenencia).- El que adquiera, posea, utilice, tenga en su 
poder o realice cualquier tipo de transacción sobre bienes, productos o instrumentos 
que procedan de cualquiera de las actividades delictivas establecidas en el artículo 34 
de la presente ley, o que sean el producto de tales actividades, será castigado con una 
pena de dos a quince años de penitenciaría. 

Artículo 32. (Ocultamiento).- El que oculte, suprima, altere los indicios o impida la 
determinación real de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o 
la propiedad reales de tales bienes, o productos u otros derechos relativos a los 
mismos que procedan de cualquiera de las actividades delictivas establecidas en el 
artículo 34 de la presente ley, será castigado con una pena de doce meses de prisión 
a seis años de penitenciaría. 

Artículo 33. (Asistencia).- El que asista al o a los agentes en las actividades 
delictivas  establecidas en el artículo 34 de la presente ley, ya sea para asegurar el 
beneficio o el resultado de tal actividad, para obstaculizar las acciones de la justicia o 
para eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones, o le prestare cualquier ayuda, 
asistencia o asesoramiento, con la misma finalidad, será castigado con una pena de 
doce meses de prisión a seis años de penitenciaría. 

No quedan comprendidos en la presente disposición la asistencia ni el 
asesoramiento prestado por profesionales a sus clientes para verificar su estatus legal 
o en el marco del ejercicio del derecho de defensa en asuntos judiciales, 
administrativos, arbitrales o de mediación. 

Artículo 34. (Actividades delictivas precedentes).- Son actividades delictivas 
precedentes del delito de lavado de activos en sus diversas modalidades previstas en 
los artículos 30 a 33 de la presente ley, los siguientes delitos: 

1) 

Los delitos previstos en el Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974 

en las redacciones dadas por la Ley Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998 

y Ley Nº 19.172, de 20 de diciembre de 2013 (narcotráfico y delitos 

conexos). 

2) 
Crímenes de genocidio, crímenes de guerra y de lesa humanidad tipificados 

por la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 
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3) Terrorismo. 

4) Financiación del terrorismo. 

5) 
Contrabando cuyo monto real o estimado sea superior a 200.000 UI 

(doscientas mil unidades indexadas). 

6) 
Tráfico ilícito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su 

producción. 

7) Tráfico ilícito de órganos, tejidos y medicamentos. 

8) Tráfico ilícito y trata de personas. 

9) Extorsión. 

10) Secuestro. 

11) Proxenetismo. 

12) Tráfico ilícito de sustancias nucleares. 

13) Tráfico ilícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos. 

14) 
Estafa cuyo monto real o estimado sea superior a 200.000 UI (doscientas 

mil unidades indexadas). 

15) 
Apropiación indebida cuyo monto real o estimado sea superior a 200.000 UI 

(doscientas mil unidades indexadas). 

16) 

Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del Libro 

II del Código Penal y los establecidos en la Ley Nº 17.060, de 23 de 

diciembre de 1998 (delitos de corrupción pública). 

17) Quiebra fraudulenta. 

18) Insolvencia fraudulenta. 

19) 
El delito previsto en el artículo 5º de la Ley Nº 14.095, de 17 de noviembre 

de 1972 (insolvencia societaria fraudulenta). 

20) 
Los delitos previstos en la Ley Nº 17.011, de 25 de setiembre de 1998 y sus 

modificativas (delitos marcarios). 

21) 
Los delitos previstos en la Ley Nº 17.616, de 10 de enero de 2003 y sus 

modificativas (delitos contra la propiedad intelectual). 
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22) 

Las conductas delictivas previstas en la Ley Nº 17.815, de 6 de setiembre 

de 2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley Nº 18.250, de 6 de enero de 

2008 y todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Protocolo Facultativo 

de la Convención de los Derechos del Niño sobre venta, prostitución infantil 

y utilización en pornografía o que refieren a trata, tráfico o explotación 

sexual de personas. 

23) 
La falsificación y la alteración de moneda previstas en los artículos 227 y 

228 del Código Penal. 

24) 
Fraude concursal, según lo previsto en el artículo 248 de la Ley Nº 18.387, 

de 23 de octubre de 2008. 

25) 

Defraudación tributaria, según lo previsto en el artículo 110 del Código 

Tributario, cuando el monto de el o los tributos defraudados en cualquier 

ejercicio fiscal sea superior a: 

  A) 
2.500.000 UI (dos millones quinientos mil unidades indexadas) para los 

ejercicios iniciados a partir del 1º de enero de 2018. 

  B) 
1.000.000 UI (un millón de unidades indexadas) para los ejercicios 

iniciados a partir del 1º de enero de 2019. 

    

Dicho monto no será exigible en los casos de utilización total o parcial de 

facturas o cualquier otro documento, ideológica o materialmente falsos 

con la finalidad de disminuir el monto imponible u obtener devoluciones 

indebidas de impuestos. 

    
En las situaciones previstas en el presente numeral el delito de 

defraudación tributaria podrá perseguirse de oficio. 

26) 

Defraudación aduanera, según lo previsto en el artículo 262 del Código 

Aduanero, cuando el monto defraudado sea superior a 200.000 UI 

(doscientas mil unidades indexadas). 

  En este caso el delito de defraudación aduanera podrá perseguirse de oficio. 

27) 
Homicidio cometido de acuerdo a lo previsto por el artículo 312 numeral 2 del 

Código Penal. 

28) 

Los delitos de lesiones graves y gravísimas previstos en los artículos 317 y 

318 del Código Penal, cometidos de acuerdo a lo previsto en el artículo 312 

numeral 2 del Código Penal. 

29) 

Hurto, según lo previsto en el artículo 340 del Código Penal, cuando sea 

cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 

superior a 100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 
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30) 

Rapiña, según lo previsto en el artículo 344 del Código Penal, cuando sea 

cometida por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 

superior 100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 

31) 

Copamiento, según lo previsto en el artículo 344 bis del Código Penal, cuando 

sea cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado 

sea superior a 100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 

32) 

Abigeato, según lo previsto en el artículo 258 del Código Rural, cuando sea 

cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 

superior a 100.000 UI (cien mil unidades indexadas). 

  

Se entiende por grupo delictivo organizado, un conjunto estructurado de tres o 

más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente 

con el propósito de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o 

indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material. 

33) Asociación para delinquir, según lo previsto en el artículo 150 del Código Penal. 

A efectos del intercambio de información entre Estados, tanto por la vía de la 
cooperación jurídica penal como de la cooperación administrativa entre Unidades de 
Inteligencia Financiera, no regirán los umbrales establecidos en los numerales 
anteriores. 

Artículo 35. (Autolavado).- El que hubiere cometido alguna de las actividades 
delictivas precedentes señaladas en el artículo anterior también podrá ser considerado 
autor de los delitos establecidos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y por tanto 
sujeto a investigación y juzgamiento, configuradas las circunstancias previstas en 
dichos artículos. 

Artículo 36. (Delito autónomo).- El delito de lavado de activos es un delito autónomo 
y como tal, no requerirá un auto de procesamiento previo de las actividades delictivas 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley, alcanzando con la existencia de 
elementos de convicción suficientes para su configuración. 

Artículo 37. (Actividad delictiva cometida en el extranjero).- Las disposiciones de los 
artículos 30 a 33 de la presente ley regirán aun cuando la actividad delictiva 
antecedente origen de los bienes, productos o instrumentos hubiera sido cometida en 
el extranjero, en tanto la misma hubiera estado tipificada en las leyes del lugar de 
comisión y en las del ordenamiento jurídico uruguayo. 

Artículo 38. (Circunstancias agravantes).- Cuando la comisión de cualquiera de los 
delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley se hubiere consumado 
mediante la participación en el o los delitos de un grupo delictivo organizado, de 
acuerdo a la definición establecida en el artículo 34 de la presente ley, o mediante el 
uso de la violencia o el empleo de armas o con utilización de menores de edad o 
incapaces, la pena será aumentada hasta la mitad. 

Artículo 39. (Circunstancias agravantes especiales).- La finalidad de obtener un 
provecho o lucro para sí o para un tercero de los delitos previstos en los artículos 32 y 
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33  de la presente ley será considerada una circunstancia agravante y, en tal caso, la 
pena podrá ser elevada en un tercio. 

Artículo 40. (Intencionalidad).- El dolo, en cualesquiera de los delitos previstos en los 
artículos 30 a 33 de la presente ley, se inferirá de las circunstancias del caso de 
acuerdo con los principios generales. 

Artículo 41. (Investigación económico-financiera paralela).- Siempre que se inicie 
una investigación por cualesquiera de las actividades delictivas precedentes señaladas 
en el artículo 34 de la presente ley, el tribunal penal competente, consideradas las 
circunstancias del caso, deberá  realizar una investigación económico-financiera en 
forma paralela, esto es, una investigación simultánea sobre los asuntos económico-
financieros relacionados a la actividad criminal investigada, con la finalidad de 
identificar el alcance de las redes criminales y rastrear activos del crimen, fondos 
terroristas u otros activos que sean objeto de decomiso, o pudieran serlo; y asimismo 
desarrollar evidencia que pueda ser utilizada en el proceso penal. 

Artículo 42. (Reserva interna de la investigación).- En las investigaciones relativas a 
los delitos previstos en los artículos 30 a 33 o de las actividades delictivas establecidas 
en el artículo 34 de la presente ley no regirá el plazo de reserva de las actuaciones 
respecto al imputado, su defensor y demás intervinientes, regulado en el artículo 259.3 
de la Ley Nº 19.293, de 19 de diciembre de 2014. 

CAPÍTULO VI 

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

Artículo 43. (Universalidad de la aplicación).- El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado de la causa 
e incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias para asegurar la 
disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso como consecuencia de la 
comisión de cualesquiera de los delitos previstos en los artículos 30 a 33 o de las 
actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley. 

En caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumarial, estas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años contados 
desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público no solicita el 
enjuiciamiento. 

Artículo 44. (Procedencia).- Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
penal competente estime que son indispensables para la protección del derecho del 
Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y siempre que exista peligro 
de lesión o frustración del mismo por la demora del proceso. 

En ningún caso se exigirá contracautela, pero el Estado responderá por los daños y 
perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas si los bienes afectados no 
son finalmente decomisados. 

La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que solicite la 
adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del delito que le 
pudieran ser adjudicados por sentencia. 

Artículo 45. (Facultades del tribunal).- El tribunal penal competente podrá: 
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A) 
Apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende más 

eficiente. 

B) Establecer su alcance y término de duración. 

C) Disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar adoptada. 

Artículo 46. (Recursos).- Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 

Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas en forma 
completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una vez cumplidas. 

En caso de que se desconozca el domicilio de la persona física o jurídica afectada, 
la notificación se efectuará por edictos que se publicarán en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, durante cinco días hábiles y continuos. 

La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición de los 
mismos no suspenderá su ejecución. 

Artículo 47. (Medidas específicas).- El tribunal penal competente podrá disponer las 
medidas que estime indispensables, entre  otras, la prohibición de innovar, la 
anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de veedor o 
auditor, la de interventor o cualquier otra que  sea idónea  para el cumplimiento de la 
finalidad cautelar. 

La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades del 
interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la explotación 
intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, si fuere mensual, no 
podrá exceder de la que percibiere en su caso un gerente con funciones de 
administrador en la empresa intervenida, la que se abonará por el patrimonio 
intervenido y se imputará a la que se fije como honorario final. 

Artículo 48. (Medidas provisionales).- El tribunal penal competente adoptará, como 
medida provisional o anticipada, la enajenación mediante remate o cualquier otro 
medio que asegure la transparencia de la operación de los bienes que se hubieran 
embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier medida cautelar, que 
corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o desvalorizarse o cuya 
conservación irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. 

Dentro del plazo de seis meses de trabado el embargo, el tribunal penal competente 
deberá determinar si los bienes embargados se encuentran en la situación señalada 
en el inciso anterior. 

En estos casos, una vez efectuada la enajenación, el tribunal penal competente 
depositará el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que permita 
asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el rubro de autos. 

CAPÍTULO VII 

DEL DECOMISO 
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Artículo 49. (Concepto).- El decomiso es la privación con carácter definitivo de algún 
bien, producto, instrumento, fondo, activo, recurso o medio económico por decisión del 
tribunal penal competente a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia 
jurídica accesoria de la actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga 
constituirá título de traslación del dominio y se inscribirá en los registros públicos 
correspondientes. 

Artículo 50. (Ámbito objetivo).- En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley o cualesquiera de las 
actividades  delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley, el 
tribunal penal competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 

A) 
Los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran incautadas 

en el proceso. 

B) 
Los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 

preparatoria punible. 

C) Los bienes y productos que procedan del delito. 

D) 

Los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes del 

delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan transformado o 

convertido los provenientes del delito y los bienes y productos con los que se 

hayan mezclado los provenientes del delito hasta llegar al valor estimado de 

estos. 

E) 
Los fondos, activos, recursos, medios económicos o ingresos u otros beneficios 

derivados de los bienes y productos provenientes del delito. 

Artículo 51. (Decomiso por equivalente).- Cuando tales bienes, productos, 
instrumentos, fondos, activos, recursos o medios económicos no pudieran ser 
decomisados, el tribunal penal competente dispondrá el decomiso de cualquier otro 
bien del condenado por un valor equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que 
aquel pague una multa de idéntico valor. 

Artículo 52. (Decomiso de pleno derecho).- Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o imputado no 
fuera habido, librará la orden de prisión respectiva, y transcurridos seis meses sin que 
haya variado la situación caducará todo derecho que el mismo pueda tener sobre los 
bienes, productos, instrumentos, fondos, activos, recursos o medios económicos que 
se hubiesen cautelarmente incautado, operando el decomiso de pleno derecho. 

En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la inmovilización 
de activos al amparo de lo edictado por el artículo 24 de la presente ley, si sus titulares 
no ofrecieran prueba de que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos 
en los artículos 30 a 33 de esta ley o a las actividades delictivas precedentes 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley en un plazo de seis meses, caducará 
todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el 
decomiso de pleno derecho. 
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En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la incautación de 
fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por el artículo 29 de la 
presente ley, si sus titulares no ofrecieran prueba de que los mismos tienen un origen 
diverso a los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de esta ley o a las actividades 
delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley en un plazo de 
seis meses, caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, 
operando el decomiso de pleno derecho. 

En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes, productos, instrumentos, 
fondos, activos, recursos o medios económicos provenientes de los delitos tipificados 
en los artículos 30 a 33 de la presente ley o de las actividades delictivas precedentes 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley, si en el plazo de seis meses no 
compareciere ningún interesado, operará el decomiso de pleno derecho. 

También operará el decomiso de pleno derecho de los bienes que hubiesen sido 
objeto de medidas cautelares y cuya titularidad no correspondiera a ninguno de los 
imputados en la causa o del producto de su enajenación anticipada, si en un plazo de 
seis meses contados a partir de la notificación de la medida a las personas físicas o 
jurídicas afectadas no se hubiesen deducido las tercerías correspondientes. 

Artículo 53. (Ámbito subjetivo).- El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados 
en los artículos anteriores de los que el condenado, por alguno de los delitos previstos 
en los artículos 30 a 33 o de las actividades delictivas precedentes establecidas en el 
artículo 34 de la presente ley, sea el beneficiario final y respecto de cuya ilegítima 
procedencia no haya aportado una justificación capaz de contradecir los indicios 
recogidos en la acusación, siempre que el valor de los mencionados bienes sea 
desproporcionado respecto de la actividad lícita que desarrolle y haya declarado. 
Podrán ser objeto de decomiso el dinero, bienes, fondos, activos, recursos, medios 
económicos y los demás efectos adquiridos en un momento anterior a aquél en que se 
ha desarrollado la actividad delictiva del reo, siempre que el tribunal penal competente 
disponga de elementos de hecho aptos para justificar una conexión razonable con la 
misma actividad delictiva. 

A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos previstos en los 
artículos 30 a 33 o las actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 
de la presente ley, beneficiario final de los bienes, aun cuando figuren a nombre de 
terceros o de cualquier otro modo posea, a través de persona física o jurídica 
intermedia. 

La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán resueltos por 
el tribunal penal competente. 

Artículo 54. (Fallecimiento del procesado).- En el caso de fallecimiento del procesado 
los bienes que hayan sido incautados serán decomisados cuando se pudiera 
comprobar la ilicitud de su origen o del hecho material al que estuvieran vinculados, 
sin necesidad de condena penal. 

Artículo 55. (Terceros de buena fe).- Lo dispuesto en los artículos 43 a 54 de la 
presente ley regirá sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe. 

Artículo 56. (Alegación de un interés legítimo).- Todos los que alegaren tener un 
interés legítimo sobre los bienes, productos o instrumentos podrán comparecer ante el 
tribunal de la causa, el que los escuchará en audiencia de conformidad con los 
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principios del debido proceso legal, con noticia de la defensa en su caso y del 
Ministerio Público, los que podrán comparecer en ese acto. 

Artículo 57. (Devolución al tercero de buena fe).- El tribunal penal competente 
deberá disponer la devolución al tercerista de los bienes, productos o instrumentos 
correspondientes cuando a su juicio resulte acreditada su buena fe. 

Artículo 58. (Devolución de bienes).- Si el tribunal penal competente tuviere 
elementos de convicción suficiente de que los bienes, productos o instrumentos 
incautados correspondieran a un tercero que hubiere resultado perjudicado como 
consecuencia de la comisión de los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la 
presente ley o de las actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 
de la presente ley o correspondieran a la víctima de uno de estos delitos no se 
procederá al decomiso, debiendo devolverse los bienes a su titular. 

Artículo 59. (Titularidad y destino de los bienes decomisados).- Toda vez que se 
decomisen bienes, productos o instrumentos conforme con lo dispuesto en la presente 
ley, que no deban ser destruidos ni resulten perjudiciales para la población, el tribunal 
de la causa los pondrá a disposición de la Junta Nacional de Drogas, que tendrá la 
titularidad y disponibilidad de los mismos. 

Como regla general, tales bienes, productos o instrumentos serán enajenados 
mediante remate o cualquier otro medio que asegure la transparencia de la operación, 
a menos que por su naturaleza ello no resulte posible o se justifique en forma expresa 
la conveniencia u oportunidad de su conservación. 

El destino de los fondos y de los bienes que se hubiesen conservado se determinará 
por la Junta Nacional de Drogas, previo informe fundamentado de la Secretaría 
Nacional de Drogas y de la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de 
Activos y el Financiamiento del Terrorismo, pudiendo: 

A) 

Asignar bienes que se hubiesen conservado para uso oficial, en los programas y 

proyectos vinculados a la prevención o represión en materia de drogas, lavado de 

activos o financiamiento del terrorismo. 

B) 

Transferir los bienes que se hubiesen conservado o el producido de su 

enajenación, a cualquier entidad pública que haya participado directa o 

indirectamente en su incautación o en la coordinación de programas de 

prevención o represión en materia de drogas, lavado de activos o financiamiento 

del terrorismo. 

C) 

Transferir los bienes, productos o instrumentos que se hubiesen conservado, o el 

producto de su venta, a cualquier entidad pública o privada dedicada a la 

prevención del uso indebido de drogas, el tratamiento, la rehabilitación y la 

reinserción social de los afectados por el consumo. 

La Secretaría Nacional de Drogas solicitará al Ministerio de Economía y Finanzas el 
refuerzo de los créditos presupuestales asignados, en función de las recaudaciones 
reales producidas por estos conceptos. Los refuerzos solicitados podrán tener destino 
tanto para gastos de funcionamiento como de inversión. 
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Artículo 60. (Reparto de bienes decomisados).- Será prioritaria la cooperación con 
otros Estados para lograr el recupero de los bienes involucrados en los delitos de 
crimen organizado trasnacional. El país podrá suscribir acuerdos de reparto de bienes 
decomisados producto de dichos delitos. 

A los fines de la repartición de los bienes recuperados en cada caso se considerarán 
su naturaleza e importancia, así como la complejidad y la efectividad de la cooperación 
prestada por cada uno de los Estados participantes en la recuperación. 

CAPÍTULO VIII 

TÉCNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACIÓN 

Artículo 61. (Entrega vigilada).- Con fines de investigación, a requerimiento del 
Ministerio Público, el tribunal penal competente podrá autorizar la circulación y entrega 
vigilada de dinero en efectivo, metales preciosos u otros instrumentos monetarios, 
sustancias tóxicas, estupefacientes, psicotrópicos, precursores u otra sustancia 
prohibida, o cualquier otro bien que pueda ser objeto de un delito que sea de 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado, por resolución fundada, bajo la más estricta reserva y confidencialidad. 

Para adoptar estas medidas el tribunal deberá tener en cuenta en cada caso 
concreto su necesidad a los fines de la investigación, según la importancia del delito, 
las posibilidades de vigilancia y el objetivo de mejor y más eficaz cooperación 
internacional. 

Por entrega vigilada se entiende la técnica de permitir que remesas ilícitas o 
sospechosas de los bienes o sustancias detalladas en el inciso primero entren, 
transiten o salgan del territorio nacional, con el conocimiento y bajo la supervisión de 
las autoridades competentes, con el propósito de identificar a las personas y 
organizaciones involucradas en la comisión de los delitos referidos o con el de prestar 
auxilio a autoridades extranjeras con ese mismo fin. 

Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado podrán ser 
interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido 
total o parcialmente las sustancias ilícitas que contengan. 

Artículo 62. (Vigilancias electrónicas).- En la investigación de cualesquiera de los 
delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y de las actividades 
delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley, se podrán 
utilizar todos los medios tecnológicos disponibles a fin de facilitar su esclarecimiento. 

La ejecución de las vigilancias electrónicas será ordenada por el tribunal de la 
investigación a requerimiento del Ministerio Público. El desarrollo y la colección de la 
prueba deberán verificarse bajo la supervisión del tribunal penal competente. El 
tribunal penal competente será el encargado de la selección del material destinado a 
ser utilizado en la causa y la del que descartará por no referirse al objeto probatorio. 

El resultado de las pruebas deberá transcribirse en actas certificadas a fin de que 
puedan ser incorporadas al proceso y el tribunal está obligado a la conservación y 
custodia de los soportes electrónicos que las contienen, hasta el cumplimiento de la 
condena. 
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Una vez designada la defensa del intimado, las actuaciones procesales serán 
puestas a disposición de la misma para su control y análisis, debiéndose someter el 
material al indagado para el reconocimiento de voces e imágenes. 

Quedan expresamente excluidas del objeto de estas medidas las comunicaciones 
que mantenga el indagado con su defensor, en el ejercicio del derecho de defensa y 
las que versen sobre cuestiones que no tengan relación con el objeto de la 
investigación. 

La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones podrá aplicar las sanciones 
enumeradas en el artículo 89 de la Ley Nº 17.296, de 21 de febrero de 2001, a 
aquellos operadores de servicios de telecomunicaciones que dificulten o impidan la 
ejecución de este tipo de vigilancias, dispuestas por la justicia competente. 

Artículo 63. (Del colaborador).- El Ministerio Público, en cualquier etapa del proceso 
penal, podrá acordar con una persona que haya incurrido en delitos que sean 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado la reducción de la pena a recaer hasta la mitad del mínimo y del máximo o 
aun no formular requisitoria según la circunstancia del caso, si: 

A) 

Revelare la identidad de autores, coautores, cómplices o encubridores de los 

hechos investigados o de otros conexos, proporcionando datos suficientes que 

permitan el procesamiento de los sindicados o la resolución definitiva del caso o 

un significativo progreso de la investigación. 

B) 

Aportare información que permita incautar materias primas, estupefacientes, 

dinero, sustancias inflamables o explosivas, armas o cualquier otro objeto o 

elemento que pueda servir para la comisión de delitos, planificarlos e incluso 

recuperar objetos o bienes procedentes de los mismos. 

A los fines de la exención de pena se valorará especialmente la información que 
permita desbaratar una organización, grupo o banda dedicada a la actividad delictiva 
de referencia. 

La reducción o exención de pena no procederá respecto de la pena de inhabilitación. 

Será condición necesaria para la aplicación de la presente ley que el colaborador 
abandone la actividad delictiva o la asociación ilícita a la que pertenece. 

La declaración del colaborador deberá prestarse dentro de los ciento ochenta días 
en que manifestó su voluntad de acogerse al beneficio. En esa declaración el 
colaborador deberá revelar toda la información que posea para la reconstrucción de 
los hechos y la individualización y captura de los autores. 

Artículo 64. (Agentes encubiertos).- A solicitud del Ministerio Público y con la 
finalidad de investigar los delitos que ingresan en la órbita de su competencia, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado 
podrán, mediante resolución fundada, autorizar a funcionarios públicos a actuar bajo 
identidad supuesta y a adquirir y transportar objetos, efectos e instrumentos de delito y 
diferir la incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el 
Ministerio del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por períodos de igual 
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duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo relacionado con 
la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y social bajo tal identidad. 

La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero del 
agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La resolución 
será reservada y deberá conservarse fuera de las actuaciones con la debida 
seguridad. 

La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a la 
mayor brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. Asimismo, 
dicha información deberá aportarse al proceso en su integridad y se valorará por el 
tribunal penal competente. 

Los funcionarios públicos que hubieran actuado en una investigación con identidad 
falsa, de conformidad a lo previsto en el inciso precedente, podrán mantener dicha 
identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera derivarse de los hechos en que 
hubieran intervenido y siempre que se acuerde mediante resolución judicial motivada, 
siéndoles de aplicación lo previsto en los artículos 65 a 67 de la presente ley. Ningún 
funcionario público podrá ser obligado a actuar como agente encubierto. 

Cuando la actuación del agente encubierto pueda afectar derechos fundamentales 
como la intimidad, el domicilio o la inviolabilidad de las comunicaciones entre 
particulares, el agente encubierto deberá solicitar al tribunal penal competente la 
autorización que al respecto establezca la Constitución de la República y la ley, así 
como cumplir con las demás previsiones legales aplicables. El agente encubierto 
quedará exento de responsabilidad criminal por aquellas actuaciones que sean 
consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación, siempre que guarden la 
debida proporcionalidad con la finalidad de la misma y no constituyan una provocación 
al delito. Para poder proceder penalmente contra el mismo por las actuaciones 
realizadas a los fines de la investigación, el tribunal competente para conocer en la 
causa, tan pronto como tenga conocimiento de la actuación de algún agente 
encubierto en la misma, requerirá informe relativo a tal circunstancia de quien hubiere 
autorizado la identidad supuesta, en atención al cual resolverá lo que a su criterio 
proceda. 

Artículo 65. (Protección de víctimas, testigos y colaboradores).- Los testigos, las 
víctimas cuando actúen como tales, los peritos y los colaboradores en los procesos de 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado podrán ser sometidos a medidas de protección cuando existan sospechas 
fundadas de que corre grave riesgo su vida o integridad física tanto de ellos como de 
sus familiares. 

Las medidas de protección serán las siguientes: 

A) La protección física de esas personas a cargo de la autoridad policial. 

B) 

Utilización de mecanismos que impidan su identificación visual por parte de 

terceros ajenos al proceso cuando debe comparecer a cualquier diligencia de 

prueba. 

C) 
Que sea citado de manera reservada, conducido en vehículo oficial y que se 

establezca una zona de exclusión para recibir su declaración. 
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D) 
Prohibición de toma de fotografías o registración y divulgación de su imagen 

tanto por particulares como por los medios de comunicación. 

E) 
Posibilidad de recibir su testimonio por medios audiovisuales u otras tecnologías 

adecuadas. 

F) 

La reubicación, el uso de otro nombre y el otorgamiento de nuevos documentos 

de identidad debiendo la Dirección Nacional de Identificación Civil adoptar todos 

los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas. 

G) 
Prohibición total o parcial de revelar información acerca de su identidad o 

paradero. 

H) 
Asistencia económica en casos de reubicación la que será provista con cargo al 

artículo 464, numeral 3) de la Ley Nº 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 

Las medidas de protección descriptas en el inciso anterior serán adoptadas por el 
tribunal penal competente a solicitud del Ministerio Público o a petición de la víctima, 
testigo, perito o colaborador y serán extensibles a los familiares y demás personas 
cercanas que la resolución judicial determine. 

Podrán celebrarse acuerdos con otros Estados a los efectos de la reubicación de 
víctimas, testigos o colaboradores. 

Las resoluciones que se adopten en cumplimiento de los incisos anteriores tendrán 
carácter secreto y se estamparán en expediente separado que quedará en custodia 
del actuario del Juzgado. 

Artículo 66. (Revelación de medidas).- El funcionario público que, en razón o en 
ocasión de su cargo, revele las medidas de protección de naturaleza secreta, la 
ubicación de las personas reubicadas o la identidad en aquellos casos en que se haya 
autorizado el uso de una nueva será castigado con pena de dos a seis años de 
penitenciaría e inhabilitación absoluta de dos a diez años. 

Artículo 67. (Influencia en la actuación).- El que utilizare violencia o intimidación con 
la finalidad de influir directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o 
imputado, abogado, procurador, perito, intérprete o testigo para que modifique su 
actuación en el proceso o incumpla sus obligaciones con la Justicia, será castigado 
con la pena de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. Si el autor del 
hecho alcanzara su objetivo se aplicarán las reglas de la coparticipación criminal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 numeral 2º del Código Penal. 

La realización de cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad, 
libertad sexual o bienes, como represalia de aquel que haya utilizado la violencia o 
intimidación con la finalidad de influir directa o indirectamente del modo previsto en el 
inciso primero, se considerará agravante del delito respectivo y la pena del mismo se 
aumentará en un tercio en su mínimo y su máximo. 

CAPÍTULO IX 

DE LA COOPERACIÓN JURÍDICA PENAL INTERNACIONAL 
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Artículo 68. (Solicitudes provenientes de autoridades extranjeras).- Las solicitudes de 
cooperación jurídica penal internacional provenientes de autoridades extranjeras 
competentes de acuerdo a la ley del Estado requirente para la investigación o 
enjuiciamiento de los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y de 
las actividades delictivas establecidas en el artículo 34 de la presente ley , que refieran 
al auxilio jurídico de mero trámite, probatorio, cautelar o de inmovilización, 
confiscación, decomiso  o  transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la 
Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de 
Educación y Cultura. Dicha Dirección, de conformidad con los tratados internacionales 
vigentes y normas de fuente nacional en la materia, remitirá directamente y sin 
demoras las respectivas solicitudes de cooperación jurídica penal internacional a las 
autoridades jurisdiccionales o administrativas con función jurisdiccional nacionales 
competentes, según los casos, para su diligenciamiento, de acuerdo al ordenamiento 
jurídico de la República. 

Artículo 69. (Requisitos formales de las solicitudes y documentación recibidas).- Las 
solicitudes de cooperación jurídica penal internacional y documentación anexa 
recibidas por la citada Dirección vía diplomática, consular o directamente, quedarán 
eximidas del requisito de legalización y deberán ser acompañadas, en su caso, de la 
respectiva traducción al idioma español. 

Artículo 70. (Diligenciamiento de la solicitud).- Los tribunales nacionales 
competentes para la prestación de la cooperación jurídica penal internacional 
solicitada la diligenciarán de oficio con intervención del Ministerio Público de acuerdo a 
las leyes de la República y verificarán: 

A) Que la solicitud sea presentada debidamente fundada. 

B) 
Que la misma identifique la autoridad extranjera competente requirente 

proporcionando nombre y dirección. 

C) 
Que, cuando corresponda, sea acompañada de traducción al idioma español de 

acuerdo a la legislación nacional en la materia. 

Artículo 71. (Doble incriminación).- En los casos de cooperación jurídica penal 
internacional, la misma se prestará por los tribunales nacionales, debiéndose examinar 
por el Juez, si la conducta que motiva la investigación, enjuiciamiento o procedimiento, 
en el Estado requirente, constituye o no delito, conforme al derecho nacional. 

Artículo 72. (Situaciones especiales).- En los casos de solicitudes de cooperación 
jurídica penal internacional relativas a registros, levantamiento del secreto bancario, 
embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto, comprendidos, entre otros, 
documentos, antecedentes o efectos, el tribunal nacional actuante diligenciará la 
solicitud si determinara que la misma contiene toda la información que justifique la 
medida solicitada. Dicha medida se someterá a la ley procesal y sustantiva de la 
República. 

Artículo 73. (Rechazo de las solicitudes).- Las solicitudes de cooperación jurídica 
penal internacional podrán ser rechazadas por los tribunales nacionales encargados 
de su diligenciamiento, cuando concluyan que las mismas afectan en forma grave, 
concreta y manifiesta el orden público, así como la seguridad u otros intereses 
esenciales de la República. 
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Artículo 74. (Prohibición de actuaciones).- Las autoridades o particulares 
pertenecientes a los Estados requirentes de cooperación no podrán llevar a cabo en el 
territorio de la República actuaciones que, conforme a la legislación nacional, sean de 
competencia de las autoridades del país. 

Artículo 75. (Datos insuficientes o confusos).- Cuando los datos necesarios para el 
cumplimiento de la solicitud de cooperación jurídica penal internacional sean 
insuficientes o confusos, el tribunal actuante podrá requerir la ampliación o aclaración 
de los mismos a la autoridad extranjera requirente vía Dirección de Cooperación 
Jurídica Internacional y de Justicia, la que trasmitirá de forma urgente la solicitud de 
ampliación o aclaración. En los casos en que la solicitud de cooperación penal 
internacional no se cumpla en todo o en parte, este hecho, así como las razones que 
motivaran su incumplimiento, serán comunicados de inmediato por el tribunal actuante 
a la autoridad extranjera requirente a través de la precitada Dirección del Ministerio de 
Educación y Cultura. 

Artículo 76. (Extradición).- Sin perjuicio de lo establecido por el literal A) del 
artículo 32 del Código del Proceso Penal, procederá la extradición de los delitos 
establecidos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y las actividades delictivas 
precedentes señalados en el artículo 34 de la presente ley. 

Artículo 77. (Regulación de eventuales responsabilidades).- La legislación interna de 
la República será la encargada de regular eventuales responsabilidades por daños 
que pudieran emerger de actos de sus autoridades en ocasión de la prestación de 
cooperación penal internacional requerida por autoridades extranjeras. La República 
Oriental del Uruguay se reserva el derecho de repetir contra los Estados requirentes 
por eventuales indemnizaciones que pudieren emanar del diligenciamiento de solicitud 
de cooperación jurídica penal internacional. 

El pedido de cooperación jurídica penal internacional formulado por una autoridad 
extranjera importará el conocimiento y aceptación por dicha autoridad de los principios 
enunciados en los incisos precedentes, todo lo cual se hará saber a la requirente, por 
la mencionada Dirección de Cooperación del Ministerio de Educación y Cultura, una 
vez recepcionado por esta última el respectivo pedido de cooperación. 

Artículo 78. (Remisiones).- Las remisiones a la Ley Nº 17.835, de 23 de setiembre de 
2004, en la redacción dada por la Ley Nº 18.494, de 5 de junio de 2009 y sus 
modificativas en materia de control y prevención de lavado de activos, se entenderán 
hechas a la presente ley. 

Artículo 79. (Derogaciones).- Deróganse los artículos 54, 55, 56, 57, 62 y 63 del 
Decreto-Ley Nº 14.294, de 31 de octubre de 1974, en las redacciones dadas por las 
Leyes Nº 17.016, de 22 de octubre de 1998, Nº 18.494, de 05 de junio de 2009 y 
Nº 19.149, de 24 de octubre de 2013, los artículos 4º, 5º, 13 y 20 de la Ley Nº 17.835, 
de 23 de setiembre de 2004, los artículos 1º, 2º, 3º, 6º, 7º, 8º, 9º y 19 de la Ley Nº 
17.835, de 23 de setiembre de 2004, en las redacciones dadas por las Leyes N° 
18.494, de 05 de junio de 2009, Nº 18.914, de 22 de junio de 2012 y Nº 19.355, de 19 
de diciembre de 2015, artículos 5º, 6º, 7º, 8º, 9,º 10 y 11 de la Ley Nº 18.494, de 05 de 
junio de 2009, los artículos 2º y 3º de la Ley Nº 18.914, de 22 de junio de 2012, el 
artículo 49 de la Ley Nº 19.149, de 24 de octubre de 2013 y todas las normas que se 
opongan a la presente ley. 
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